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1) Texto de la citación. 
“Montevideo, julio 8 de 1985 
La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión ex” 
traordinaria, a solicitud de varios señores legisladores, 
mañana martes 9, a la hora 18 y 30, a efectos de tra- 


tar la inexistencia del Acto Institucional N% 19 en el 
orden institucional de la República. 


Los Secretarios” 
2 Asistencia. 


ASISTEN los señores senadores: Gonzalo Aguirre Ra” 
ínirez, José Germán Araújo, Hugo Batalla, Jorge Batlle, 


—Debate. 


—Se vota negativamente una moción firmada por 
integrantes de- la Bancada del Partido Naetonal 
por la que se declara la inexistencia del Acto Ins- 
titucional N?% 19 y se reafirma la vigencia de la 
Constitución de 1967. s 


—Asimismo se vota negativamente una moción pre- 
sentada por integrantes de la bancada del Fren- 
te Amplio por la que se designa una Comisión Es 
pecial de siete: miembros a fin de estudiar y pro” 
poner las soluciones pertinentes a los problemas 

a de orden institucional y legal planteados en Sala. 


6) Prórroga del término de la sesión, z 


8) Se levanta la sesión. 
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Eugenio Capeche, José Pedro Cardoso, Pedro W. Cersó- 
simo, Carlos W. Cigliuti, Juan Raúl Ferreira Sienra, Ma- 
nuel Flores Silva, Guillermo García Costa, Luis Hierro 
Gambardella, Raumar Jude, Luis Alberto Lacalle He 
rrera, Enrique Martínez Moreno, Carminillo Mederos Da 
Costa, Dardo Ortiz, Eduardo Paz Aguirre, Carlos Julio 
Pereyra, Juan Martin Posadas, Luis Bernardo Pozzolo, 
Américo Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso, Luis 
A. Senatore, Juan A. Singer, Uruguay Tourné, Alfredo 
Traversoni, Francisco Mario Ubillos, Alberto Zumarán, 
Señor Presidente; y los señores representantes: Numa 
Aguirre Corte, Nelson R. Alonso, Guillermo Alvarez, Juan 
Justo Amaro, Abayubá Amen Pisani, Ernesto Amorín La- 
rrañaga, Jorge Andrade Ambrosoni, Marcelo Antonaccio, 
Nelson Arredondo, Roberto Asiaín, Héctor Barón, Javier 
Barrios Anza, Honorio Barrios Tassano, Juan A. Ben- 
tancur, Carlos Bertacchi, Edgar Bonilla, Federico Bouza, 
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Alberto Brause, César Brum, Mario Cantón, Cayetano 
-Capeche, Tabaré Caputi, Carlos A. Cassina, Washington 
Cataldi, Raúl Cazabán Goncalves, José Cerchiaro San 
Juan, Juan Pedro Ciganda, Jorge Conde Montes de Oca, 
Eber Da Rosa Viñoles, Julio E. Daverede, José Díaz, Ru- 
ben Escajal, Yamandú Fau, Francisco A. Forteza, Rubens 
Francolino, Carlos M. Fresia, Ruben E. Frey Gil, Juan J- 
Fuentes, Carlos Garat, Alem Garcia, Washington Gar 
cía Rijo, Oscar Gestido, Héctor Goñi Castelao, Hugo Gra- 
nucci, Ramón Guadalupe, Arturo Guerrero, Luis Alberto 
Heber, Marino Irazoqui, Walter Isi, Luis Ituño, Eduardo 
Jaurena, Ariel Lausarot, Oscar Lenzi, Héctor Lescano, 
Ricardo Lombardo, Oscar López Balestra, Nelson Loren- 
“zo Rovira, Oscar Magurno, Julio Maimó Quintela, Anto- 
nio Marchesano, Luis José Martínez, Eden Melo Santa 
Marina, Pablo Millor, León Morelli, Carlos E. Negro, Juan 
A. Oxacelhay, Ope Pasquet Iribarne, Ramón Pereira Pa- 
bén, Juan Pintos Pereira, Carlos Pita Alvariza, Lucas Pi- 
ttaluga, Elías Porras, Baltasar Prieto, Alfonso Requitere” 
na Vogt, Edison Rijo, Gilberto Ríos, Héctor Lorenzo Ríos, 
Ricardo Rocha Imaz, Carlos Rodríguez Labruna, Yaman- 
dú Rodríguez, Raúl Rosales Moyano, Carlos Rossi, Hebert 
Rossi Pasina, Walter Santoro, Yamandú Sica Blanco, 
Jorge Silveira Zavala, Carlos Norberto Soto, Guillermo 
Stirling, Héctor Martín Sturla, Víctor Vaillant, Gustavo 
Varela, Tabaré Viera, Alfredo Zaffaroni Ortiz, y Edison 
Zunini. 


FALTA con licencia el señor senador Juan J. Zorrilla 
y los señores representantes Víctor Cortazzo y Germán 
Oller. 

FALTAN con aviso los señores representantes: Luis 
A, Hierro, Raúl Lago y Daniel Lamas. 

FALTAN sin aviso los señores representantes: Jorge 
Machiñena y Andrés Toriani. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 19 y 16) 


3) Solicitud de sesión. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Dése tuenta de una solici. 
tud de sesión. 

(Se da de la siguiente: ) 

Varios señores legisladores solicitan se cite al Cuer- 
po, a fin de considerar el asunto que en la misma se 
menciona. 

Léase. 

(Se lee:) 

“Montevideo, julio 3 de 1985 
Sr. Presidente de la Asamblea General, 
Doctor Enrique Tarigo. 
Presente. 

Señor Presidente: 

Los suscritos legisladores, solicitan se convoque la 
Asamblea General para el día 9 del corriente mes a las 
18.30 horas, a efectos de tratar la inexistencia del Acto 


Institucional N* 19 en el orden constitucional de la Re- 
pública. * 


Saludan a usted muy atentamente, 
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Alem García, Uruguay Tourné, Guillermo García 
Costa, Carlos Pita, Carlos Rodríguez Labruna, Héc- 
tor Ríos, Luis A, Lacalle, Alfonso Requiterena, Luis 
José Martínez, Edison Zunini, Juan Raúl Ferreira, 
Luis Ituño, Juan Martín Posadas, Rubens Francoli- 
no, Ricardo Rocha Imaz, Carminillo Mederos, Gon- 
zalo Aguirre, Mariano Irazoqui, Juan Oxacelhay, Car- 
los Julio Pereyra, Elías Porras,, León Morelli, Juan 
José Fuentes, Luis A. Heber, Héctor Sturla, Carlos 
Garat, Numa Aguirre Corte, Carlos M, Fresia, Gusta" 
vo Varela, Alfredo Zaffaroni, Luis Alberto Espinosa, 
Walter Santoro, Oscar López Balestra, Legisladores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar sí el Cuerpo 
resuelve reunirse en el día de hoy. 


(Se vota:) 


—76 en 82. Afirmativa, 


4) Declaración de la Bancada de Legisladores 
del Frente Amplio, 


SEÑOR BATALLA, — ¿Me permite, señor Presidente, 
para una cuestión previa, a los efectos de dar lectura a 
una declaración? 


SEÑOR PRESIDENTE, — Para una cuestión previa, 
tiene la palabra el señor legislador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: quiero dar 
lectura a la siguiente declaración en nombre de los le- 
gisladores del Frente Amplio: “La Bancada de Legislado- 
res del Frente Amplio, ante el ataque a los fueros parla- 
mentarios que supone plantear a un senador de la Re- 
pública, una pretendida cuestión de honor por sus di 
chos en el ejercicio de sus funciones, DECLARA: 19) Su 
irrenunciable compromiso con la defensa de los fueros 
parlamentarios consagrados en la Constitución de la Re- 
pública, entendidos no como un privilegio personal de los 
legisladores, sino como una imprescindible garantía para 
la defensa de la representación popular de que todos y 
cada uno de ellos están investidos. 22) Su plena solida- 
tidad con el compañero senador José Germán Araújo 
ante el agravio a sus fueros, resultante de las actitudes 
asumidas por quienes han sido señalados en su denun- 
cia parlamentaria como transgresores de los derechos hu- 
manos”. z 


Esta declaración, señor Presidente, ha sido firmada 
por la unanimidad de los legisladores del Frente Amplio, 
en sus dos bancadas de la Cámara de Senadores y de la 
Cámara de Diputados. 


“Muchas gracias. 


5) Inexistencia del Acto Institucional N? 19 
en el Orden Constitucional de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: la Bancada, 
del Partido Nacional ha pedido que se convocara a la 
Asamblea General a los efectos de tratar —como reza el 
texto de la respectiva citación— la inexistencia del Ac” 
to Institucional N?* 19 en el orden constitucional de la 
República. 


Este es un tema de enorme trascendencia e impor- 


tancia, como tendremos oportunidad de analizar y como, 
obviamente, está .en el pensamiento político de todos Y 


> 
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cada uno de los hombres que nos sentamos en estas ban 
cas y ha creado inmensa expectativa pública a nive] de 
opinión general. 


Los partidos han manejado sus posiciones políticas 
y haríamos un agravio al sistema político nacional si 
no afirmáramos que nos consta y sabemos que cada par- 
tido político en esta materia tiene una definida y funda- 
da posición en torno al Acto Institucional N% 19 y a sus 


consecuencias en orden a los destinos de la República. 


Por esa misma razón, señor Presidente, nosotros 
confiamos que el debate que se va a desarrollar a par- 
tir de este momento se realice por todo lo aito y escla- 
rezca las grandes dudas y los problemas que se han plan- 
teado en torno al sistema constitucional vigente en la 
República. : 


Este es el único camino y la única opción que tienen 
los partidos desde el punto de vista político: contribuir 
con su presencia y con el aporte de sus posiciones a lo- 
grar este esclarecimiento fundamental y decisivo. Seña- 
lamos esto porque creemos realmente que hasta puede 
constituir una cruel burla lo que ha circulado a nivel de 
la prensa, tanto oral como escrita, en el sentido de que 
habrían de adoptarse actitudes que creemos que queda- 
ron perimidas en el pasado, en una práctica parlamen- 
taria inconveniente e inconducente como es la de utili- 
zar la presencia o ausencia de legisladores para rehuir 
la discusión pública. 


Nosotros no queremos agraviar a ninguno de los gru- 
pos políticos que están representados en esta Asamblea 
en Cuanto a que de alguna manera podrían utilizar el 
quórum, como expresión de ausencia de legisladores, a 
falta de razones para poder defender hasta sus últimas 
instancias lo que creo debe ser su posición política en 
torno a este problema. 


Este hecho, señor Presidente, que lo tomamos mera- 
mente a título de inventario y que lo traemos ahora co- 
mo una referencia preliminar de lo que va a ser el cur- 
so del planteo y de la exposición del Partido Nacional 
tiene, pues, el objetivo de señalar claramente que en 
nuestro criterio no hay otra actitud posible para los 
hombres que ocupamos escaños parlamentarios que estar 
aquí analizando, discutiendo y adoptando posición en 
torno al problema que tenemos planteado. 


Hecha esta aclaración previa, señor Presidente, creo 
que debemos centrar el alcance de este planteo del Par- 
tido Nacional, es decir, qué es lo que el Partido Nacio- 
nal pretende de esta Asamblea General en torno al pro- 
blema de la vigencia de disposiciones constitucionales 
del Acto Institucional N“ 19, 


En primer lugar, señor Presidente, creo que debe 
quedar muy claramente establecido que no buscamos 
suscitar una discusión o una polémica histórica en torno 
a las razones y fundamentos que se tuvieron -para apo- 
yar O discrepar duramente con el Acto Institucional nú- 
mero 19. No se trata, entonces, en nuestro criterio, de 
haber promovido la convocatoria de la Asamblea Gene- 
ral para que los partidos políticos absuelvan posiciones 
en torno a dicho Acto Institucional y a las circunstan- 
cias políticas que lo rodearon y determinaron. Sin duda 
—repito— en esta materia los partidos políticos tienen 
sus posiciones formadas y el nuestro también la tiene en 
forma muy precisa. 


Creo que nada sintetiza mejor el pensamiento polí- 
tico del Partido Nacional en torno al Acto Institucional 
N? 19 que la carta que escribiera desde la cárcel de Tri- 
nidad, el 6 de agosto de 1984, el líder de nuestro Par- 
tido y actual Presidente del Directorio, Wilson Ferreira 
Aldunate, Quiero, siquiera brevemente, resumir su esen- 
cia en este análisis, leyendo algunas de las expresiones 
que sintetizan de la mejor manera la posición de nues- 
tro Partido en esta materia. 


Decía Wilson Ferreira Aldunate: “El Partido, y con 
él la inmensa mayoría de nuestro pueblo, no aceptará 
jamás que la Constitución de la República pueda ser 
enmendada o reformada sin previa decisión plebiscita- 
ria.” Y agregaba más adelante: “Todos los Actos Insti- 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.——213 


tucionales dictados por el gobierno, ejercitando el auto 
asignado poder constituyente del Poder Ejecutivo, son 
insanablemente nulos, como insanablemente nulo será 
el proyectado, ya que nada agrega a su legitimidad el 
consentimiento de un núcleo de ciudadanos, por repre- 
sentativos y respetables que sean muchos de ellos. Por 
consiguiente entiendo, señor Presidente” —y se dirige al 
Presidente del Directorio del' Partido Nacional, en ese 
entonces el profesor don Juan E. Pivel Devoto— “que 
los representantes del Partido Nacional, en el Poder 
Ejecutivo y en el Parlamento, considerarán inexistentes 
todos los actos referidos y procederán, en ejercicio de 
las competencias que determina la Constitución vigente, 
a desempeñar sus cargos sin reconocer otras limitaciones 
que las que la propia Constitución establece y que, en 
su acatamiento, aprobarán de inmediato las leyes y los 
actos administrativos indispensables para cumplir las 
solemnes promesas formuladas a la Nación el 27 de no- 
viembre de 1983.” ] 


Clarividentes palabras éstas de Wilson Ferreira Al 
dunate, que signaron la posición libérrima del Partido 
Nacional a través de sus órganos más representativos: 
la Convención del Partido, el Directorio y, con posterio- 
ridad, la conducta que los legisladores integrantes de 
este Parlamento hemos seguido en el curso de este pe- 
ríodo que comienza el 15 de febrero de 1985. 


Este punto de vista fue, también, el del Directorio 
del Partido Nacional en la declaración del 8 de agosto 
de 1954, que igualmente resumo porque es la expresión 
y la sustancia de un pensamiento jurídico-político en 
torno al problema del Acto Institucional N9 19 y dado 
que, en determinada manera, esta relación que voy a 
realizar en el desarrollo de este discurso va a referir, 
igualmente, a las posiciones políticas de los restantes 
partidos, es decir, el Partido Colorado, el Frente Amplio, 
la Unión Cívica y el Partido Laborista. 


Dice el Directorio en esta declaración del 8 de agos 
to de 1984: “Los partidos pactantes se han hecho así 
partícipes del dictado de un Acto Institucional, catego- 
ría jurídica inexistente en el Estado de Derecho que co- 
nocimos y al que queremos retornar. Y han desconocido 
dos tradiciones patrias, consustanciadas con el ser mis- 
mo de la Nación: la de que la Carta máxima no puede 
modificarse sin el consentimiento popular expresado en 
las urnas a través del Plebiscito y la de que las Fuerzas 
Armadas carecen de personería política y por ello no 
pueden ser parte en los acuerdos que'solucionan las cri- 
sis institucionales del país”. 


En el desarrollo de esta declaración se ananlizan to- 
dos estos aspectos: el referente al dictado de ese Acto 
Institucional y su contenido; la participación política de 
las Fuerzas Armadas; las expresiones de soluciones cons- 
titucionales recogidas en el esquema que presentan las 
Fuerzas Armadas a los Partidos Políticos y, al mismo 
tiempo, las circunstancias que determinaban la posición 
y la conducta del Partido Nacional, como expresión de 
acuerdo con los principios sostenidos invariablemente en 
el curso de estos once años de lucha contra la dictadura 
militar, renovados al pie del Obelisco y luego en los pro- 
nunciamientos del 22 de mayo y del 26 de junio, y co- 
mo expresión cabal de una posición principista en tor- 
no a la restitución democrática del país. La posición del 
Partido Nacional en torno al Acto Institucional NO 19 
está especificada claramente a través de todos estos as- 


pectos. 


Fijadas las características de la conducta que histó- 
ricamente signó nuestro Partido, no se trata ahora de 
traerlas como un elemento para reavivar la polémica en 
torno-a hechos que para nosotros son'ya de categoría 
histórica y que tendrán que ser juzgados por los histo- 
riadores y sobre los que la Historia tendrá que produ- 
cir, en definitiva, un juicio inapelible; no se trata de 
reavivar una polémica en torno a uno. de los capítulos 
más discutidos de este período histórico, con meras fina- 
lidades políticas de orden secundario respecto a esos he- 
chos pasados; no se trata de extraer del conjunto de 
hechos del pasado histórico un episodio determinado pa- 
ra colocarlo inopinadamente en forma artificial, como 
protagonista en la realidad de un país desesperado por 
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problemas de orden social y económico, que están des- 
vastando las bases mismas de la estructura social y eco- 


nómica de la Nación. ¡Flaco favor le haríamos al pais' 


si tal fuéra el propósito que pueda traducir este planteo 
de nuestro Partido! Estaríamos violando, por otra parte, 
declaraciones muy concretas del Partido Nacional en 
torno a cuál es su conducta en el momento presente pa- 
ra hacer factible que el país se reencuentre en el cami- 
no de la democracia y reencuentre, a su vez, el camino 
un porvenir que la dictadura selló a través de una he- 
rencia ignominiosa en el orden económico y social. 


No €s ésta, pues, una instancia de carácter histórico 
para discutir aspectos del Acto Institucional N% 19 que, 
reiteramos, quedaron ya sujetos al juicio histórico, por- 
que agotaron sus efectos. Y me refiero, particularmen- 
te, a ciertos aspectos del mencionado Acto Institucional 
que fueron cumplimiento de disposiciones constituciona- 
les demoradas y postergadas por la dictadura militar, 
como es el caso de la convocatoria a elecciones genera- 
les para integrar los cuerpos electivos previstos por la 
Constitución de la República, es decir, los 'órganos en 
los distintos niveles en que debe concurrir la represen- 
tación y la voluntad popular, desde la Presidencia de la 
República y la integración de los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo, hasta los organismos municipales a nivel de 
Intendencias y Juntas Departamentales. No es, pues, 
nuestro interés reavivar la polémica sobre los aspectos 
históricos del Acto Institucional N* 19. 


Lo que a nosotros nos interesa, pues, es entrar al 
análisis de la situación actual, o sea el problema que es- 
tá en carne viva, el que concita la preocupación intensa 
de la ciudadanía consciente y responsable de este país. 
Entonces, se trata de determinar cuál es la Constitución 
de la República y su contenido material, porque ese, en 
definitiva, es el problema que en este momento está en 
juego y las decisiones de los cuerpos legislativos y de 
las más altas autoridades y magistraturas de la Repúbli- 
ca. Por lo tanto, se trata de determinar el contenido 
material de la Constitución. Este no es un hecho artifi- 
cial ni un problema de segunda categoría que no merez- 
ca, reunir a la Asamblea General, que es el máximo ór- 
gano de expresión legislativa del país, a efectos de po- 
der concretar una determinación que «fije claramente y 
de manera inapelable, cuáles son las normas que están 
riglendo la vida de la República, el funcionamiento de 
sus órganos representativos, el alcance de los poderes 
que poseen dichos órganos y, en definitiva, aquellos que 
- le proporcione los niveles adecuados de seguridad jurí- 
dica a la población en torno a circunstancias que la 
pueden afectar gravemente. Se trata nada menos, en de- 
terminadas condiciones, de la supresión de las garantías 
individuales y del funcionamiento de la justicia militar 
aplicada a civiles, tal como está previsto en el estado de 
insurrección en las normas del Acto Institucional núme 
ro 19. . : 


De manera que el planteo además es necesario y 
precisa, porque en la determinación de este contenido 
material de la Constitución de la República existen pro- 
fundas discrepancias 'en las propias declaraciones de los 
partidos políticos en las declaraciones sucesivas o simul. 
táneas que han realizado sobre este particular y de esos 
mismos partidos políticos, en definitiva, con el texto y 
las estipulaciones del Acto Institucional N% 19. Son con: 
tradicciones que están ínsitas —repetimos— tanto en las 
declaraciones de los partidos que participaron en el pac- 
to del Club Naval entre sí, como en éstos y en sus de- 
declaraciones ante el propio texto del Acto Institucional 


NO 19. 


Esta imprecisión e indeterminación del contenido 
material de la Constitución de la República colide gra- 
vemente con algo que constituye un objetivo básico de 
un Estado de derecho de un país organizado institucio- 
nalmente y que representa, además, un imperativo bási- 
co del funcionamiento de una organización democrática. 
La Carta_fundamental debe estar delimitada claramen. 
te en su normatividad, sin imprecisiones que, en defini- 
tiva, contribuyan a crear un serio estado de inestabili- 
dad institucional. Y esto, repito, no le es útil al orden 
democrático a que aspiramos los uruguayos. Esta necesi. 
dad de delimitación clara y precisa de las normas que 
regulan constitucionalmente al país, es un principio bá- 
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sico y esencial que está ínsito en el buen funcionamien- 
to, no sólo de las instituciones, sino del orden democrá- 
tico y de la estabilidad constitucional. 


Pero hay algo más importante, señor Presidente. Se 
trata del hecho que revela las tramitaciones políticas 
que han habido en los últimos tiempos —por parte de los 
partidos políticos intervinientes en el acuerdo o pacto 
del Club Naval— en torno al Acto Institucional N9% 19 
y a lo que puede ser el regular funcionamiento y deter- 
minación de la Constitución de la República. 


.. Para los hombres del Partido Nacional la Constitu- 
ción de la República no es coto privado de ningún par- 
tido político, que al compás de sus cambiantes intereses 
políticos, transforme su contenido para servir aquellos 
intereses o se reserva una facultad arbitral sobre cuál 
es el contenido de la Carta Magna. El Partido Nacional 
declara formalmente que no acepta ser -convidado de 


” piedra en ningún aspecto de la vida del país y menos en 


lo que atañe a la determinación de las bases fundamen- 
tales de la nacionalidad. La afirmación del carácter de- 
licuescente en que subyace el planteo constitucional en 
los momentos actuales, surge del análisis somero del Ac- 
to Institucional N* 19 y de las declaraciones de los par- 
tidos pactistas. 


En ese sentido, señor Presidente, creo que es útil 
que recapitulemos muy brevemente, para no hacer inca- 
pié en una imagen que este fuera del sentimiento que 
anima este planteamiento. Nosotros no estamos aquí pa- 
ra hacer disquicisiones de carácter jurídico. Estamos dis- 
cutiendo una realidad esencial y una realidad de conte- 
nido, de conciencia, a nivel de opinión pública. El con- 
tenido de la Constitución de la República no es mera- 
mente un tema que quede reservado a los especialistas 
en Derecho, a la cátedra de la Facultad de Derecho o a 
los hombres que por su vocación jurídica puedan pres- 
tar una atención particular o relevante al tema consti- 
tucional. No, este es un problema de la vida diaria don- 
de está en juego el destino nacional. Y es por ello que 
nosotros hacemos cuestión fundamental en que surja al 
respecto una determinación clara y precisa. 


Adviértase bien, señor Presidente, el alcance de es- 


te planteo. Nosotros no venimos a imponer una solución 


jurídica determinada, sino que venimos a plantear ante 
el país y a apelar ante los partidos políticos que ocupan 
los escaños de esta Asamblea General, a que se escla- 
rezca debidamente cuál es el contenido constitucional 
que tiene en estos momentos la República. Debo señalar 
—para ver brevemente cuál es su alcance— que el Ac- 
to Institucional NY 19 estableció en su artículo 6% -un 
conjunto de disposiciones de carácter transitorio en las 
que se implementa una modificación de la Constitución 
de la República. Esas disposiciones modificativas de la 
Constitución están vinculadas, esencialmente, al estable- 
cimiento del Consejo de Seguridad Nacional, o sea el 
COSENA, Este órgano tiene como fin asesorar al Poder 
Ejecutivo en asuntos vinculados con la preservación de 
la soberanía, la independencia, la integridad territorial 
del Estado asi: como intervenir en los proyectos de lar- 
go alcance que puedan afectar esos valores esenciales. 
Por lo tanto, se institucionaliza con jerarquía constitu- 
cional el Consejo de Seguridad Nacional, que integró 
uno de los elementos básicos que, a criterio de la dicta- 
dura, formaba parte de las soluciones transitorias a las 
que debía sujetarse el período de transición democráti- 
co del país. : 


En segundo lugar, un sistema de poderes de emer- 
gencia del Poder Ejecutivo, para casos excepcionales: se 
podrá proponer a la Asamblea General la declaración del 
estado de insurrección cuando se amenace con hechos 
producidos en una insurrección, sedición, rebelión o mo- 
vimiento de violencia contra la soberanía, independen- 
cia o integridad territorial del Estado, ete., con la ca” 
racterística, de que la Asamblea General debe resolver 
en el plazo de cinco días y que si no mediare pronun- 
ciamiento expreso se consideraría tácitamente aprobado. 


Este estado de emergencia supone la suspensión de 
las garantías individuales que se especifican, durante el 
tiempo y en el área territorial que se determine en el 


9 y 10 de Julio de 1985 


decreto, En cuanto al funcionamiento de la justicia mi- 
litar, quedarían sujetos a ésta los civiles a quienes se 
considerara incursos en delitos por parte de esa mizma 
Justicia y en aplicación por el Poder Ejecutivo de estos 
poderes de emergencia, 


__ Igualmente hemos señalado la ampliación de la ju- 
risdicción militar, fuera de los límites estrictos que fija 
y ciñe el artículo 253 de la Constitución de la República. 


Otras modificaciones están vinculadas a la concesión 
de ascensos a oficiales generales, para lo cual se imple- 
menta una normativa que no está fijada en la Consti- 
tución de la República; igualmente se institucionaliza a 
nivel constitucional la designación del Comandante en 
Jefe, propuesto por las propias fuerzas y para lo que 
ne Se requiere siquiera la venia del Senado de la Repú- 

ca. 


Otras modificaciones que estipuló el Acto Institucio- 
nal N2 19, se vinculan a la suspensión en la aplicación 
de determinadas disposiciones constitucionales, como el 
artículo 195 de la Constitución de la República, referente 
a la integración del Banco de Previsión Social, asi como 
la disposición especial letra M, con igual contenido. Es- 
tablece y estipula normas que dieron alcance legal a al 
gunos actos institucionales dictados durante el período 
de la dictadura. 


En definitiva, señor Presidente, para no hacer can: 
sadora esta enumeración de disposiciones constituciona” 


les que fueron modificadas por obra del pacto, del Acto - 


" Institucional N% 19, dejaríamos establecido, entonces, que 
por la voluntad y el acuerdo unilateral de los Coman- 
dantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y de los repre- 
sentantes de los cuatro partidos políticos que concurrie- 
ron al Club Naval para sellar el acuerdo que dio origen 
a este Acto Institucional N9% 19, se produjo una trans- 
formación en la Constitución de la República, que tie- 
ne connotaciones de enorme importancia en el funciona- 
mientos de los órganos constitucionales y en la vida de la 
República. 


Piénsese simplemente que el Poder Ejecutivo encuen: 
tra limitadas sus potestades, que eventualmente se pro- 
duce una transformación que la República no quiere de 
manera alguna, cuando se dictan o se ponen en vigencia 
los poderes de emergencia que declaran el estado de in- 
surreción y la actuación de la justicia militar. 


Tales normas se califican de carácter transitorio; sin 
embargo, por lo que establece el texto del propio Acto 
Institucional N* 19, se regulan como de carácter perma.- 
nente, por euanto estas normas de carácter transitorio 
regirán hasta que entren en vigencia las que emanen del 
plebiscito a cumplirse el 24 de noviembre de 1985. 


Creo que el tenor de lo dispuesto en el artículo 6% 
es claro: las disposiciones y las modificaciones constitu- 
cionales del Acto Institucional 19, rigen hasta que se Orpe- 
re su derogación en la forma prevista en el propio Acto, 
es decir a través de lo que decida una Asamblea Consti- 
tuyente que debería haberse instalado, según los tér- 
minos de este acuerdo, el 1? de julio de este año. En 
los proyectos que surjan de ésta, se resolverá la dero- 
gación, modificación, sustitución, cambio o, en definitiva 
vigencia de la Constitución de 1967, Pero, todas y cada 
una de las decisiones con que pueda expresarse la Asam- 
blea Constituyente tienen que ser apoyadas por la de- 
cisión popular en el plebiscito a verificarse el 25 de no- 
viembre de 1985. 


Sin duda, todas las disposiciones Constitucionales 
—tanto las normas no modificadas de la Con:titución de 
1967 como estas disposiciones calificadas anómalamente 
de transitorias— tienen carácter permanente, por cuan- 
to toda Constitución rige hasta que sea modificada o de- 
rogada, salvo aquellas disposiciones que tengan el efecto 
de agotarse en un acto, en el cumplimiento de una con- 
dición o en un plazo determinado. Las disposiciones 
transitorias rigen por un cierto plazo o hasta que tenga 
lugar una cierta condición. 
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] La norma que consagra la tutela militar sobre la. Re- 
pública —COSENA, estado de insurrección, mandos y jus- 
ticia militar— rige hasta tanto se derogue. Su reforma 
posible consiste básicamente en un plebiscito al cual pue- 
den concurrir dos proyectos: el que emane de la Asam- 
blea Constituyente y el que pueda presentar una minoría 
que reúna un número de firmas que el propio Acto Ins- 
titucional prevé, por parte de legisladores integrantes de 
la Asamblea Constituyente. 


Que éste es el sentido de los protagonista, de los au- 
tores, de los que concurrieron al Club Naval a formali. 
zar este acuerdo, que esta interpretación sobre el carác- 
ter permanente hasta tanto no se deroguen las disposi- 
ciones del Club Naval, es lo que surge del texto, de la 
letra, de la interpretación auténtica y de la opinión de 
aquéllos que intervinieron directamente, es un hecho que 
quedó concretado en la expresión de quienes en los más 
altos niveles estuvieron presentes en todas las conversa- 
ciones mantenidas con los mandos de las Fuerzas Arma- 
das y estuvieron directamente en el curso de dichas ne- 


Me refiero a que ésta fue la opinión de los repre- 
sentantes de los partidos políticos; la opinión autorizada 
de quien hoy ocupa la Presidencia de la Asamblea Ge- 
neral, el doctor Enrique Tarigo, que actuó en represen- 
tación del Partido Colorado, conjuntamente con el señor 
Presidente de la República, el doctor Julio María Sangui- 
netti, Esa fue también la opinión del representante del 
Frente Amplio y del actual Presidente de esa coalición 
política, el general Líber. Seregni; formulada en mani- 
festaciones públicas. Y esa fue la opinión exteriorizada 
por los más altos niveles de las autoridades de la Unión 
Cívica del Uruguay, particularmente del señor Humber- 
OS quien ocupa la Presidencia de dicho grupo 
político. : , 


Resulta oportuno, por ejemplo, hacer referencia a al. 
gunas de esas opiniones, siquiera para advertir cuál fue 
el alcance preciso de este texto y el carácter de estas 
normas aparentemente transitorias pero permanentes, 
puesto que regirían hasta que fuesen derogadas. 


Decía un editorial que bajo la firma del doctor Tari- 
go se publicó en “Opinar”: “.. queda claro que.la ne- 
gociación descartó, desde el inicio, guiarse por e] borra- 
dor militar del 1% de mayo, aunque de él se recogieran 
algunas ideas, fundamentalmente, la de una Asamblea 
Nacional Constituyente que se pronunciara soberanamen- 
te sobre las disposiciones transitorias”. Y agrega: “...só- 
lo regirán, a nivel constitucional, la Constitución de la 
República plebiscitada en 1966 y las disposiciones tran- 
sitorias contenidas en este documento”, el Acto Institu- 
cional N? 19, para concretamente referir: “Estas dispo- 
siciones regirán temporalmente, desde el 15 de febrero 
o el 1% de marzo de 1985, según corresponda, hasta el 
1% de marzo de 1986, que es la fecha en que entrarán en 
vigor las normas que resulten aprobadas en el plebiscito 
a cumplirse el domingo 24 de noviembre de 1985, o en 
la que regirá eaclusivamente la Constitución si es que 
en el plebiscito no se aprueba ninguna reforma”. Y fi- 
naliza: “El o los proyectos de reforma emanados de la 
Asamblea General -—se prevé que puedan ser hasta 
dos— que tendrán como materia o contenido únicamen- 
te los de estas disposiciones transitorias, serán someti- 
dos a plebiscito, tal como se dijera, el último domingo 
de noviembre del año venidero, De modo, pues, que en 
definitiva será la Ciudadanía, en la que reside la sobe- 
ranía nacional, quien decida con su voto, si habrán de 
permanecer o no en el futuro los institutos y las solu- 
ciones contenidas en este documento”. 


Nunca, pues, existieron dudas en cuanto a que la 
vigencia en el tiempo de estas disposiciones, que se ca” 
lifican como transitorias en el artículo 6% del Acto Ins” 
titucional N* 19, tenía la permanencia del resto de las 
disposiciones constitucionales, o sea que ellas regirían 
hasta que fuesen modificadas por los procedimientos que, 
según el Acto Institucional N* 19, estaban centrados, bá- 
sicamente, en el pronunciamiento de la Asamblea Gene- 


216—A.G. 


ral Constituyente que se debía instalar —no convocarse; 
instalarse— el 1% de julio de este año, y en el pronun- 
cilamiento popular verificado en el plebiscito que se de- 
bería llevar a cabo el 25 de noviembre de 1985, 


Esta interpretación que contó, por supuesto, con el 
aval de los protagonistas en la tramitación y en la ges” 
tión que tuvo que ver con el Acto Institucional N? 19 fue 
la opinión —digamos, manejando un concepto. autén- 
tica de cuál era el alcance de estas disposiciones, hasta 
que el devenir del tiempo determinara un cambio impor- 
tante en los puntos de vista de los partidos políticos. 


- A pocos días de la instalación de la Asamblea Cons" 
tituyente, luego de verificadas gestiones entre las fuer- 
zas políticas intervinientes en el pacto del Club Naval, así 
como consultas con los mandos militares, los partidos po- 
líticos participantes en estas gestiones expresan su pun" 
to de vista sobre las modificaciones constitucionales que 
precisamente trae aparejado lo que nosotros hemos lla- 
mado el comienzo de una profunda contradicción en tor- 
no al alcance de los compromisos suscritos en el pacto 
del Club Naval. 


El conocimiento público de las manifestaciones de 
los partidos políticos permite apreciar divergencias o po” 
“siciones distintas entre ellos. El Partido Colorado ha afir- 
mado su solidaridad con el acuerdo del Club Naval “pro 
tempore”, digamos, en base al transcurso de determina” 
do período de tiempo. El Frente Amplio, por su parte, 
en su declaración ha sostenido la necesidad de que se im- 
plemente un acto que, en su concepto, puede tener dis" 
tinta naturaleza pero que, en definitiva, por las razones 
que expresa, tendrá que ser de carácter legislativo, ti- 
jando la nulidad de futuro del Acto Institucional N* 19. 
La Unión Cívica también, a través de la declaración de 
sus voceros más autorizados, mantiene la posición de 
que debe haber un pronunciamiento expreso, que en su 
Criterio se debió haber hecho dentro de los mecanismos 
previstos por el Acto Institucional N9 19. 7 


Nos encontramos, entonces, no sólo con la incerti- 
dumbre acerca del carácter y la naturaleza de las dis- 
posiciones contenidas en el Acto Institucional N* 19, que 
formaliza el pacto del Club Naval, sino también con que 
en estos momentos están en juego en el país no menos 
de tres tesis en cuanto al contenido de la Constitución de 
la República. 

La razón de nuestro planteamiento es que ello se de- 
termine claramente por parte de los partidos políticos, en 
un acto y en una expresión de voluntad política, que, en 
definitiva, es el único camino, pero no cerramos las puer- 
tas a la consideración de otros aspectos. Para el Partido 
Nacional, eso se trasunta en la declaración que hará lle- 
gar a la Mesa ratificando, por parte de esta Asamblea 
General, como máximo órgano legislativo e institucional, 
la inexistencia de las normas constitucionales emergen- 
tes del pacto del Club Naval y la vigencia irrestricta de 
la, Constitución de 1967. Y este planteamiento, esta ne” 
cesidad de determinar esta vigencia, subyace básicamen- 
te en el alcance de las declaraciones que han formalizado 
los partidos políticos. 


Es así que el pronunciamiento de la Convención del 
Partido Colorado del 11 de agosto de 1984 estableció 
que, si bien el Acto Institucional N% 19 dispuso la vigen- 
cia de algunas normas, dichas disposiciones constitucio- 
nales que modifican la Constitución de 1967, sin perjui- 
cio del mantenimiento integral del acuerdo formalizado 
en el pacto del Club Naval, y en virtud de ese mismo 
acuerdo, caducarán automáticamente por propia dispo- 
sición del referido Acto Institucional. Trasladar este pro- 
blema a la Asamblea Constituyente y a la determina- 
ción, a través de un proyecto de desolución de ésta, de 
la invalidez de estas normas constitucionales, sería en- 
frascar al país en una inoperante polémica. 


Esta declaración implica una grave contradicción 


con el texto del Acto Institucional N% 19 y con la inter-, 


pretación auténtica que los más autorizados y represen” 
tativos voceros del Partido Colorado hicieron en el mo- 
mento en que firmaron dicho Acto, fundamentando sus 
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puntos de vista ante la opinión pública. Pero no cumpli- 
ríamos con un deber elemental si no señaláramos, aun- 
que fuera someramente, una circunstancia de carácter 
político que consideramos importante, ya que éste es un 
momento en que puede producirse una discusión públi 
ca en torno a esta temática. 


El Partido Colorado señala que el 25 de noviembre 
de 1984 el Acto Institucional N9 19 y el pacto del Club 
Naval contaron, con el apoyo de la ciudadanía en el acto 
electoral. Esta atirmacion no se tundamenta en circuns- 
tancia de carácter político alguna. En primer lugar, por- 
que en la e.eccion de noviembre de 1984 no se votaron 
sino representantes de los partidos políticos para inte- 
grar los distintos órganos del Estado. Y, en segundo tér- 
mino, porque la temática que tuvo en cuenta la ciuda- 
danía para pronunciarse fue claramente la programática 
de los partidos políticos, en orden a sus decisiones y a 
las orientaciones que cumplirían desde el Gobierno, en 
la faz política, económica y social del país. De manera 
que nada más lejos de la temática decisoria del pueblo 
uruguayo en noviembre de 1984, que dar o negar su apo- 
yo al Acto Institucional NY 19, É 


Ahora se habla de un plebiscito tácito, recogiendo 
una terminología a la que tue muy afecto el régimen 
dictatorial, que, inclusive, pretendió imponer una Cons- 
titución a la Repúbiica apelando a que el simple pro- 
nunciamiento con respecto a los candidatos implicaba 
un voto tácito a fórmulas constitucionales. Este argu- 
mento del plebiscito tácito, que fue manejado con gran 
insensibilidad por la dictadura y sus personeros durante 
el período -de once años que conocimos, significa” desco- 
nocer la realidad electoral del país y, por lo tanto, de- 
bemos señalar nuestra discrepancia en torno a una con- 
sideración política que estimamos que no es válida. 
Compartimos esta declaración —aunque pueda disere- 
parse con ella-— en cuanto a que resulta inoportuna o in- 
necesaria una reforma constitucional. Y bien, señor Pre- 
sidente, esto mismo fue lo que sostuvo el Partido Nacio- 
nal durante todo el período posterior al acuerdo del 
Club Naval, cuando señaló que, entre las graves conse- 
cuencias que tendría el referido pacto, estaría la de ce 
der a imposiciones de la dictadura en el orden de insti- 
tutos autoritarios en la Constitución de la República; 
además, enfrascaría al país en una polémica de carácter 
institucional o reformista, cuando teníamos que abocar: 
nos a la tarea de reconstruir las bases esenciales en el 
orden social, económico, sindical y en todos los órdenes. 
Esto lo señaló el Partido Nacional en su oportunidad y 
estas circunstancias, que fueron previstas oportunamen- 
te, igualmente determinaron el consenso del Partido que 
hoy los considera innecesarios en el orden constitucio. 
nal del país. y 


De manera que existe, pues, una primera circuns- 
tancia que resulta fundamental en esta declaración, Has- 
ta este momento en el país se pudo haber pensado que 
la Constitución iba a ser plebiscitada, de acuerdo con 
las modificaciones del pacto del Club Naval, el 25 de 
noviembre de 1985 y que estas disposiciones únicamen- 
te podrían ser superadas en virtud de un pronunciamien:- 
to plebiscitario popular. Pero estas ideas quedaron de- 
caecidas en orden a esta nueva interpretación que da el 
Partido Colorado. Respetamos lo que puede ser la expre- 
sión positiva de considerar la caducidad de estas nor- 
mas, pero repetimos que, en el contraluz, se afirma la 
existencia de un orden constitucional, Sin embargo, re- 
sulta plenamente significativo "y particularmente peli- 
groso al afirmar su solidaridad con el pacto del Club 
Naval y con el Acto Institucional N% 19, solidaridad 
que llevaría, en una interpretación fidedigna y “piede- 
letrista” —según se desprende no sólo de la lectura e in- 
terpretación del artículo 6% del Acto N% 19, sino tam- 
bién de las declaraciones de los voceros más autorizados 
del Partido Colorado— a que se transformaran en nor- 
mas permanentes, que seguirán rigiendo en la República 
con posterioridad a la fecha determinada del 28 de fe- 
brero de 1986. a E 


El Partido Nacional quisiera que esto puediera dar 
lugar a una determinación concreta de acuerdo de los 
partidos políticos en cuanto a que el Acto Institucional 
N09 19 no rige más en la República. Permítasenos señalar 
que no venimos en la posición de que el proyecto de de- 
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claración del Partido Nacional sea el que prime y que 
los Representantes del Partido Nacional estén, práctica- 
mente jugados, sin admitir ningún género de transfor- 
mación o de cambio. Lo que estimamos fundamental es 
que exista una declaración categórica de la Asamblea 
O a la vigencia irrestricta de la Constitución de 


Por su parte el Frente Amplio también ha publica- 
do una declaración —qgue lleva fecha 30 de junio de 
1985— en la que señala la posición política de ese gru- 
po en lo que se refiere a la vigencia de las normas con- 
tenidas en el pacto del Club Naval. 


En la interpretación autorizada, de carácter político, 
inmediata a los hechos que sellaron el Acto Institucio- 
nal N* 19, fueron claras las manifestaciones del Presi- 
dente del Frente Amplio y de los demás voceros autori- 
zados de esa coalición en cuanto a su apoyo a las solu- 
ciones contenidas en el Acto Institucional N* 19, dadas 
las consideraciones y razones que, en su momento, lo de- 
terminaron. Pero, en definitiva, apoyaban estas solucio- 
nes y las disposiciones transitorias, así como la idea de 
que estas disposiciones transitorias tenían que ser le- 
vantadas, derogadas, tenían que terminar en su vigencia 
con el pronunciamiento de la Asamblea Constituyente y 
del pueblo, a través del plebiscito del 25 de noviembre 
de 1985. Ahora, en cambio, el Frente Amplio señala 
—y Creemos que es positivo— que es necesario declarar 
expresa, total e inmediatamente sin efecto el Acto Ins- 
titucional NY 19, y considera, desde el punto de vista 
institucional, el camiho adecuado para lograr esta decla- 
ración que lo derogue, es dictar una ley, por los proce- 
dimientos que correspondan en cuanto al pronuncia- 
miento de cada una de las Cámaras y, por supuesto, con 
la promulgación del Poder Ejecutivo, que está insita en 
el propósito que se expresa. Asimismo, este grupo polí. 
tico manifiesta su propósito de impulsar una reforma 
constitucional por otras vías y caminos. 


Pero lo que nos interesa, señor Presidente, es que, 
para el Frente Amplio, las normas del Acto Institucional 
N9 19 no caducan el 28 de febrero de 1986, sino que se 
hace necesario un acto expreso, una ley que lo derogue 
y que, en su concepto, la decisión del Partido Colorado 
en cuanto a no comparecer a integrar la Asamblea Cons-_ 
tituyente a los fines de considerar Jas modificaciones 
constitucionales impuestas en el Acto Institucional nú- 
mero 19 ha cerrado una puerta a una de las soluciones 
constitucionales que pudieran haberse adoptado. De ma.- 
nera, pues, que para el Frente Amplio no existe caduci.- 
dad de estas normas, y, por tanto, aunque no se refiera, 
aunque no se diga expresamente, surge en forma ínsita 
de esta posición política que estas normas tienen que 
ser derogadas en forma expresa, por cuanto mantienen 
una vigencia de carácter permanente si no se adopta 
una decisión concreta al respecto, sea por la vía de la 
Asamblea Constituyente —que estima que está política- 
mente cerrada, por la posición del Partido Colorado— o 
por la de la ley. 


Por lo tanto, existe una contradicción de enorme 
importancia planteada en torno a la interpretación del 
Acto Institucional N* 19 por parte de fuerzas políticas 
que contribuyeron a su apoyo y a su sanción. ; 


Señaló, por último, que la Unión Cívica, a través de 
su Presidente, el señor Humberto Ciganda, ha manifes- 
tado en declaraciones que se han hecho públicas que el 
criterio de su Partido es que debió haberse convocado la 
Asamblea Constituyente y que es necesario un acto ex- 
preso de voluntad, que considera puede implementarse 
en distintos niveles —si es que está cerrada la posibili- 
dad de instalar la Asamblea Constituyente— sea a tra- 
vés del dictado de una ley o de otros medios, como pue- 
de ser el pronunciamiento de la Asamblea General, por 
cuanto subyace en el pensamiento de este dirigente po- 
lítico la consideración —compartida por dirigentes de 
otros partidos políticos— de que el Acto Institucional 
N2 19, más que una validez de carácter jurídico, tiene 
la que emana de una decisión política, respaldada por 
la voluntad de los partidos que le dieron origen. 
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En estas encontradas declaraciones es que se basa, 
señor Presidente, el planteo que el Partido Naciona] trae 
a consideración del Cuerpo y que pasamos, para finalizar 
esta exposición, a resumir. 


Ante todo, el Partido Nacional afirma, señor Presi- 
dente, la vigencia irrestricta de un principio  constitu- 
cional que es una de las bases fundamentales de la na- 
cionalidad y que está expresado en el artículo 4% de 
nuestra Carta Magna, que dice: “La soberanía en toda 
su plenitud existe radicalmente en la Nación, a la com- 
pete el derecho exclusivo de establecer sus leyes, del 
modo que más adelante se expresará”. Es por esto que, 
a nuestro criterio, el Acto Institucional N? 19, un acto 
emergente de la dictadura, no tiene valor constitucional 
de naturaleza alguna y es por esto, también, que, como 
ha afirmado el Presidente del Directorio y el propio Di. 
rectorio, para el Partido Nacional ese Acto es inexisten- 
te y sus hombres no descansarán hasta restablecer la 
verdad constitucional del país, sin la cual no podemos 
seguir construyendo la democracia. 


En segundo término, señor Presidente, el Partido 
Nacional señala que las contradicciones existentes en 
torno a-la interpretación del alcance y permanencia de 
las disposiciones del Acto Institucional N* 19 hacen ne- 
cesario que los partidos políticos esclarezcan sus puntos 
de vista, señalen a través de manifestaciones concretas 
cuál es su posición y expresen su decisión de ratificar 
íntegramente los términos de la Constitución de 1967, 
que regirá en forma única y exclusiva a partir del mo- 
mento en que esta declaración sea dada a luz. Queremos 
saber —y es eso lo que preguntamos— cuál es el punto 
de vista concreto de los partidos que han participado en 
la génesis del Acto Institucional N2 19; cuáles son las 
normas constitucionales que están rigiendo en este mo- 
mento en el país; cuál va a ser la posición de esos par- 
tidos en torno a la eventual aplicación del Acto Institu- 
cional NY 19. pon 


A nosotros nos preocupa, señor Presidente, que el 
Poder Ejecutivo ejercite sin límites de naturaleza algu- 
na las facultades gue la Constitución de 1967 le conce- 
de, por ejemplo, en lo que respecta a la designación de 
los mandos militares y de los oficiales generales de las 
Fuerzas Armadas, sin la interferencia que ha tenido el 
Acto Institucional N?* 19. A nosotros, como hombres del 
Partido Nacional, nos interesa que se esclarezca defini- 
tivamente que no se va a aplicar, no por un acto de con- 
cesión, por una decisión meramente de consideración de 


méritos o de oportunidad, la disposición que establece” 


como poder de emergencia el estado de insurrección y 
la intervención de la justicia militar, porque seria lo 
mismo -——como lo ha señalado en ajustadas palabras nues- 
tro compañero, el señor legislador García Costa, en los 
debates públicos a que ha dado lugar este.acto institu- 
cional y las actitudes de los restantes partidos políticos— 
que decir que habiéndose establecido la pena de muerte 
en la República no tiene importancia su ' modificación, 
porque el país, los jueces y el Poder Judicial no están 
dispuestos a aplicarla a los autores de hechos que deter: 
minen el funcionamiento de la norma. 


No se trata, entonces, de la emisión de un pronós” 
tico en el sentido de que se va a aplicar o no. Nosotros 
no podemos dudar de la voluntad democrática que ani- 
ma al señor Presidente de la República, a los integrantes 
del Poder Ejecutivo, así como a todos y a cada uno de 
los integrantes de esta Asamblea General. No vamos a 
cometer el agravio de decir que hay legisladores o que 
existe una opinión a nivel del partido de gobierno favo- 
rable a aplicar el estado de insurrección, que sabemos 
que si se aplicara, tendría un único destinatario en el 
país: las fuerzas sindicales, los trabajadores. Nosotros, 
señor Presidente, no cometemos ese agravio ni ese error 
de carácter político, pero tampoco podemos validar la 
torpeza que significaría despreocuparnos bajo la prome- 
sa de que los gobernantes no van a aplicar esas normas. 
Esos poderes, esas facultades, son derecho positivo vigen: 
te en la República y, eventualmente, podrían aplicarse 
y de otro modo validar la ingenuidad de que como in- 
tegramos un cuerpo .de hombres de tan excepcional na” 
buraleza y madera que no estamos dispuestos a consen” 


SS 


218—A.G. - 


tir la aplicación de estas normas, quedarnos tranquilos. 
Entonces, para nuestro Partido, el problema de cuál es 
el ámbito material de la Constitución está encarado al 
aspecto de la seguridad jurídica del país, que está afec- 
tando al ciudadano de la calle, Cuando se dice que ésta 
es una temática que al país no le interesa, una temática 
artificial que no tiene importancia frente a la urgencia de 
los problemas económicos y sociales se comete un grave 
error. Sin duda que lo prioritario para nuestro país 
son los problemas económicos y sociales, para los Cua- 
les hay que arbitrar soluciones legislativas. Pero, sin per- 
juicio de esto, existe profunda preocupación a nivel po" 
pular, de la calle, de la gente, sobre todo los que hemos 
vivido este período de once años de dictadura militar, 
en cuanto a tener la seguridad de que este tipo de nor- 
mas' represivas quedarán eliminadas del ámbito de la 
vida nacional. Y este es un gran esfuerzo que debemos 
realizar los hombres que integramos el Parlamento de- 
mocrático, donde debe sellarse un pronunciamiento ma- 
yoritario que diga en forma definitiva que las normas 
vigentes en el orden constitucional de la República no 
son otras que las de la Constitución de 1967. 


En estas breves palabras —por supuesto respetando 
el orden de desarrollo que tendrá el debate— queremos 
dejar planteado claramente cuál es el orden de pronun- 
ciamiento que el: Partido Nacional reclama de los res" 
tantes partidos políticos y señala su voluntad de acom- 
pañar las soluciones que puedan presentarse. Repetimos: 
no nos encérramos diciendo que la declaración que ha- 


cemos llegar a la Mesa estableciendo la inexistencia del- 


Acto Institucional N% 19 sea inconmovible o inmodifica- 
ble. Estamos dispuestos a acompañar otras soluciones que 
puedan presentarse como urna opción y que interpreten 
el consenso desde el punto de vista de la voluntad de 
los legisladores que integramos este Cuerpo para obte- 
ner una declaración que dé tranquilidad al país. 


Nada más. 
.(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor- Presidente: las 
palabras tan oportunas y exactas del señor senador Tour- 
né, me relevarían de formular muchas de las reflexio- 
nes que haré concernientes al punto. Aún así, estimo 
que algunas de ellas pueden ser de interés para esta 
Asamblea. 


Como el señor legislador Tourné ha hecho una lar- 
-£a y muy completa explicitación desde el punto de vis” 
ta jurídico y político, procuraré remitir mis palabras, en 
la medida de lo posible, a un ejercicio de sentido co- 
mún, que a veces es tan difícil encontrar, sobre todo en 


medio de las pasiones en las que nos debatimos, y de- - 


-bemos debatirnos,. los hombres políticos. 


Ante todo, señor Presidente, es evidente ——en esto 
coincidiremos todos— que el Acto Institucional o el De- 
ereto Institucional, como parecería que ahora se deno- 
mina fue un acto ——no diría jurídico— político entera” 
mente anómalo, es decir, contenía novedades y hechos 
muy poco frecuentes en la historia política de este país, 
ni siquiera me atrevo a decir en la historia constitucio- 
nal Este Acto partía de una serie de entendidos y de 
puntos concretos sobre los que legislaba —entre comi- 
llas— en la suposición de que los integrantes de una 
reunión en el Club Naval legislaban para el resto del 
país; unos, porque tenían las armas, y otros, porque com- 
partían los criterios de quienes tenían las armas. Aún 
así el Acto en cuestión remitía a una Asamblea Cons- 
tituyente, y a un plebiscito posterior, un pronunciamien- 
to definitivo. Con la'peculiaridad de que dicho pronun- 
ciamiento no obstaba a que mientras tanto rigieran las 
normas del Acto Institucional N* 19. 


La Asamblea Constituyente y el plebiscito que se 
había determinado, no tendrían efecto suspensivo para 
la marcha de lo acordado y explicitado en el Acta 19. 
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Sin perjuicio de lo referido hace pocos días se suce” 
dieron una serie de acontecimientos que el país conoce. 
Empiezan a aparecer trascendidos en la prensa oral y 
escrita, noticias de trámites sobre el Acta 19.  Inclu- 


so alguna vez se afirmó que la Asamblea Constituyente . 


se reunirá: “Va a ser muy breve; nos juntamos y en unas 
horas despachamos el asunto; se levanta la sesión y 
después se plebiscitará”. Pocos días después, la misma 
tpersona nos dice que la Asamblea Constituyente ni si- 


quiera iba a ser necesaria, Posteriormente aparece el pro-: 


nunciamiento del Partido Colorado —sobre el cual se 
ha referido extensamente el señor legislador Tourné, di- 
secándolo muy acertadamente— que en lo esencial nos 
informa —no estoy hablando del Partido Nacional sino 
del país— que determinadas disposiciones vigentes ado- 
sadas a la Constitución de la República cesan el 28 de 
febrero de 1986. 


No resulta esa afirmación del texto del Acta Institu- 
clonal N* 19, pero tendrán sus razones para haberlo afir- 
mado. En aspecto sustancial se nos avisa que la situa- 
ción normativa queda así establecida. 


Poco después el pronunciamiento del Frente Amplio, 
evidentemente contradictorio con el anterior, donde des- 
pués de un estudio y un análisis de la situación, deja 
de lado la citación de Asamblea Constituyente, pero pi. 
de una ley para derogar el Acta, con lo cual —obvio es 
decirlo— las reformas en ella introducidas son conside- 
radas permanentes para el Frente Amplio. Si es necesa- 
rio derogar, ello significa que hay una permanencia y 
no un plazo hasta el 28 de febrero. 


En este punto las referidas fuerzas políticas no se 
pusieron de acuerdo, como sí lo hicieron en otros aspec- 
tos. El Frente Amplio desea recurrir a la ley, lo cual 
hace que ciertos aspectos que tienen relevancia en las 
instituciones del país, se derogan por vía de ley. Tampo- 
co parece compadecerse este aspecto con los anteceden. 
tes y con la declaración del Partido Colorado. 2 


De esto, señor Presidente, como ciudadano, extraigo 
algunas conclusiones, al igual que puede cualquiera de 
los presentes, del país entero, que siga con relativa o 
con mucha atención estos problemas. En primer lugar, 
que la Constitución que nos rige no es sólo la de 1967, 
sino que tiene agregados. En esto estaremos todos de 
acuerdo, porque los han utilizado. El país tiene algo más 
que lo votado en el plebiscito de 1966, que se transfor- 
mó en una Constitución a partir de 1967. Esto no es un 
tema baladí para nadie.Las disposiciones constituciona- 
les son el marco en el cual se inscriben todos nuestros 
derechos, deberes, garantías e instituciones. Por otra 
parte, los agregados constitucionales tienen la peculiari- 
dad de que su duración se desconoce. Para el Partido 
Colorado sería hasta el 28 de febrero y, para el Frente 
Amplio, hasta que se apruebe una ley. Hay una gran in- 
cógnita que es la posición de la Unión Cívica, cuyo 
planteamiento no se deduce exactamente, puesto que di. 
ce: “Debió haberse hecho por Asamblea Constituyente”. 
El Partido Laborista no habla. Y sabemos que las Fuer- 
zas Armadas —no lo sabemos por ningún chisme sino 
por haber sido publicado, entre otros, por el diario “El 
Día” de hoy— fueron consultadas sobre esto. Sería de 
sumo interés que las personas vinculadas a esta trami- 
tación también informaran sobre cuál es la posición que, 
en materia del término de integración de esas normas 
a la Constitución de la República, tienen las Fuerzas 
Armadas que, en flagrante violación de todas las nor- 
mas que tradicionalmente regían en el país mientras hu- 
bo democracia, han sido consultadas por un trámite ex- 
clusivamente político. Á menos que el diario “El Día” 


de hoy mienta, expresa que el señor Presidente de la - 


República, luego de hablar con todos los partidos que 
contribuyeron al pacto, informó al Jefe de la Fuerza Aé. 
rea y al de la Marina, aclarándose que el del Ejército 
fue sustituidó por razones de enfermedad. Les informó 
—y Supongo que no será meramente una información al 
solo efecto de recibirla porque para eso les compra el 
diario o les invita a que oigan la radio-— al requerir su 
opinión, A 

En uno de sus párrafos la declaración del Partido 
Colorado, dice que el Partido Colorado es un partido 
que cumple su palabra. Y lo entiendo. Si hicieron un 
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pacto en el Club Naval no lo van a cambiar sólo por 
inspiración de una sola de las partes, sino con el con- 
sentimiento —diría necesario inclusive— de la otra par- 
te, porque los contratos no son unilaterales, ya que tie- 
nen otra parte que está tan interesada como la primera 
y a la que se le debe la consideración necesaria. 


Tenemos hasta acá algunas referencias muy obvias y 
definiciones muy concretas, pero de ellas conviene extraer 
algunas consecuencias. Si lo único que está vigente en este 


* país es la Constitución de 1967 —porque es la única que 


votó el pueblo— vale la pena lo que el Partido Nacional 
va a proponer y que acaba de expresar a través del se- 
ñor legislador Tourné: que para evitar conflictos, se de” 
clare por esta Asamblea General — será. sorprendente 
para alguien— que en la República Oriental del Uru- 
guay rige sólo la Constitución que se dan los orientales, 
sin tener para ello que llegar a acuerdos con las Fuer- 
zas Armadas del país. Si así no fuera, bueno es que se 
diga en este Cuerpo y se dé a conocer en forma muy 
clara. 


Sé que ante estas reflexiones inmediatamente se nos 
dice, ya lo hemos oído, —y quiero adelantarme— lo si- 
guiente: “Gracias al Acta N? 19 votaron; gracias al Acta 
hubo elecciones; gracias a nuestro pacto ustedes están 
sentados en estas bancas y el país tiene el restableci- 
miento constitucional”. ¡Vaya si lo he oído! Pero este 
argumento es altamente peligroso. En primer lugar, por- 
que implica olvidarse de una cosa: que lo único consti- 
tucional del Acta N* 19 es lo relativo a elecciones, Son 
las únicas de todas sus disposiciones en las que no se 
modifica la Constitución de la República. Los integrantes 
de la Asamblea pueden leerlo. Lo único en que no se mo- 
difica ja Constitución de la República es en lo que es- 
tablece en cuanto a elecciones, ya sea en cuanto a con- 
vocatoria, a fecha electoral y demás aspectos. 


Además, señor Presidente, en cuanto a esta argumen- 
tación, hay otra consideración que me asombra. Es el 
hecho de que los representantes del pueblo oriental digan 
que, gracias a haber llegado a un acuerdo con las Fuer- 
zas Armadas, es posible para los uruguayos ejercer el 
elemental derecho a decidir su propio destino. Yo admito 
cualquier argumento, pero desdé el punto de vista his- 
tórico, desde el punto de vista de la ética política, decir 
que hemos votado porque nos lo permitió la gente ar- 
mada, gente con la cual nos sentamos a hablar, es un 
argumento rebajante para el pueblo uruguayo. Lo único 
que se hizo fue cumplir con un destino histórico y na- 
tural de este pueblo, que es el de elegir a sus gobernan- 
tes. Se hizo ocho años después de lo que correspondía, 
pero no vengan a arrojármelo a la cara como diciéndo- 
me: “Ahí tiene el pueblo uruguayo el regalo que noso- 
tros le hacemos con el consentimiento generoso de las 
Fuerzas Armadas del Uruguay”. Porque tengo la seguri- 
dad de que no es eso lo que se piensa, ni lo que se desea 
como sistema. 


Por otra parte, a este sistema de agregar cosas a la 
Constitución —alegando que había que votar, porque aho- 
ra entramos en democracia— hay que cuidarlo mucho. 


Está aquella vieja historia del aprendiz de brujo. Hoy 
nos dicen: “¡Recuperáiste vuestras libertades!”, “Pudieron 
votar gracias a ese acuerdo que a algunos no les sirvió 
y a otros sí pero que, en definitiva, permitió que el país 
caminara”. Yo afirmo una cosa muy clara, que la com- 
partirán: ¡cuidado con el aprendiz de brujo! 


¿Están de acuerdo en que para modificar la Consti- 
tución de la República alcanza con que se junten los 
comandantes en jefe de las tres armas con algunos par- 
tidos políticos? ¿Es eso suficiente para quienes recono- 
cen que hay un aditamento a la Constitución de la Re” 


pública? 


Si eso es así —y lo digo en. tono de pregunta aunque 
aquí hay mucha gente inteligente que sabe cuál es la 
respuesta y la lección del aprendiz de brujo— si mañana 
se juntan tres comandantes en jefe con dos, tres o cua- 
tro organizaciones políticas o seudopolíticas y adoptan 
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para este país otra forma de gobierno que la democrá- 
tica, ¿qué hacen quienes sostienen que es posible modi- 
ficar la Constitución mediante ese sistema?: decir que 
esa Constitución es mala, porque por ejemplo entre. otras 
cosas procede a disolver el Parlamento, porque hace el 
Estado corporativo y disuelve el Parlamento, Natural- 
mente, me dirán: “¡Vio qué error poner el Estado cor- 
porativo en el país!”, pero no podrán decir “¡qué ilegi- 
timo!”. “Porque lo que tu hiciste era eso, y tú dijiste 
que eso era válido y a tí te sirvió cuando pusiste un acta 
constitucional que aparentemente te servía”. “Ahora aca- 
bamos de hacer otra que crea el Estado corporativo”. 


¿Qué diferencia de criterios hay? ¿Qué sentido tiene? 
¿Que el fin justifica los medios? Como queríamos llegar, 
pagábamos cualquier peaje, inclusive el de introducir en 
la tradición nacional algo que jamas estuvo en ella: que 
los pactos entre los militares y algunos dirigentes polí- 
ticos modificaban la Constitución de la República. 


(Apoyados) 


—Ya no me preocupa el Acta 19; me preocupa el 
futuro del país con ese precedente. Todavía se nos dice 
en la declaración de algún partido: “Y esto fue refren- 
dado por el pueblo”. Lo que se pretende que fue refren- 
dado fue el sistema. ¡El sistema fue aceptado, señor Pre- 
sidente, para quienes hicieron esa declaración! 

Lo dramáticamente peligroso del Acta Institucional 
N9 19, más allá de todo lo que dice, es que se ha acep- 
tado que 10s comandantes en jefe, los hombres de las 
armas en este país, puestos en conversación con grupos 
políticos que serán mayoritarios o minoritarios porque la 
defensa de los legítimos intereses no se hace por nú- 
mero —la democracia no es un sistema por e] cual mi 
derecho, porque soy uno solo, puede ser mancillado por 
los otros 2:999.000 habitantes— ha abierto un tauce, que 
nunca existió en el país. El Uruguay ha tenido golpes 
de Estado; hay quien se ha llevado la Constitución por 
delante; ha tenido militarismos, lo único que nunca tuvo 
de recibo por colectividades políticas históricas e impor- 
tantes es que se puede cambiar la Constitución de la 


. República simplemente por un acuerdo con los jefes mi- 


litares. 


Dios quiera, señor Presidente, que no reeditemos la 
historia del aprendiz de brujo y dentro de algún tiempo 
—y no va a ser a nosotros, pero sí al país y a las demás 
colectividades políticas— le digan: “Vengo a aplicar el 
sistema que ustedes legalizaron; vengo a aplicar el sis- 
tema que ustedes convalidaron; vengo a poner en mar- 
cha esa particular forma de modificar nada menos que 
la Constitución de la República”. A 


Señor Presidente: no quiero insistir más porque creo 
que lo demás ha sido dicho por el señor senador Tour- 
né; pero sí reitero que lo que precisamos aquí no es que 
e] Partido Nacional sepa a qué atenerse, Lo que le pedi. 


- mos a la Asamblea General es que le diga al país a qué 


se debe atener en materia de la Constitución de la Re- 
pública. ¿Es la de 1967? ¿Es la de 1967 más los adita- 
mentos que arreglaron con los jefes militares. Si es la de 
1967 más los aditamentos, ¿cesa el 28 de febrero? ¿Es 
necesario una Asamblea Constituyente, un plebiscito pa- 
ra hacerla cesar? ¿Se deroga por ley? Si no se deroga, 
¿continúa? 


¿Cuál es mi derecho? No digo el del senador que ha- 
bla ni del integrante del Partido Nacional, sino el del 
ciudadano, el del habitante del país. ¿Cuál es? ¿Sé cuá- 
les son mis derechos? ¿Alguien lo tiene hoy claro en este 
ámbito? ¿Y alguien, por tanto, lo puede poner en claro 
en el ámbito total del país? ¿Cuál es el alcance de nues- 
tras instituciones? 


Ya lo decía muy claramente el señor senador Tour- 
né. Además, no se nos puede hacer el argumento irri- 
sorio —no digo infantil por no calificarlo demasiado des” 
dorosamente— realmente irrisorio de “No se preocupen; 
el Acta fue un arreglo que hicimos con los militares. pero 
no la vamos a aplicar”, Señor Presidente, estamos ha- 
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blando en tema que representa la soberanía del país. No 
me hagan el argumento de que va a ser así porque se nos 
eompromete, porque queda en nuestras manos, porque 
somos muy demócratas. Eso no es válido. Hay que en- 
contrar una salida real y definitiva. ¿Cuál es nuestra 
salida? Es muy clara: nosotros nos apegamos a la tradi" 
ción y a la realidad del país. ¿Cuál es la tradición y 
cuál es la realidad?: que este país tiene una sola Cons" 
titución que es la aprobada en el Plebiscito de 1966 e 
incrustada en 1967. — 


Si otra cosa se piensa en esta Asamblea General, la 
oiremos seguramente hoy y al país le gustará o no, se 
entusiasmará con la solución o la denostará, pero va a 
saber en qué estamos en cuanto a nuestras instituciones. 


Ese es el gran objetivo del planteamiento del Partido 
Nacional. M 


Nada” más, señor Presidente. 
(¡Muy bien! Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: realmente, se trata de un debate de características 
muy particulares al que es necesario entrar con toda 
la serenidad y la objetividad que el tema exige. 


En primer lugar, no perdiendo de vista —como pien- 
so no lo hace ninguna de las fuerzas políticas aquí pre- 
sentes— el conjunto de circunstancias particulares que 
está viviendo el país. Nadie ignora y nadie ha olvidado 
de qué venimos, por lo que hemos pasado, ante qué gen- 
tes y qué concepciones hemos tenido que enfrentarnos, Y 

«no hay análisis ni siquiera medianamente válido de la 
realidad nacional que intente saltearse o minimizar las 
dolorosísimas cireunstancias que el país ha tenido que 
afrontar durante toda una úáécada. Esto, naturalmente, 
nos incluye a los representantes de todas las fuerzas po” 
fíticas sin excepción, en grado mayor o menor, pero a 
todos. 


Naturalmente, como se tratan temas institucionales 


y se consideran y discuten actitudes políticas, no pode" 
mos prescindir de tener presente quiénes son los que 
protagonizan esta discusión, 


He escuchado en el día de hoy, por ejemplo, al señor 
legislador García Costa hacer referencias y planteos acer” 
ca de la valoración que en el orden institucional le dan 
las diversas fuerzas políticas -a la discusión con repre” 
- sentantes de las Fuerzas Armadas, incluso en la vigencia 

de la dictadura, No puedo olvidar —y sé que el señor 
legislador García Costa no lo olvida— que en algunos 
de los períodos más amargos de esa dictadura, muchas 
veces él en representación de su organización política y 

“ yo de la mía, estuvimos reunidos en su despacho exami- 
nando y considerando las formas más eficaces posibles de 
enfrentar aquella dictadura para destruirla. En conse” 
cuencia, de lo que se trata aquí es de organizaciones polí- 
ticas que hicieron, en determinada coyuntura, una valo” 
ración diferente, pero ninguna de las cuales, seguramen” 
te, cejó en lo más mínimo en la defensa más ahincada 
e intransigente del orden institucional del país, 


Agrego, además, que cuando nosotros consideramos la 
realidad jurídica y política, tan indisolublemente entre” 
lazadas en el tema que analizamos hoy, no podemos me- 
nos que valorar las circunstancias en que se llegó a las 
conversaciones políticas desarrolladas en el Club Naval y 
a los elementos contenidos en el Acto Institucional N? 
19. Una cosa es —y perdóneseme la digresión depor” 
tiva— bajar a la cancha con la tribuna a favor ——+e5 
cierto— pero con el juez y los líneas en contra, admi. 
tiendo todas las violaciones imaginables y cobrando siem" 
pre contra nosotros; y otra cosa es instalarse cómoda" 
mente en la tribuna a discutir, examinar y calificar las 
tácticas que entre puntapiés, atropellos y empujones se 
deben aplicar en la cancha, en el pasto, corriendo todos 
los riesgos que esto representa. ¡Cuántos somos directo” 
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res técnicos en la tribuna y cuán pocos lo son en la rea- 
lidad de los duros enfrentamientos! Este es un hecno 
que tampoco podemos dejar de costado. Y si en 1984 
hubo —i¡claro que sí!— confrontaciones y discusiones en 
procura de salidas hacia un orden institucional, no fue- 
ron las únicas ni las primeras. Las hubo en 1982, hubo 
conversaciones en el Parque Hotel y con militares que 
eran tan duros como los de 1984 y tan componentes de 
la dictadura como los de ese año. Y las proposiciones 
que pudimos examinar estaban más próxima a lo que 
sostenía la dictadura que aquélias que surgieron de 1984. 


_ SEÑOR FERREIRA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? Si 


Ea SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Sí, señor legis” 
or. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: a los solos 
efectos de que el señor legislador Rodríguez Camusso no 
ti el hilo de su exposición, le deseo hacer una con” 
sulta. 


Como el señor legislador en sus expresiones pareció 
hacer referencia a que todos habían hecho su aporte de 
acuerdo con su mejor leal saber y entender para la re” 
conquista democrática, y después parecerían ser que en” 


- tró en el campo de lo metafórico, desearía saber -—y 


creo que es una aclaración legítima— si la metáfora .de- 
bería interpretarse como que el Partido Nacional vio des” 
de la tribuna la lucha por la reconquista de la demo- 
cracia en nuestro país. És una consulta para aclarar el 
alcance de la metáfora, porque podría traducirse en un: 
alusión política. ; : 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — La pregunta está 
contestada por la propia referencia del señor legislador. 
Hemos empezado estableciendo que a lo largo de mu- 
chos años —algunos en la clandestinidad, otros en el exi" 
lio, mientras otros compañeros padecían en las cárce” 
les-— hemos enfrentado la dictadura con los.mejores ele- 
mentos que tuvimos a nuestro alcance. Lo hicimos todos. 
Lo que ocurre es que hubo una instancia, una coyuntura 
concreta a la cual algunos llegamos y otros no. ¿Porque 
fueran menos partidarios de volver a la institucionali- 
dad? No. ¿Porque discreparon con aquel procedimiento 
O porque se negaron a hablar con los militares? No. Ha- 
blaron y lo hicieron muchas veces y no les estamos ahora 
censurando que lo hayan hecho, 


Cuando en 1983 se fue a las conversaciones del Par- 
que Hotel nosotros, en nombre del Frente Amplio —jun- 
to con otros compañeros— les hicimos saber a los dirl- 
gentes del Partido Colorado, del Partido Nacional y de 
la Unión Cívica nuestro punto de vista. Reclamábamos 
que no se nos marginara; denunciábamos la absoluta, 
arbitrariedad de la pretensión de desconocer la existen- 
cla real del Frente Amplio en el país y apoyábamos la 
lucha, por las reivindicaciones democráticas para que se 
pudieran llevar adelante. Teníamos a nuestro Presidente 
preso, teníamos miles de presos. Estábamos en la clan- 
destinidad más absoluta; no habíamos podido participar 
en las elecciones internas de 1982, salvo votando en blan- 
co y en condiciones. que son por todos conocidas. Sin em- 
bargo, adoptamos la misma actitud que tuvimos después 
en 1984. Tengo aquí —y puedo, inclusive, dar lectura a 
algunos de esos párrafos— la declaración que el Partido 
Nacional formuló cuando llegó el 13 de mayo de 1983 a 
las conversaciones del Parque Hotel, precisando los tér- 
minos con los que llegaba a aquellas conversaciones por 
considerar que constituían un mandato de la ciudadanía 
y que tenía la obligación de enfrentar procurando resol- 
ver el orden institucional. Como el Partido Colorado y 
la Unión Cívica lo hicieron en 1983 entendiendo —con 
acierto o con error_— que ello servía en el tránsito hacia 
la democracia. Y de la misma manera en 1984 -—con 
acierto o con error— el Frente Amplio, el Partido Colo- 
rado y la Unión Cívica lo hicieron entendiendo que tam- 
bién servían a la democracia, y el Partido Nacional se 
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abstuvo por entender que aquello no era un tránsito ha- 
cía la democracia. Son concepciones distintas sobre una 
coyuntura política concreta que, desde nuestro punto de 
vista, no invalidan en modo alguno el legítimo derecho 
de cada una de las cuatro fuerzas políticas a sustentar 
su condición integralmente afirmada en defensa de] or- 
den institucional y de la democracia en la República. 


SEÑOR FERREIRA. — ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Con mucho gus” 
to, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: aclarado el 
alcance de la metáfora, quería señalar que, en primer 
lugar, bien dice el señor legislador Rodríguez Camusso 
que contra la dictadura algunos luchamos desde la clan- 
destinidad, otros desde la cárcel, otros desde el exilio y, 
en lo que me es personal, me tocó ocupar estas tres trin- 
cheras, Como el mismo le adjudica voluntad de lucha a 
todos, hay que agregar otra categoría: los que lucharon 
desde su domicilio particular, quienes supongo, también 
habrán querido hacer un aporte a la reconstrucción de- 
mocrática. 


Pero el alcance del término “desde la tribuna” —he- 
cha la aclaración metafórica — me llama la atención, 
porque el señor legislador Rodríguez Camusso circuns- 
cribe.esa imagen a un episodio concreto en la vida del 
país. Parecería que nuestro Partido, de acuerdo con el 
alcance de la metáfora que explica el señor legislador, 
estuvo “en el pasto” hasta el Club Naval y en el momento 
del Club Naval se fue a la tribuna y dejó de jugar. Si 
fuera así, se trataría de una tribuna un poco curiosa, 
porque le recuerdo al señor legislador Rodríguez Camu- 
sso que en ese momento nuestro líder era €el único can” 
didato presidencial que estaba preso, 


Muchas gracias. Ñ 
SEÑOR RIOS (Dn. Héctor L.). — ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Sí, señor legis- 
lador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RIOS (don Héctor L.). — En su exposición 
el señor legislador Tourné, inicialmente decía que de lo 
que se trata es fundamentalmente de esclarecer cuál es 
la normativa institucional que tiene la República Orien- 
tal del Uruguay. El problema es el Acto Institucional 
N? 19. ; 


Naturalmente, es verdad que el Partido Nacional acu- 
dió a las conversaciones en el Parque Hotel en 1983; pero 
lo que destacamos nosotros es que de ninguna manera 
el Partido Nacional concibió que se pudiera usurpar al 
Cuerpo constituyente el derecho exclusivo y excluyente 
a modificar la Carta constitucional del país. Este es un 
principio que arranca desde los albores de la independen- 
cia, en términos irrestrictos. 


El 6 de mayo de 1984, el Directorio del Partido Na- 
cional reunido en la ciudad de Buenos Aires, con Wilson 
Ferreira Aldunate, resolvió procurar un consenso político 
multipartidario para plebiscitar, usando uno de los me- 
canismos del artículo 331 de la Constitución, un proyecto 
de reforma constituciona, que aseguraría elecciones sin 
proscriptos; amnistía por presos por sus ideas, etcétera. 
Participé en diversos contactos con políticos, dirigentes 
de primera plana de los distintos sectores del espectro 
político nacional, como lo hicieron otros dirigentes de 
mi partido. Fracasó el intento de procurar una nota con- 
certada en torno a un mismo proyecto y, entonces, el 
Partido Nacional asumió por sí la representación de la 
resistencia. popular, a través de la idea de proyectar -——Co- 
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mo se hizo— una reforma constitucional. Se la somete- 
ría a plebiscito porque es el pueblo y solamente él -—-el 
cuerpo constituyente— quien puede alterar las fórmulas 
y los términos de la Constitución de la República. Quisi- 
mos presentarlo y en quince días juntamos 600.000 fir- 
mas. Los partidos que luego resultaron ser los acuerdis” 
tas del Club Naval instaron vehemente a los militares 
a que asumieran por sí y ante sí la función constituyente 
y así se dictó el Acto Institucional N* 15, de] 23 de mayo 
de 1984, arrogándose en forma totalmente antijurídica y 
antiética la dictadura militar el derecho a vulnerar aquel 
principio sagrado de que sólo el Cuerpo constituyente 
puede modificar la Constitución de la República. - Así se 
dictó el Acto Institucional N?% 15 que derogó incorrecta” 
mente el artículo 331 e impidió en forma abusiva la rea- 
lización de aquel plebiscito, en una medida propia de 
un gobierno autoritario que solamente tiene, como única 
razón, el uso de las armas; después, incluso, de aquella 
proclama, aquella carta a la ciudadanía librad el 22 de 
mayo por la multipartidaria comprometiéndose a actuar 
todos los sectores políticos en forma concertada en de- 
fensa de la democracia, por elecciones sin exclusiones ni 
proscriptos, diciendo que no podía condicionarse de nin- 
guna manera la realización de elecciones a pacto o acuer- 
do alguno con las fuerzas militares y que de ninguna 
manera se permitiría modificar la Constitución sino por 
la vía de la ratificación popular. 


Eso se dijo el 22 de mayo; el 27 de junio estaba con" 
vocada toda la ciudadanía, todos los sectores políticos. y 
sociales a expresar su arraigo a la fe democrática en la 
lucha por restaurar el estado de derecho democrático re- 
publicano, en la lucha por elecciones sin proscriptos, sin 
condiciones y sin exclusiones. El día anterior, justamente 
el 26 de junio, pese a los denodados esfuerzos que rea- 
lizaron dirigentes del Partido Nacional para que, por lo 
menos, postergaran esto y no deslucieran ese acto po- 
pular tan expresivo, resolvieron acordar con los milita- 
res, recordándoles a los militares, que no tenían la fun" 
ción constituyente, que ocho civiles con tres funcionarios 
públicos podían modificar la Constitución. ¿Qué apoyo 
ético y jurídico tiene ésto? ¿Cómo se puede sostener que 
once personas físicas puedan alterar lo que es una trayec- 
toria histórica? 


Lo más digno que tiene el pueblo uruguayo es su con- 
ducción política en cuanto a reconocer —-como recordaba 
el señor legislador Tourné— que según el artículo 4% dice 
que la soberanía radica en la nación y el artículo 331 de 
la misma Carta Magna establece los únicos y excluyen" 
tes procedimientos por los cuales -puede alterarse el te- 
nor de la Constitución de la República, 


Este es el tema. El gobierno militar, a instancias O 
por invitación de esos sectores acuerdistas —-porque en 
el año 1980 ese mismo gobierno militar entendió que sólo 
mediante la ratificación plebiscitaria podía alterarse la 
Constitución de la República— 'asumiendo incorrecta e in- 
debidamente la función constituyente, impuso el Acto 19, 
que es justamente el tema que hoy discutimos. Porque 
es incorrecto, antijurídico, antiético y antihistórico, noso- 
tros negamos absolutamente su validez jurídica. 


Muchas gracias por la interrupción. 
(Aplausos en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa. en uso de la pa- 
labra el señor legislador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
una enorme distancia va de los discursos —incluso bien 
dichos— a los hechos reales. ¿Qué es lo que está aquí 
en juego? ¿Es el hecho de que once personas se reúnan 
a hacer una Constitución? No. Lo que estuvo en Juego 
fue pasar de la dictadura —;¡y qué dictadura! — a la de- 
mocracia y a la libertad. Lo que estuvo en juego fue pa- 
sar de aquellos antros que nos describiera lúcidamente 
el señor legislador Araújo, días pasados, de Jas colgadas 
de los submarinos, de los desaparecidos, de los crimenes, 
de la prensa censurada y de aquel mal remedo de Par- 
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lamento que nos ofendía reuniéndose en esta Casa, 2 
esto. Lo que se logró fue pasar de aquello a esto. No fue 
hacer una Constitución que no fue rehecha ni material- 
mente modificada; fue obtener con realismo, y sin dejar 
ninguna prenda del apero en el camino, la transforma- 
ción hacia esta libertad que hoy tenemos, hacia este Par- 
lamento, hacia este Poder Ejecutivo democrático, hacia 
esta justicia libre y hacia esta prensa libre. No era con 
discursos ni con fórmulas químicas o invocaciones lite” 
rarias que se iba a conseguir, sino que se logró con una 
táctica política paciente y sabiamente llevada adelante. 
Primero Con movilización, poniendo multitudes en la ca” 
lle, concientizadas y pacíficas, pero multitudes que mos- 
traran la fuerza de un pueblo que estaba dispuesto a en- 
frentar a la dictadura; luego procurando concertaciones 
lo más amplias posibles en todos los niveles imaginables 
para lograr acrecentar y acumular las fuerzas necesarias 
y, finalmente, llegando al plano de la negociación, de 
una negociación decorosa, que representó el tránsito efec" 
tivo hacia la libertad. Fue una negociación que al día 


de hoy permite que nosotros estemos viviendo en un cli- : 


ma qué, incluso los más adversarios de las orientacio” 
nes económicas y sociales del actual gobierno, tenemos 
que reconocer que en todo lo fundamental es un Clima 
de democracia, de libertad. Y esto vale más que todos los 
discursos de Cualquier contenido que puedan lanzarse 
contra lo que se hizo en el Club Naval. 


(Aplausos en la Barra. — Campana de orden) 


: —Yo digo, señor Presidente, que nosotros en el Frente 
Amplio, como todas las fuerzas y como todas las perso” 
nas, no tenemos el patrimonio de la verdad, si es que en 
algún terreno alguna verdad absoluta existe. Pero sí afir- 
mamos la consecuencia más estricta en todas nuestras 
definiciones y en todos nuestros procedimientos. 


Apenas el 15 de agosto se lanzó uno de tantos de- 
cretos liberticidas, el 19 de agosto el Frente Amplio reco” 
rre una por una a todas las fuerzas políticas democrá” 
ticas y a todas las fuerzas sociales democráticas, invi" 
tando a la concertación más amplia y a la suma'del es” 
fuerzo de todos contra la dictadura. En todo momento 
—hay una sucesión de documentos que lo prueban— man- 
tuvimos una línea inquebrantable en este aspecto. 


Caminamos hacia la democracia, caminamos hacia la 
libertad, y cuando llegó la hora de las definiciones pre- 
cisas a que refiere el Acto N? 19, ¿qué resuelve el Frente 
Amplio? En la noche del 6 de agosto de 1984, tengo aqui 
su resolución oficial, establece: “Oído el informe de los 
delegados del Frente Amplio en las negociaciones con las 
Fuerzgs Armadas y luego de su examen por todas las 
organizaciones políticas que lo integran, el Plenario Na- 
cional del Frente Amplio declara que aprueba el acuerdo 
sometido a su consideración como base de tránsito insti” 
tucional del gobierno de facto al gobierno democrático”. 


Nosotros aprobamos elementos fundamentales conte- 
nidos en esta decisión que representaba la base del trán” 
sito de un régimen de dictadura a un Tégimen democrá- 
tico. Tan es ello así que 'el Acto N* 19 fue emitido por 
la dictadura, y no firmado por los partidos políticos. 


Pero además, en sesión del 4 de octubre, al comen- 
zar la campaña electoral, dimos una definición que hici- 
. mos conocer a todo el país, por la cual afirmábamos, pri- 
mero, que si el Frente Amplio era gobierno, nunca apli- 
caría las disposiciones del Acto N? 19 que pretenden mo- 
dificar la Constitución; segundo: si no éramos gobierno, 
nos opondríamos a cualquier intento de aplicar cualquie- 
ra de esas disposiciones y, además, iriamos a la Conven- 
ción Constituyente y al plebiscito para anularlas defi- 
nitivamente. 


Nunca hemos admitido que se pueda modificar la 
Constitución por una vía que no sea la que prevé la pro” 
pia Constitución y con estricta participación popular. Tan 
es ello así que nosotros, hasta este momento, habíamos 
estado dispuestos a ir a la Convención Nacional Consti- 
tuyente para sostener la anulación de las disposiciones 
de este Acto que intenta reformar la Constitución y, na: 
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turalmente, a votar en ese sentido en el plebiscito, Cuan- 
do nos encontramos con una realidad política; hasta po- 
cos días antes no prevista, que determinaba la imposi- 
bilidad material de que la Constituyente funcionara y de 
que el plebiscito se efectuase, estuvimos, entonces sí, ante 
una situación de indefinición institucional que no tenía- 
mos prevista. Y aprovecho la oportunidad para subrayar, 
que también en este caso, con acierto o con error, el Fren- 
te Amplio actuó con ética absolutamente inatacable, por- 
que si de alguna manera se puede sostener que no remi- 
tirse a la fecha del 1% de marzo representa un descono- 
cimiento- de acuerdos, con el mismo criterio nosotros te- 
nemos igual derecho a sostener que no aplicar lo que 
dice el Acto sobre la convocatoria de la Constituyente y 
la realización del plebiscito, implicaría también un desco- 
nocimiento y una violación ética de aquellos acuerdos. 
Nosotros no creemos que haya violación ética en un caso 
ni en el otro. Con lo que nos encontramos ahora —ele- 
mento que no teníamos previsto hasta pocos días atrás— 
es con el hecho de que la no aplicación de este Acto, 
elemento para nosotros absolutamente fundamental, de- 
pende de la Convención del Partido Colorado, que noso- 
tros obviamente no integramos, de cuyas decisiones no 
tomamos ni tomaremos, como es natural, ninguna parte 
y, en consecuencia, ¿quién nos puede asegurar que dentro 
de un mes o de dos, o de diez días, esa Convención cam. 
bie de opinión? 


_ En modo alguno, la resolución de una Convención 
política, respetable, naturalmente, como todas las :Con- 
venciones políticas, puede determinar, desde nuestro pun- 
to de vista, la realidad institucional del país. 


Y para quienes argumentan en tono tan tremendo 
acerca de los once ciudadanos que modificaron la Cons- 
titución, que se abrogaron el derecho de modificar la Cons” 
titución, cabe preguntarse: si el Parlamento funciona 
desde el 15 de febrero y el gobierno entero funciona des- 
de el 1% de marzo, ¿por qué esperamos hasta julio? ¿Por 
qué no entramos el 15 de febrero empujando la puerta 
y reclamando a voz en cuello: “Hay que barrer el Acto 
N? 19, hay que declarar que no existe?” ¿Por qué res- 
piramos con tranquilidad dos semanas de febrero, todo 
marzo, todo abril, todo mayo y todo junio? ¿Y si el Acto 
19, en lugar de convocar a la Constituyente para el 1% 
de julio, lo hubiera hecho para el 1% de octubre, esta 
inquietud espasmódica saltaba el 19 de octubre? 


Entonces, pienos que lo primero que corresponde es 
situar el tema en el plano justo, en el plano lógico. Nin” 
guna fuerza política del país, ninguna, está de acuerdo 
ni lo ha estado con que la reforma de la Constitución 
se pueda operar a espaldas del pueblo. Además, el Frente 
Amplio ha dicho con total claridad ahora, que sabemos 
que no va a haber convocatoria a la Convención Nacio- 
nal Constituyente, que es reformista; el Frente Amplio 
quiere la reforma de la Constitución; el Frente Amplio 
tiene ideas precisas a este respecto; está dispuesto a dis” 
cutir y a examinar con todas las fuerzas políticas del 
país una reforma constitucional que modifique sistemas 
electorales y que profundice concepciones socio-económi- 
cas que se encuentran en la Constitución que está vigente. 


Pero para el Frente Amplio es una definición de prin- 
cipios absolutamente inmodificable la de que esas refor- 
mas a la Constitución sólo podrán contar con su parti- 
cipación en el marco de una de las previsiones del ar- 
tículo 331. Eso lo hemos dicho también con total clari- 
dad; se esté o no de acuerdo con nosotros, ése es nues- 
tro punto de vista. 


De manera que, nosotros, que hemos estado dispues- 
tos a ir a la Convención Constituyente, que hemos estado 
dispuestos a ir al plebiscito, que admitimos —lo recono" 
cemos— un conjunto de razones por las cuales hay mo" 
tivos para que no sea estrictamente oportuna la convo” 
catoria de la Constituyente y que el plebiscito plantearía 
una cantidad de dificultades materiales de'diverso or- 
den; nosotros, que tenemos la preocupación por la mon” 
taña de problemas que están delante nuestro y la enor- 
me responsabilidad de nuestro Parlamento; nosotros, que 
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estamos angustiados porque después que en la Concer- 
tación y en la”"Cámara de Diputados hubo acuerdo, no 
hay manera de que el Senado entienda que existe nece- 
sidad urgente de resolver el tema de los alquilres; noso- 
tros, que estamos angustiados por la demora en resol- 
verse el tema de las Comisiones Investigadoras y sus 
competencias; por lo que demora en activarse la reposi- 
ción de los destituidos; que estamos enormemente preo- 
cupados por lo que entendemos es la falta de solución 
y de línea calara para saber cómo el país va a enfrentar 
al Fondo Monetario Internacional, cómo va a resolver el 
tema del endeudamiento interno, cómo vamos a reorga- 
nizar el Banco de Previsión Social, qué medidas reales 
hay para reactivar la economía, nosotros, en medio de 
todo ese cúmulo de problemas, consideramos que hay 
que arbitrar soluciones para que rápidamente salgamos 
de la indefinición institucional que ahora se nos plantea. 


La fórmula del Frente Amplio es propiciar una Co- 
misión de la Asamblea General en la que estén presentes 
todos los partidos políticos. Eso lo hemos hablado con 
legisladores de todas las fuerzas políticas que tienen re- 
presentación en el Parlamento. Aspiramos a una solución 
concertada, que no represente el triunfo ocasional de la 
tesis del Partido Colorado, del Partido Nacional, del Fren- 
te Amplio o de la Unión Cívica; que dé una respuesta 
patriótica al país, que le muestre que aquí todos los par- 
tidos políticos estamos capacitados para resolver rápida- 
mente las dudas y problemas que plantea la aplicación 
o no de lo contenido en el Acto N? 19. - 


Esta es la posición de nuestro Frente Amplio, que 
mantenemos con absoluta certeza, ya que ha sido inalte- 
rablemente fiel a su concepción republicana y democrá- 


«tica y ha luchado en defensa del retorno a las liberta- | 


des. No fuimos los únicos, pero estuvimos el 9 de junio 
de 1973, no en nuestras casas, sino en la calle; allí estu- 
vimos, al lado de todo el estado mayor del Frente Am- 
plio y de un pueblo admirable, compuesto por gente de 
diversas tendencias y de varios partidos. Desde entonces 
nosotros no cesamos nunca de luchar para que volviera 
la libertad. 


. SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — ¡Todos los par- 
tidos! S : 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Por supuesto. 


¡Y precio muy caro por cierto pagó el Frente Amplio 
por ello! Por eso, señor Presidente, con ética, con conse” 
cuencia, con firmeza en la defensa de nuestros princi- 
pios, una vez más nosotros, que salimos a la calle siem- 
pre; nosotros, que procuramos concertar siempre, inclu- 
sive en las condiciones más difíciles, volvemos hoy a de- 
cir: afirmemos definitivamente la libertad; borremos to- 
do lo que vaya quedando como rémora de la dictadura; 
liquidemos esto que resta del Acto N% 19; convengámoslo 
entre las fuerzas políticas que hoy son las únicas que 
cuentan y las únicas que opinan. Nosotros, de la Cons" 
titución y de la ley, discutimos solamente con los par 
tidos políticos y con las fuerzas sociales; no discutimos 
ni examinamos el tema con nadie más. Y en ese sentido 
hicimos la proposición que hemos planteado —reitero— 
y conversado con legisladores de todos los partidos para 
procurar una rápida solución concertada a un tema que, 
si se reduce a los planteos de cada una de las fuerzas, 
terminará desgraciadamente sin ninguna solución posi- 
tiva. 


(¡Muy bien!) 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: vamos a 
ver si podemos, con la colaboración de todos —nosotros 
trataremos de aportar la nuestra— llevar el debate po- 
lítico al plano .de las soluciones y de lo concreto. 
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Es evidente que no adelantaríamos nada esta noche 
si todos nos empantanáramos, sin perjuicio de que sea 
importante, como constancia para la historia, que algu- 
nas fuerzas políticas hayamos fijado nuestra posición so- 
bre los acontecimientos que le tocó vivir al país antes de 
la restauración del régimen 'democrático. 


Pero creo que acá hay dos sectores políticos que, des- 
de distintos puntos de vista, con una óptica distinta, con 
un análisis distinto de cómo se llegó a esta situación y 
con distintos compromisos asumidos, se han expresado 
llegando a la conclusión de que hay que derogar el Acto 
Institucional N2 19. Entonces, creo que sería oportuno 
buscar fórmulas concretas para derogarlo, o decretar su 
nulidad. El señor legislador Tourné dijo anteriormente 
que el Partido Nacional estaba abierto a todo tipo de 
fórmulas. El señor legislador Rodríguez Camusso acaba 
de decir, en nombre del Frente Amplio, que su sector po- 
lítico también está dispuesto a estudiar otras fórmulas 
y no se ata, no se aprisiona a ninguna fórmula concreta. 
Como Partido, a nosotros nos parece válida la propuesta 
de decretar la nulidad, porque es un procedimiento que 
ya se ha utilizado. Esta Asamblea ya la utilizó en el caso 
de la declaración de vacantes de los cargos de la Supre- 
ma Corte de Justicia, y fue efectivo, porque este órgano 
hoy está integrado democráticamente, con miembros ele- 
gidos por la Asamblea General. 


También es conocido por la opinión pública de todo 
el país que el Partido Colorado, en una actitud que res- 
peto, aunque no comparto, dice que no va a derogar el 
Acto Institucional N* 19 hasta después del 1% de marzo 
de 1986, porque antes de las elecciones asumió un com- 
promiso en ese sentido. En lo que me es personal, esto 
no me toma de sorpresa porque es coherente con lo que 
el Partido Colorado propuso antes de las elecciones, que 
es distinto a lo. que nosotros propusimos en esa oportu- 
nidad. Por eso, quizás, esta campaña electoral en algu- 
nos momentos tuvo ciertas facetas un poco duras, un 
poco ásperas o ríspidas, ya que proponíamos cosas muy 
distintas. Nosotros dijimos que si ganaba el Partido Na- 
cional, el 2 de marzo no quedaba absolutamente nada 
del Acto N? 19. Pero perdimos las elecciones. El Partido 
Colorado dijo que había acordado, que había llegado a 
un compromiso para su mantenimiento hasta el 1% de 
marzo de 1986. Esto lo reiteró recientemente, en expre- 
siones públicas, el señor Vicepresidente de la República. 
Y yo le creo al señor Vicepresidente. Creo en la palabra 
del Partido Colorado, en la palabra del Presidente de 
este Cuerpo y, entonces, no gasto pólvora en chimangos. * 
No voy a esperar una solución acordada para la dero- 
gación o la nulidad de un Acto Institucional que el: Par- 
tido Colorado ha dicho categóricamente que no está dis- 
puesto a derogar, no porque no esté de acuerdo —-pues 
de lo contrario plantearíamos la formación de una Co- 
misión tripartita o cuatripartita a efectos de ver si po- 
demos convencer al Partido Colorado— sino porque el 
Partido Colorado ha asumido un compromiso de no dero- 
gar ni decretar la nulidad del Acto Institucional N* 19, 
Entonces no podemos pensar que es serio plantear que 
se va a derogar dicho Acto o se va a decretar su nuli- 
dad, poniéndose de acuerdo, concertadamente, con el Par- 
tido Colorado. Sería dudar de la palabra del Partido de 
Gobierno; sería dudar de la palabra del Presidente de 
este Cuerpo, que ha-dicho públicamente que el Partido 
Colorado no está dispuesto a ello, repito, no por discre- 
pancias, no por diferencia de posturas, sino porque asu- 
mió un compromiso de honor. El Pártido Colorado ha 
dicho a la opinión pública que tiene su palabra empe- 
ñada en ese sentido. Entonces, yo creo en la palabra del 
Partido Colorado y no voy a esperar, en este tema, nin- 
guna solución concertada con él, ; 


Como aquí se han expresado con elocuencia los por- 
tavoces del. Partido Nacional y del Frente Amplio en el 
sentido de que quieren que del Acto Institucional N% 19 
no quede absolutamente nada, entonces, pongámonos de 
acuerdo ambas fuerzas políticas acerca de cuál es el me- 
jor procedimiento a seguir, si la nulidad o la ley, y apro- 
bemos una fórmula esta noche. 


Nada -más, señor Presidente. 


SEÑOR DAVEREDE. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


_SEÑOR DAVEREDE. — Señor Presidente: el señor 
legislador Ferreira hacía mención a que se habían expre- 
sado dos de los Partidos políticos aquí presentes. La Unión 
Cívica no deja de expresarse; tiene la conciencia muy 
tranquila de haber hecho lo que hizo, y volvería a tran- 
sitar nuevamente el camino recorrido, como lo hizo al 
pie del Obelisco, como lo hizo, junto con el Partido Na- 
cional, en el Parque Hotel y también junto con el Fren- 
te Amplio y el Partido Colorado en el Club Naval. 


No nos duelen prendas, señor Presidente, porque, co- 

mo ya dije, nuestra conciencia está muy tranquila. Sa. 

- bemos que hemos hecho algo por la democracia, por la 
libertad y por la patria. 


. Quiero señalar que si seguimos conversando en la 
Asamblea General, posiblemente no llegaremos a ningu- 
na solución, como todos queremos, para resolver este 
problema de la vigencia del Acto Institucional N% 19, En 
ese sentido, nos plegamos a la tesis del Frente Amplio 
y creemos que es oportuno que esta Asamblea General 
designe una Comisión integrada por los cuatro Partidos 
políticos, para ver si, siendo un pequeño número, po- 
demos llegar, entre todos, a una solución definitiva y 
concreta sobre este tema y saber qué es lo que vamos a 
hacer con la Constitución de la República, si está total- 
mente vigente, si hay disposiciones transitorias que to- 
davía rigen, si éstas tienen vigencia hasta el 28 de fe- 
brero o si las derogamos ahora, inmediatamente. No me 
pronuncio concretamente sobre ninguno de estos aspec- 
tos, sino que digo, simplemente, que estamos en favor de 
la solución que ha propuesto el Frente Amplio, ya que, 
a esta altura del debate, nos parece lo más razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay más oradores ins- 
criptos, señores legisladores. 


SEÑOR FERREIRA. — Que se vote la declaración 
del Partido Nacional. : 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: después 
de escuchar a los señores representantes del Partido Na- 
cional, realmente nos parece ajustado a las circunstan- 
cias señalar algunas inconsecuencias y, diría, injusticias 
contenidas en lo que han dicho respecto del proceso que 
culmina con el acuerdo del Club Naval y, ultgriormente, 
con la aprobación del Acte Institucional N* 19, 


En primer lugar, bueno es recordar, quizás como mé- 
todo didáctico, que una cosa es el acuerdo del Club Na- 
val y otra es el Acto Institucional N? 19, 


El acuerdo del Club Naval, señor Presidente, fue na- 
da más que eso: un acuerdo político. 


En la historia del país, en todo el tránsito de la vida 
institucional de la República, no es ésta la primera vez 
que la negociación y el acuerdo político constituyen la 
salida, la fórmula, para el retorno a la democracia. 


Ya alguna vez en esta Asamblea General hubo ne- 
cesidad de recordar que no existe texto constitucional 
violado por una dictadura que contenga fórmulas para 
el retorno desde la dictadura a la democracia. Y como 
no existen fórmulas al respecto, todo acuerdo político de 
estas earacterísticas colide real o potencialmente con los 
textos constitucionales cuya vigencia se quiere restable- 
cer, se está luchando. 


Ese acuerdo político es cierto que contenía determi- 
nados compromisos a asumir por parte de los partidos que 
concurrieron al Club Naval; eso nadie lo puede negar. 
Pero, también, señor Presidente contenía compromisos, 
obligaciones de las propias Fuerzas Armadas, que eran 
más que el gobierno del país, el poder real de aquellos 
instantes. ; 
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Ese acuerdo político, tan político como todos los que 
se han realizado antes para salir de una dictadura, cons. 
tituyó, como decía hace un momento, también el com. 
promiso de las Fuerzas Armadas de convocar a eleccio- 
nes. Ello está establecido en el artículo 1% del Acto Ins- 
titucional N* 19, 


Se convocó a elecciones, las que se realizaron en la 
fecha anunciada. Y hoy, luego de ellas, estamos aquí reu- 
nidos en total libertad, cosá que todos los partidos polí. 
ticos reconocen y la libertad se ejerce y respeta en cada 
minuto de la existencia ciudadana. 


Pero hay más, señor Presidente. 


Este acuerdo político, a su vez, no ha significado, co- 
mo se dice equivocadamente, un documento emanado de 
un gobierno de facto que esté dejando en la nebulosa o 
en la penumbra, el saber hasta cuándo se mantienen las 
normas del Acto Institucional N% 19. 


Realmente estoy sorprendido, señor Presidente. Esto 
no se ha expresado una vez, sino que se ha dicho muchas 
veces en estos últimos días, como si este aspecto del Acto' 
Institucional N9 19 requiriera una aclaración por vía 
legislativa o por vía de una resolución de la Asamblea 
General. Para aclarar el punto no se precisa, siquiera in- 
gresar, al análisis del articulado del Acte Institucional 
N? 19. 


En el primer considerando de este Acto se dice: “Que 
se hace necesario instrumentar dicho Acuerdo como base 
para formular la convocatoria a elecciones generales y 
por la inclusión de normas transitorias aditivas a la Cons- 
titución que regirán hasta el 1? de marzo de 1988”. 


Si el primer considerando del Acto Institucional N9 
19 dice eso, francamente, no entendemos, cómo se puede 
sostener ahora que exista una zona de dificultades inter- 
pretativas que nos colocan ante el riesgo de ignorar cuan- 
do cesa el Acto N?9 19, ' 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR RICALDONI. — Perdón, señor legislador, pe- 
ro quisiera desarrollar el núcleo central de esta exposición, 
He escuchado en silencio, interesadamente, sus conside- 
raciones al respecto. 


Desde otro punto de vista, señor Presidente, también 
es bueno señalar cuál es la naturaleza jurídica de este 
Acto Institucional N? 19. Aquí se han señalado dos pun- 
tos de vista a este respecto. Por un lado, el Partido Na- 
cional sostiene la inexistencia del Acto Institucional N2 
19, Por otra parte, el Frente Amplio, la Unión Cívica y 
el Partido Colorado, sostenemos, en una u otra forma, la 
existencia del Acto Institucional N2 19. Se trata de un 
acto normativo más del gobierno de facto; un acto del 
Poder Ejecutivo de la dictadura en”“ejercicio de lo que. 
se pretendía que fueran sus facultades constitucionales. 


En algunos otros actos institucionales se hablaba de 
las facultades derivadas del proceso revolucionario o algo 


. por el estilo. En el Acto Institucional N* 19 no se atre: 


vieron a insistir con esta terminología agraviante para 
los partidos políticos. Pero, repito, fue un acto inconsti. 
tucional más del Poder Ejecutiva de la dictadura, como 
lo ha dicho permanentemente el Partido Colorado y co- 
mo lo han dicho permanentemente el Frente Amplio y 
la Unión Cívica, Sin embargo, seguramente, no era me- 
nos inconstitucional, que muchas otras normas que este 
Parlamento o ha convalidado o ha derogado o ha decla- 
rado nulas. Con esto quiero decir que no están 'en tela 
de juicio los vicios que pueden estar afectando al Acto 
Institucional N? 19 porque, desde el punto de vista de 
la materia contenida en el mismo, este Acto abarca ma- 
terias legislativas que no le competen a ningún Poder . 
Ejecutivo ,ya sea en un marco democrático o en un mar- 
co autoritario y abarca materias constitucionales que tam- 
poco le competen. Pero, también es inconstitucional des- 
de el punto de vista del órgano que lo dicta, porque ema- 
na de un órgano de la dictadura. Repito, que quien dic- 
ta un Acto como éste, es un órgano emanado de la dic- 
tadura, en cumplimiento de un acuerdo político, 
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Pero como ha dicho hace un rato el señor legislador 
Rodríguez Camusso, ese Acto Institucional N? 19 fue el 
que permitió salir en paz del período de facto, sin más 
sangre que la derramada anteriormente; sin una guerra 
civil; sin una conmoción social mayor. 


No es la primera vez en este país, señor Presidente, 
que se roza la inconstitucionalidad para salir de la dic- 


tadura. No vayamos muy lejos. ¿Qué pasó con la Cons: .' 


titución de 1942? Sí, fue plebiscitada pero fue elaborada 
por órganos que nada tenían que ver con el ordenamiento 
constitucional democrático. Inclusive se llegó a modifi- 
car la mayoría plebiscitaria de la Constitución de 1934 
por decreto del Presidente de la época, obteniendo la ma- 
yoría necesaria para ser aprobado. 


De manera que el asunto no €s detectar las incons- 
titucionalidades del Acto N% 19 —que las tiene— sino 
reconocer de úna vez y por todos, que fue el camino ci- 
vilizado y pacífico que encontraron los partidos políticos 
para salir de la situación y gozar de la democracia en 
que hoy nos encontramos. 


Frente a esa realidad y a la evidencia de que existe 
un orden jurídico emanado de la dictadura con todas las 
tachas de corte constitucional que se le puedan señalar, 
hay ahora dos caminos posibles: uno, lo acaba de pro- 
poner el Frente Amplio con el apoyo de la Unión Cívica, 
que es el del mecanismo legislativo, porque se trata de 
una norma jurídica que está incorporada a la legislación 
del país; y la segunda, es el no cumplimiento de aque- 
llas disposiciones antidemocráticas o inconvenientes que 
tenga el Acto Institucional N?* 19 a lo que se ha compro- 
metido el Partido Colorado. 


Todos los legisladores que han intervenido en este 
debate, han reconocido que la conducta del Poder Ejecu- 


tivo, a través de sus distintos órganos, ha sido escrupulo-. 


samente fiel a la Constitución de 1967. No hay ninguna 
duda de que en estos momentos nos encontramos frente 
a una coyuntura especial, atípica, en virtud de un acuer- 
do político, del Club Naval, con la Constitución de 1967 
con el agregado de una serie de normas emanadas del 
JAicto Institucional N?% 19, algunas constitucionales y otras 
no, que están siendo analizadas por esta Asamblea Ge- 
neral, Pero esta Asamblea no podrá declarar su inexis- 
tencia, porque no tiene competencia constitucional para 
hacerlo, El Acto Institucional N% 19, que está incorpo- 
rado a la legislación nacional, debe ser considerado a la 
luz de la Constitución de 1967. 


Consideramos que el camino indicado por el Frente 
Amplio y la Unión Cívica no colide con lo que es la esen- 
cia misma del Acuerdo; afirmamos que mal se puede sos- 
tener por los partidos que concurrieron al Club Naval, 
que el Acuerdo ya no existe. Por el contrario, existe y 
obliga a log Partidos Políticos y a las Fuerzas Armadas, 
y todos lo han estado cumpliendo. 


Otra cosa muy distinta es si a partir de este mo- 
mento existe la posibilidad jurídica y política de anali- 
zar, a través de medidas legislativas, los ajustes, las mo- 
dificaciones e, inclusive, las derogaciones que lo com- 
padezcan mejor con la Constitución y con el momento 
actual. Por tanto, la propuesta del Frente Amplio, en 
principio, no la rechazamos, pero quisiéramos analizarla 
cuidadosamente porque entendemos que no todo lo que 
contiene el Acto Institucional N9 19 es pasible de una de- 
-—rogación lisa y llana. Nos mueven razones que, de ser ne- 
cesario, más adelante pasaremos a exponer. De todas ma- 
neras, queremos que quede en claro que nuestra postura 
.en esto es la de entender que más allá de los textos ju- 
rídicos -—porque esto es una cuestión política de extra- 
ordinaria importancia— hay un compromiso que se ha 
cumplido, que se sigue cumpliendo y «aque trataremos que 
se siga cumpliendo. Este compromiso, no es incompati- 
ble con el estudio de medidas legislativas de una u otra 
índole, pero debe evitarse caer en inconsecuencias que 
puedan significar no haber hecho honor a la palabra em- 
peñada. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Aguirre. : 
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SEÑOR AGUIRRE. — Voy a conceder una interrup- 
ción al señor legislador Tourné, que en su oportunidad, 
la había solicitado al señor legislador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
legislador Tourné. - - 


SEÑOR TOURNE. — Agradezco al señor legislador 
Aguirre la deferencia que tuvo hacia mi persona. Si el 
señor legislador Ricaldoni, como cualquier otro integran- 
te de esta Asamblea me hubiera formalizado igual planteo, 
sin duda le hubiera concedido la interrupción, porque 
puede pasar la oportunidad. Es 


Creo que es preciso hacer dos o tres consideraciones. 
En primer lugar, creo que el Pacto del Club Naval y el 
Acto Institucional N% 19 no son cosas distintas, por cuan- 
to están en una relación de causa-efecto. El Acuerdo Ins- 
titucional es la causa del Acto N* 19 y éste es meramen- 
te la instrumentación de dicho Acuerdo como lo estable- 
ce, por otra parte, el propio Acto Institucional al que 
ha dado lectura, parcialmente, el señor legislador Rical- 
doni. Al respecto, el primer visto de este Acto establece 
textualmente: “Visto el Acuerdo logrado entre los seño- 
res Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y los 
representantes del Partido Colorado, de la coalición po- 
lítica conocida como “Frente Amplio”, del Partido Unión 
Cívica y del Partido Laborista”. De manera, pues, que en 
la realidad de los hechos acá nos encontramos con un 
mismo fenómeno que tiene una doble fase: el Acuerdo 
precede al Acto Institucional, le da vida, y en torno a 
éste estuvieron conjugadas las voluntades políticas de 
los partidos que intervinieron en el Pacto del Club Naval. 
Esta razón determina, por supuesto, que el problema del 
Acto y de los partidos pactantes —como lo señala el se- 
ñor legislador Ricaldoni— no sea meramente una opción 
en cuanto a algunas consecuencias del mismo y a la vi. 
gencia de normas constitucionales que motivan y deter- 
minan la preocupación respecto al tiempo de vigencia y 
a los efectos que tiene sobre la modificación de la Cons- 
titución de 1967. Por tanto, la nebulosa no está simple- 
mente en cuanto a si se mantiene o no el Acto Institu- 
cional N% 19; aparentemente hay también una voluntad 
concreta en torno al cumplimiento de este Acto. Uno de 
los partidos pactantes estima que debe cumplir dicho Ac- 
to y éste tiene un período de vigencia que llega hasta el 
28 de febrero de 1986. Pero esto no es estrictamente así. 
No se puede afirmar que se quiera cumplir el Acto Ins- 
titucional N? 19 y otorgar, a la vez, una fecha de caduci- 
dad que no está ni surge de dicho Acto, por cuanto el con- 
siderando meramente establece el efecto transitorio de 
las disposiciones introducidas, en tanto no se dicten las 
normas que emerjan de la Asamblea Constituyente y del 
Plebiscito. Es decir, son transitorias y tienen un período 
de caducidad determinado, partiendo de la hipótesis de 
que exista un acto plebiscitario el último domingo del. 
mes de novimebre de 1985 que determinará, en definiti- 
va, cuál es la Constitución que se quiere, De otra ma- 
nera, si se desea cumplir estrictamente el Acto Institu- 
cional N* 19 y no faltar al cumpliminto de la palabra, 
creo que debió haberse instalado la Constituyente y ha: 
ber accedido al dictado de la concurrencia popular en 
un acto plebiscitario para determinar las normas que ri- 
gen en el país. En definitiva, el problema no es mera. 
mente de nebulosa, sino que está ínsito en la realidad de 
los fundamentos mismos del Acto Institucional N? 19. 


Aquí se trata de determinar no una apreciación ha- 
cia el pasado; no debemos desvirtuar cuál es el conteni- 
do intrínseco del debate que se está realizando en torno 
a este Acto. Creo que la cuestión no da para discutir y 
reiterar los argumentos sobre las bondades, convenien- 
cias o méritos y lo que impulsó a cada una de las fuer- 
zas políticas a actuar de determinada manera. Para no- 
sotros ése es un hecho conjugado históricamente y que 
queda librado a la apreciación de las generaciones fu- 
Uras. 


En la realidad actual, lo que tenemos que decidir es 
si desprendemos esta cáscara que se le ha adosado a la 
Constitución de 1967. :'Si, en definitiva, según lo expre- 
sado por el señor senador Ricaldoni, se comparte univer- 
salmente, por el ámbito generalizado de los partidos pac- 
tantes y de los que no lo son, la inconstitucionalidad del 
Acto Institucional N* 19 y de las soluciones modificati- 
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vas de la Constitución de 1967. Si partimos de la base 
—y lo reconoce el señor senador Ricaldoni— de que es 
inconstitucional, el problema está centrado en si podemos 
seguir aplicando, en la realidad de la República, normas 
- inconstitucionales, siendo conscientes de su inconstitucio- 
nalidad. Es decir, pasado el momento histórico que de- 
terminó una coyuntura desde el punto de vista de la rea- 
lidad del país que hizo necesario conjugar la voluntad 
en torno a estas soluciones, si se incumpie el Acto Ins- 
titucional N% 19 por parte de los pactistas —por cuanto 
no citan a la Asamblea Constituyente ni están dispues- 
tos a llamar a plebiscito— se trata de saber, si en ese 
caso de incumplimiento parcial pueden mantener las nor!- 
mas constitucionales que están afectando y modificando 
la Constitución de 1967. De manera pues que reconocer 
la inconstitucionalidad del Acto Institucional N9 19 im- 
plica, por una razón de lógica, la necesidad fundamental 
de adoptar una decisión institucional que perntita resta- 
blecer la constitucionalidad de la República. 


Si consideramos que estamos en un sistema democrá- 
tico, admitir la inconstitucionalidad de un sistema y no 
adoptar las medidas necesarias para. su depuración, cons” 
tituye un hecho que debe ser juzgado severamente, en 
todos los niveles de la opinión, por cuanto no resulta in- 
diferente para un Cuerpo político saber que se le han 
impuesto normas inconstitucionales, que reconoce como 
tales, y está dispuesto a mantenerlas, aunque sea a plazo 
fijo. 


El problema se basa en la adopción de decisiones 
concretas por parte de ésta Asamblea General, que tien- 
dan a establecer un proceso de saneamiento desde el pun- 
to de vista institucional. Ese proceso de saneamiento, a 
criterio del Partido Nacional, se obtiene a través de una 
declaración de carácter político de todos los partidos, 
afirmando la vigencia irrestricta de la Constitución de 
1967, con lo que nos desprenderíamos de las normas in- 
constitucionales adosadas por el Acto Institucional N9 19. 
Pero además, si ésta no es la solución, estamos dispues- 
tos a votar inmediatamente la que pueda manejarse por 
parte de los señores legisladores del Frente Amplio o de 
otros sectores del Parlamento; estamos dispuestos a vo- 
tar ta norma de carácter legal que restituya la legalidad 
infringida en el país. 


Decimos, entonces, a los partidos pactantes que tie- 
ne que haber una respuesta concreta, actual e inmediata 
ante un falseamiento constitucional de la República, por- 
que sosteniendo que la única Constitución vigente es la 
de 1967, admitimos igualmente el mantenimiento de un 
orden constitucional que consideramos que es contrario 
al pensamiento político de los partidos y a la Carta Magna. 


Por consiguiente, de lo que se trata es de dictar las 
normas, reitero, de saneamiento constitucional. 


Quiero volver, finalizando esta intervención, al pun- 
to básico en el que se centra la posición del Partido Na- 
cional. Estamos dispuestos a votar esta declaración que 
hemos presentado, ratificando la Constitución de 1967. 
Inclusive, admitimos que puedan existir algunos puntos 
de vista tendientes a la modificación del proyecto que 
en definitiva se vote, que por supuesto tendrá que tener 
este contenido del cual no nos vamos a apartar. Pero 
también adelantamos —reiterando lo que señalaba el 
señor legislador Ferreira— si la posición del Frente Am- 
plio es la de presentar un proyecto, que estamos dispues- 
tos a acompañarlo —conociendo su contenido— y a adop- 
tar las decisiones inmediatas que hagan realidad este 
pensamiento político esclarecedor sobre la vida institu- 
cional del país. ; A 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: a lo largo 
de este debate, hemos escuchado —y naturalmente no ha- 
go referencia a las exposiciónes de mis compañeros de 
bancada y en especial de los señores legisladores Tourné 
y García Costa— diversas expresiones que no nos han 
resuldo compartibles desde el punto de vista político y 
jurídico, salvo una, la de mi distinguido colega y amigo 
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el señor legislador Daverede cuando dijo que estaba con 
la, conciencia tranquila, de lo cual no tengo duda porque 
él vive necesariamente en olor de santidad. 


(Hilaridad) 


—Volviendo a la seriedad que debe tener el debate 
quiero decir que no creo que se tenga más razón en la de- 
fensa o en la exposición de una posición —por más con- 
vicción que se tenga— por crispar los puños, golpear la 
banca O adoptar una expresión de iracundia que no se 
sabe de dónde arranca, porque en verdad la justicia de 
una posición depende de la justeza de los 'argumentos 
que se utilicen y no de levantar la voz o de demostrar 
mayor O menor enojo. Pero la verdad es que cuando se 
hacen —por vía de metáforas— clarísimas alusiones po- 
líticas, creo que ellas no deben quedar sin contestación. 


He escuchado esta noche —y otra noche en que la 
bancada del Frente Amplio se retiró de Sala.— expre- 
siones políticas que no comparto desde ningún punto de 
vista. He tenido que oir esta noche, en una alusión, rei. 
tero, de carácter inequívoco en lo político, que había 
quienes en determinada instancia crucial de la vida na- 
cional —cuando se suscribió el pacto del Club Naval— 
estaban en la cancha corriendo todos los riesgos y quie- 
nes estaban instalados cómodamente en las tribunas. 


Quiero decir que desde el 27 de junio de 1973 el 
Partido Nacional estuvo siempre en la cancha y este le- 
gislador —que no tenía ninguna responsabilidad políti- 
ca, porque no era entonces legislador ni desempeñaba 
ningún cargo partidario ni nadie le podía exigir cuen- 
tas— también. Estuvo el 9 de julio de 1973, junto con 
otros, corriendo todos los riesgos consiguientes; estuvo 
en la clandestinidad cuando su partido le requirió el con* 
curso y estuvo en la cárcel, o mejor dicho, en tres cuar- 
teles, a dos de los cuales entró sin saber cómo habi 
sido que lo habían llevado, porque entró encapuchado. 
Inclusive algunos servidores  —llamémosle así— de la 
dictadura le retiraron por un tiempo su título pro” 
fesional. Y aquí, en esta Asamblea, hay legisladores 
que la pasaron peor que el que habla, que estu- 
vieron en el exilio. Inclusive ha de haber alguno que 
fue torturado y que estuvo preso muchísimo tiempo. Pero 
hubo otros que no corrieron ningún riesgo, o si lo co- 
rrieron, no les pasó nada; no estuvieron ni un segundo 
en la cárcel. Entonces, vamos a decir las cosas como son 
y a clarificar todas las posiciones, porque si vamos a ha- 
cer alusiones, todos las podemos hacer ya que todos te- 
nemos buena memoria y recordamos el papel que a cada 
uno le correspondió desempeñar en la lucha contra la 
dictadura. 


'Se ha dicho también que en el año 1982 —y yo di- 
ría, en 1981— hubo conversaciones con los militares y 
concurrimos, con el señor Presidente de la Asamblea Ge- 
neral y ni uno ni otro —ni otros políticos, entre los que 
se contaba el actual señor Presidente de la República— 
tenemos nada de qué avergonzarnos, porque fuimos a lu- 
char por la salida democrática del país. Pero cuando fui- 
mos al Parque Hotel a hablar de temas constitucionales, 


.-partimos de la premisa —no supuesta, sino expresamen- 


te acordada con anterioridad en las conversaciones en- 
tre los tres presidentes de los partidos políticos y el señor 
General Rapela— de que se iba a hacer un plebiscito de 
reforma constitucional, que la Constitución no se iba a 
modificar sin que antes se expresara el soberano, que en 
nuestro país lo es el Cuerpo Electoral. Nunca admitimos 
en esas conversaciones que por acuerdo entre los dele- 
gados de los partidos y los militares integrantes de la 
COMASPO que allí se sentaban, se pudiera modificar la, 
Constitución de la República, ni con carácter transitorio 
ni con carácter definitivo, ni en los temas sustantivos ni 
en los adjetivos. La Constitución no se iba a modificar 
sin previo pronunciamiento del Cuerpo Electoral, 


Eso es todo lo contrario de lo que se hizo en esta 
oportunidad, porque se convocó a elecciones con un acuer. 
do previo con el dictado de un Acto Institucional por el 
que el Poder Ejecutivo de facto, autorizado por deter- 
minados partidos, se arrogó la facultad, inadmisible en 
la tradición nacional y en el Derecho Constitucional, de 
modificar la Constitución de la República. 


9 y 10 de Julio de 1985 


De modo que hay gran distancia entre una posición 
y Otra. No juzgo las intenciones políticas ni critico a 
quienes fueron al Club Naval. Eso, como ya se ha dicho, 
lo juzgará la historia o lo ha juzgado ya la ciudadania, 
unos con un criterio y otros con otro. Eso no esta en 
discusion. Pero lo que no es válido es decir que tanto 
en el año 82 como en el 83 fuimos a hacer lo mismo, 
porque no es así. No fuimos a hacer lo mismo y no lo 
hubiéramos admitido. Además, abandonamos las negocia.- 
ciones porque lo que proponían los militares era inadmi- 
sible y nos fuimos con la cabeza levantada y no com- 
prometimos ningún principio, ni modificamos la Consti- 


tución de la República por nuestra sola voluntad, sin 


consultar al pueblo. 


Te modo que media gran distancia entre una actitud 
y la otra. Entiendo que es bueno dejarlo elarificado y 
que quede constancia de ello en la versión taquigráfica 
de la sesión que hoy celebra ¡a Asamblea General. 


Además, he cído decir que la Constitución no fue 
aleriaimente modificada y en eso estamos de acuerdo, 
aunque en un sentido, Es claro que no fue materialmente 
modificada, porque ni el Poder Ejecutivo de facto ni nin- 
gún Poder Ejecutivo, ni siquiera el electo por el pueblo, 
tienen facultades para modificarla. ¡Claro que no se mo" 
dificó! No la pod:a modificar el señor Gregorio Alvarez 
dictando un “decretazo” al que podía poner el nombre 
de Acto Institucional. Por supuesto, también, que no esta 
vigente el Acto Institucional N? 19 y que sólo rige la 
Constitución de la República. Pero lo que no podemos 
ignorar es que en la intención de los partidos que fue- 
ron al Club Naval estaba el aceptar una modificación 
de la Constitución de la República, lo que resulta así de 
las palabras que acaba de pronunciar el señor senador 
Ricaldoni cuando hace alusión al primer Considerando del 
Acto Institucional N2 19, donde se dice que se ha acor- 
dado modificar con carácter transitorio hasta el 1% de 
marzo del año 86, la Constitución de la República. De 
modo que se quiso modificar la Constitución de la Repú" 
blica. Esto se quiso hacer, materialmente. Otra cosa es 
que este Acto sea inidóneo, que carezca de la jerarquía 
jurídica necesaria así como que el órgano que lo dictó 
carezca de la competencia mínima para producir el efec- 
to de modificar la Constitución de la República, 


Esto es inequívoco. El artículo 6% del Acto Institu- 
cional N% 19 dice que a partir del 15 de febrero y del 12 
de marzo de 1985 según corresponda, regirá la Constitu- 
ción de la República plebiscitada el 27 de noviembre de 
1986 con las disposiciones siguientes, que tendrán carác- 
ter transitorio hasta tanto entren en vigor las normas 
que emanen del plebiscito a cumplirse el 24 de noviem- 
bre de 1985. 


Entonces, ¿cómo se nos va a decir que el Acto Ins” 
titucional N? 19 no modificó la Constitución de la Repú- 
blica, por lo menos en la intención de los pactantes y 
de quienes lo dictaron? Quisieron modificar la Constitu- 
ción de la República. Nosotros sostenemos que no lo híi- 
cieron porque un decreto de un Gobierno de facto no 
tiene jerarquía de norma; constitucional. Eso es Otra cosa. 


Asimismo he Oído decir que nos invitaron a la Con- 
certación después de un decreto inconstitucional gue se 
dictó el 19 de agosto. Aunque tengo muy buena memo- 
ria, confieso que no recuerdo cuál fue ese decreto del 
día 19 de agosto. Pero sí recuerdo que una y otra vez, 
hasta el cansancio, fuimos —una vez con los señores le- 
gisladores Pereyra y García Costa— hasta un lugar oculto 
en un balneario, en el que estaba descansando el señor 
General Seregni, luego de haber sido felizmente liberado 
tras tantos años de injustificada prisión. Luego fuimos 
también al estudio del señor legislador García Costa. y 
a reuniones de la Multipartidaria con éste, el doctor Vaz 
y el señor legislador Posadas, y nos cansamos de propo- 
ner diversas fórmulas gue no fueron aceptadas; y lo hi- 
cimos una y mil veces. Luego vine especialmente de Bue- 
nos Aires a ese solo efecto, con un mandato del Direc- 
torio del Partido Nacional, para que con el respaldo de 
todo el pueblo uruguayo juntáramos firmas y ror el me- 
canismo de la iniciativa popular, de acuerdo al artículo 
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331 literal A) de la Constitución, sometiéramos a ratifi- 
cación plebiscitaria popular una reforma democrática, de 
acuerdo con los principios constitucionales tradicionales 
en nuestra República. No propusimos una concertación 
para acordar con los militares una reforma de la Cons- 
titución de la República, sin consultar al pueblo, Pero 
esa medida concertada, absolutamente democrática —el 
camino más demecrático que teníamos por delante— fue 
rechazada una y otra vez y no se quiso concertar con 
nosotros esa salida, Más aún: se nos dijo, una y otra vez, 
repito, que ese camino era inhábil, entre otras razones 
porque lo proponia el Partido Nacional, que iba a sacar 
beneficio político. De modo que algo que beneficia a la 
República no sirve si también beneficia políticamente 
al Partido Nacional. 


Por más que dijimos que no haciamos cuestión de la 
paternidad de la iniciativa, que la íbamos a proponer 
al pueblo como iniciativa de todos los partidos en con- 
junto, no hubo posibilidad de lograr ese acuerdo. 


Y yo digo que: tenian derecho, el Partido Colorado, 
el Frente Amplio y la Unión Cívica a decirnos que no, a 
decirnos que para ellos, políticamente, para salir de la 
dictadura era más hábil otro camino. Pero ahora —en- 
tonces— no tienen derecho a decirnos que nos ofrecie- 
ron siempre la posibilidad de concertar, porque en aquel 
momento no quisieron hacerlo y dijeron al Partido Na- 
cional: si ustedes quieren háganlo solos y bajo su res- 
ponsabilidad; arréglense como puedan. : 


También nos dijeron que nos arregláramos como pu- 
diéramos si se realizaba el acuerdo del Club Naval, que 
pcstuláramos nuestros candidatos, cuando teníamos A 
nuestro candidato a Presidente de la República preso. 
Tuvimos que hacerlo así, porque si no no participábamos 
de las elecciones. 


SEÑOR CARDOSO. -— ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR CARDOSO. — Creo no haber faltado a nin- 
guna de las reuniones realizadas por la Multipartidaria, 
en la que el señor legislador Aguirre era delegado por 
el Partido Nacional y junto a otros compañeros, con el 
General Seregni, tuvimos el honor de representar al Fren- 
te Amplio. De los puntos a que se ha referido el señor 
legislador Aguirre, de las tratativas que se realizaron, 
recuerdo perfectamente dos episodios muy característicos 
de la actitud que tuvimos las fuerzas políticas que ahora 
nos encontramos en una posición distinta a la del Par- 
tido Nacional, y la propia de esa corriente política. Uno 
de ellos —que voy a narrar con cierto detalle— está re- 
ferido a la proposición de realizar un plebiscito. Creo que 
el hecho, lejos de abonar una posición favorable a la 
concertación democrática por parte del Partido Nacional, 
es una absoluta negación. Recuerdo los hechos con toda 
precisión, Ese día estaba comprometido a participar en 
un acto que iba a realizar el gremio médico, el Sindicato 
Médico del Uruguay en reclamo del cese de su interven- 
ción y otras consignas cuando, mediada la tarde, me avi 
saron de la Secretaría del Frente Amplio que esa noche 
había una reunión de carácter urgente, debido a que el 
actual señor legislador Aguirre había venido de Buenos 
Aires y tenía que hacer un planteo muy importante. Con- 
currimos a la reunión. El doctor Aguirre comenzó por se- 
ñalar que venía en nombre del Directorio del Partido 
Nacional y dijo textualmente: “Vengo en nombre del Di- 
rectorio del Partido Nacional que desde Buenos Aires me 
envía para dar esta información a la Multipartidaria. 
Seguidamente explicó que el Directorio del Partido Na- ' 
cional había resuelto hacer, por sí y ante sí, un plebis- 
cito. Mientras tanto, la Multipartidaria estaba en pleno 
funcionamiento, sin que se le hiciera ningún tipo de plan- 
teo sobre esta resolución. Continuó explicando cada uno 
de los puntos que incluiría el Partido Nacional en ese 
plebiscito, aquella larga lista en la que se arreglaban to- 
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legislador Zumarán cuando afirma ante la Asamblea Ge- 
neral, que hasta dos meses antes del plebiscito el Parti- 
do Nacional venía insistiendo y proponiendo su realiza- 
ción. No es cierto, no es exacto;'es falso, para decirlo con 
los términos del señor legislador. 


(Apoyados) 


—Es posible que en alguna oportunidad se haya rea- 
lizado una consulta, en la que se conversó sobre el tema 
con el General Seregni y con nosotros, pero la proposi- 
ción cierta, concreta de realizar un plebiscito, por la ac- 
ción conjunta de las distintas fuerzas políticas, no existió. 


Tengo en mi poder un documento interno del Frente 
Amplio, dirigido a sus militantes. No lo voy a leer en su 
totalidad, pero en sus primeros párrafos informa de la 
proposición del Partido Nacional. 


Según el planteo del Partido Nacional, se trataría 
de un plebiscito con el que podrían quedar resueltos los 
principales problemas políticos que son motivo de luchas 
permanentes. 


Para el Frente Amplio, el camino que debe seguirse _- 


para llegar a un régimen de libertad y democracia es el 
de la unidad. Fíjense los señores legisladores que a raíz 
del planteo del Partido Nacional, en este documento del 
Frente Amplio se reclama la -unidad. Dicho documento 
dice: “*...el de la Concertación de la acción unida de to- 
das las fuerzas antidictatoriales y por eso lamenta que 
el Partido Nacional se aparte del camino común para 
utilizar un recurso tan incierto”. A mayor abundamien- 
to, se dice a continuación: “...aguarda con esperanza 
que el Partido Nacional revise la posición que comunicó 
a los otros partidos, por la cual la continuidad” -—oigan 
los señores legisladores—- “de la Multipartidaria estaba 
condicionada a la aceptación de su propuesta porque di- 
jo” —se refería a las palabras del señor legislador Agui- 
rre— “si no había acuerdos en el “fin”” —que era la 
estrategia política que había adoptado— “no tenía ra- 
zón de ser el medio”, es decir, la Multipartidaria. 


Quería hacer estas puntualizaciones para responder 
a la insólita acusación del señor legislador Zumarán. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Aguirre. " 


SEÑOR PEREYRA. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR PEREYRA. — ¡Señor Presidente: a esta al- - 


tura del debate y después de haber escuchado estos in- 
cidentes, me parece necesario manifestar que efectiva- 
mente ——no sé si dos meses antes, pero no menos de uno— 
el Frente Amplio recibió formalmente la propuesta del 
Partido Nacional en el sentido de realizar el plebiscito. 


SEÑOR CARDOSO. — El señor legislador está mal 
informado. 


SEÑOR PEREYRA, — No estoy mal informado por- 
que fui protagonista, El señor legislador Cardoso ha ne- 
gado autoridad moral al Partido Nacional por medio de 
una afirmación temeraria; pero no me puede negar a mi 
autoridad moral para decir lo que sé. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Barra no puede hacer 
manifestaciones y los señores legisladores tampoco. 


SEÑOR PEREYRA. — Y lo que sé es que realicé un 
viaje. A los pocos días de haber sido liberado el General 
Seregni, tal como lo ha relatado el señor legislador Agui- 
rre, concurrí a entrevistarme con él con todas las precau- 
ciones que se habían tomado para esa ocasión. Recuerdo 
que fui trasladado hasta el lugar de la reunión en dos 
autos, a los efectos de mantener en secreto el sitio don- 
de se hallaba el General Seregni. No critico este hecho 
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sino, simplemente, lo señalo para que se vea que me acuer- 
do con todo detalle de lo sucedido. Los señores legislado- 
res Aguirre, García Costa y quien habla, en nombre del 
Partiao Nacional, hicimos formalmente al Presidente del 
Frente Amplio la propuesta que acaba de mencionar el 
señor legislador Aguirre. A cierta altura de la conversa- 
ción, el General Seregni llamó a su Secretario, el señor 
Bottinelli para que escuchara la propuesta que llevaba el 
Partido Nacional. Este hecho es cierto y nadie podrá des- 
mentirio, 


Tengo gran respeto por el señor legislador Cardoso 
y él lo sabe. 


SEÑOR CARDOSO. — Yo no quité autoridad moral 
al Partido Nacional. 


SEÑOR PEREYRA. — Cuando esté pronta la versión 
taquigráfica, el señor legislador podrá verificar sus ex- 
presiones. 


¡SEÑOR PRESIDENTE. — Los señores legisladores no 
pueden dialogar. 


SEÑOR PEREYRA. — En el momento de votar, quie- 
nes van a tener que demostrar que hacen las cosas tal 
como las han expresado son los que hace muy pocos días, 
han manifestado lo siguiente: “El Plenario Nacional del 
Frente Amplio reunido en vísperas de la fecha prevista 
para la Asamblea Nacional Constituyente establecida en 
el Acto Institucional N* 19, asumiendo su responsabilidad 
política de profundizar la democracia y terminar con los 
resabios urídicos y políticos de la dictadura resuelve: ra. 
tificar su decisión del 4 de octubre de 1984 y sostener la 
necesidad de declarar sin efecto, de manera expresa, total 
e inmediata, el Acto Institucional N* 19”, 


Dentro de muy pocos instantes, los representantes del 
Frente Amplio tendrán oportunidad de votar y de demos- 
trar, entonces sí, que tienen toda la autoridad política que 
afirmaron en este documento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Esta sucesión de interrupcio- 
nes, inclusive la que me solicitara el señor legislador Car- 
doso, me ha permitido comprender que en su primera in- 
tervención hubo algo que no contesté —mo quiero utili- 
zar ningún calificativo que lo moleste— y que no con- 
sidero exacto. 


El señor legislador Cardoso ha relatado cómo ocurrió 
aquella entrevista y me atribuye el haber manifestado 
que si el fin no era compartido, el medio, que era la Mul- 
tipartidaria, no le servía más al Partido Nacional y éste 
tenía que retirarse de ella. Eso hubiera significado una 
suerte de coacción, una amenaza tendiente a quebrar la 
unidad que en esos momentos exhibían los partidos ante 
la dictadura, que no estaba en el ánimo del Directorio del 
Partido Nacional, ni de quien habla. Además, no recuer- 
do haber manifestado algo semejante y creo que los he- 
chos posteriores lo demuestran porque el Partido Nacio- 
nal se mantuvo en la Multipartidaria —a pesar de las 
discrepancias que existían en su seno— hasta que los de- 
más partidos, olvidando lo que habían expresado pública- 
mente en la declaración del 22 de mayo que hoy recordó 
el señor legislador Ríos, fueron a dialogar con las Fuer- 
zas Armadas. 


Aquí se ha hablado de que el Partido Nacional en- 
torpeció el camino de la unidad. Sin embargo, los cuatro 
partidos juntos habían manifestado que asumían un com- 
promiso ante la ciudadanía en el sentido de ir a eleccio- 
nes sin proscriptos y de que la Constitución de la Repú- 
blica sólo podía ser modificada previa ratificación ple- 
biscitaria de la ciudadanía. Ese documento se hizo públi. 
co. En este momento no lo tengo en mi poder ya que no 
creí que el debate derivaría en este sentido. De todas 
maneras, recuerdo que fue suscrito por los delegados de 
todos los partidos. No tengo necesidad de leerlo porque 
tengo buena memoria y me acuerdo bien de lo que allí 
se decía. 


El Partido Nacional estuvo siempre dispuesto a cum- 
plir lo que se expresaba en ese documento; los demás 
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partidos, por razones políticas que ellos conocen y que 
yo respeto, no lo cumplieron. Por eso no es verdad de- 
cir que el Partido Nacional se retiró; visto que no se cum- 
plía lo que todos habían acordado, el Partido Nacional 
se vio obligado a tomar un camino político distinto. De 
esa quiebra de la Multipartidaria, de esa imposibilidad 
de seguir todos juntos el camino de la unidad no fue res- 
ponsable el Partido Nacional sino quienes se ¿partaron 
de lo que se habían comprometido a cumplir ante la opi- 
nión pública. 


. Quiero serenarme y retomar el hilo de la exposición 
porque me iba a referir a ciertas consideraciones jurídi- 
cas que formulara el señor legislador Ricaldoni y que 
no comparto, 


El señor legislador Ricaldoni expresó tres o cuatro 
puntos sobre los que quiero hacer algunas precisiones muy 
breves, En primer lugar, manifestó que el Acto Institu- 
cional N* 19, sin duda alguna, se cumplió en parte, es 
decir, en la convocatoria de las elecciones. Este es un 
argumento que se ha utilizado con alcance político. No 
me quiero referir a lo político y decir aue hubo eleccio- 
nes porque existía el Acto Institucional N9 19. Digo que 
las elecciones no se realizaron en cumplimiento del Acto 
N? 19 sino en virtud del artículo 77, inciso noveno, de la 
Constitución de la República que establece aue en este 
país, cada cinco años, el último domingo de noviembre 
se realizan elecciones. Este artículo había sido descono- 
cido y violado sistemáticamente por la dictadura desde 
1976 en adelante. Es decir, que cada cinco años, en no- 
viembre, teníamos una fecha marcada por la Constitu- 
ción de la República en la que teníamos que celebrar 
elecciones. ¿Era necesario dictar un acto institucional pa- 
ra celebrar elecciones? No; simplemente había que cum- 
plir lo dispuesto en la Constitución de la República y 
convocar a elecciones. O sea que lo único que había que 
hacer era decir que el último domingo de noviembre se 
celebraban las elecciones y se encargaba a la Corte Elec- 
toral su organización con los recursos necesarios y se le 
encomendaba el registro de las listas. No se precisaba 
nigún acto institucional para celebrar elecciones. 


El señor legislador Ricaldoni ha manifestado que el 
Acto Institucional N9 19 tiene naturaleza jurídica de acto 
legislativo. Francamente creo que en este país hay dos 
clases de actos legislativos: los actos legislativos nacio- 
nales que dicta o sanciona el Parlamento y los actos le- 
gislativos departamentales que sancionan las Juntas De- 
partamentales. No hay otros actos legislativos fuera de 
esos. Creo que desde el punto de vista jurídico, decir que 
un Poder Ejecutivo de facto puede dictar un acto legis- 
lativo es un concepto bastante original y heterodoxo para 
no calificarlo más duramente. 


Si no entendí mal, el señor legislador Ricaldoni rea- 
liza esa afirmación porque dice que en este acto hay al- 
gunas materias que son de naturaleza legislativa. Perso- 
nalmente, en el Acto N? 19 observo la modificación de 
la Constitución de la República, es decir, se modifica el 
artículo 253 de la Constitución y se pretende dar a la 
jurisdicción militar un alcance que no tiene e introducir 
un nuevo poder de emergencia. Violando el artículo 168 
de la Constitución, estabiece una manera diferente de 
designar los oficiales superiores de las Fuerzas Armadas. 
Todo eso es materia consttiucional. 


El Acto N* 19 es un acto administrativo en lo orgá- 
nico porque lo dictó el Poder Ejecutivo; también es ad- 
ministrativo en lo formal porque tiene forma de decreto; 
sin embargo, por su materia pretende. ser constitucional 
pero no tiene nada de acto legislativo. Creo que todo 
esto tiene importancia porque se ha dicho que vamos a 
derogarlo. Y no se puede derogar algo que no es una 
ley. El Poder Legislativo sólo deroga leyes. Si este es un 
acto de naturaleza constitucional y si realmente estuvie- 
ra vigente —no lo está— sólo puede ser derogado por el 
órgano competente para dictar actos constitucionales, es 
decir, el cuerpo electoral. En cambio, si se trata de un 
mero decreto, podrá ser derogado por el Poder Ejecutivo. 


Reitero que este no es un acto legislativo. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—231 


SEÑOR AGUIRRE. — Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. - 


SEÑOR TOURNE, — Me parece útil que quede para 
la historia —respecto a esta aseveración, que el Acto 
Institucional N% 19 fue el que abrió el camino a las elec- 
ciones— cuál fue la opinión de las Fuerzas Armadas y 
de sus principales voceros al respecto. Señalo las mani- 
festaciones de quien fue representante típico de las Fuer- 
zas Armadas, el Presidente de la República, General Gre- 
gorio Alvarez, quien hablando en nombre del Gobierno 
y de las Fuerzas Armadas, en un discurso que pronunció 
en Bella Unión, refiriéndose a este aspecto específico, en 
términos que quiero que se incorporen a la versión ta- 
quigráfica, dijo: “Sin embargo hoy, a pesar de las duras 
alternativas vividas y a las perspectivas reseñadas, da- 
mos cuenta a la población que se vienen cumpliendo y 
culminando en tiempo y forma los compromisos contraí- 
dos por este Gobierno, cuando asumió el Poder el 1% de 
setiembre de 1981, inspirados en los objetivos de las Fuer- 
zas Armadas, sobre...” -—señala distintos puntos y en 
forma especial destaca, fundamentalmente, dos— “...lla- 
mado a elecciones nacionales el último domingo de este 
e y asunción del nuevo Gobierno el 19 de marzo de 

985”. 


Y agrega: “Ni el regreso a la Democracia ni las elec- 
ciones estuvieron jamás en discusión”. Todo lo demás fue 
cortina de humo para ganar espacio proselitista entre ad- 
versarios electorales”. Esta es la versión oficial de las 
Fuerzas Armadas, en torno al llamado a elecciones y a 
los compromisos de las Fuerzas Armadas y del gobierno 
que asumió en setiembre de 1981, respecto a estos dos 
puntos que se estima que conforman las conquistas del 
Acto Institucional N* 19 y que se atribuyen a la nego- 
ciación de los partidos políticos. Sin embargo, de confor- 
midad con estas expresiones del régimen, obedecieron a 


«un compromiso, que se hubiera cumplido de cualquier 


manera. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pediría a los señores legisla- 
dores tengan la amabilidad de no solicitarme más inte- 
rrupciones. Soy, siempre, un escucha muy atento y, aun- 
que muchas veces no comparto lo que expresan los de- 
más legisladores, espero mi turno para hablar. Con las 
interrupciones se pierde la ¡lación de lo que se está ma.- 
nifestando y hasta el orden de la argumentación. 


Me queda poco por decir, y voy a terminar breve- 
mente. 


Estaba diciendo, señor Presidente, que de ninguna 
manera por las razones que ya expuse, se puede sostener 
que el Acto Institucional N? 19, es un acto de naturaleza 
legislativa. Quizás podrá sostenerse que pretendió ser un 
acto de naturaleza constitucional sin suerte o, también, 
podrá sostenerse que es un acto ilegítimo de naturaleza 
administrativa. Pero, si algo no es, es un acto legislativo. 


También se ha dicho, que desde que el Parlamento 
está funcionando, la tesis mantenida es reconocer que los 
actos del gobierno de facto tienen existencia. Porque aquí 
se dijo que se hán anulado, derogado y convalidado actos. 
Pero, ¿qué actos? Aquéllos cuya existencia reconoce la 
Constitución de la República. Para ésta existen cuatro 
categorías de actos jurídicos: los constitucionales, los le- 
gislativos, los administrativos y los jurisdiccionales, es 
decir, las sentencias. La categoría “Acto Institucional” es 
inexistente en nuestro derecho Constitucional, por suerte. 
Afortunadamente, no hay actos institucionales. Por lo 
tanto, este Parlamento, ni ha convalidado, ni ha deroga- 
do, ni ha anulado ningún Acto Institucional; los ha des- 
conocido totalmente y pienso que ha hecho muy bien al 
ignorarlos hasta este momento. 


Por ello, de ninguna manera se nos puede manifes- 
tar aquí que se ha anulado o derogado o que hemos re- 
conocido la existencia de los Actos Institucionales. Muy 
por el contrario, en ningún momento este Parlamento ha 
reconocido su existencia. 
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gún efecto jurídico y que no es necesario derogar, de la 
misma manera que no derogamos ni dejamos sin efecto 
las designaciones inconstitucionales hechas por el Consejo 
de la Nación respecto de los seis Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. Simplemente dijimos que esas designaciones 
no existían, que no tenían virtualidad jurídica y nos 
abocamos a ejercer nuestro derecho constitucional de de- 
signar a los nuevos miembros de la Suprema Corte de 
Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
¿Por qué no podemos decir ahora gue el Acto 19 es inexis- 
tente? Es inexistente y no cabe al respecto la más mínima 
sombra de duda. Eso es lo que quiere el Partido Nacional 
que no vino aquí a promover un debate político, sino 
simplemente a decir que debemos clarificar el panorama 
institucional y jurídico de la República y a expresar a los 
ciudadanos que en defensa de su seguridad jurídica, de 
sus derechos y libertades, en este país rige una sóla Cons- 
titución que es la que esos mismos ciudadanos —el cuerpo 
electoral— sancionaron en el plebiscito del 28 de no- 
viembre de 1966. Si hacemos eso, no le daremos la razón 
al Partido Nacional ni a nadie. ¡Simplemente honraremos 
al Parlamento nacional, y estableceremos de una vez por 
todas la vigencia integral de la Constitución de la Repú- 
blica. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: simplemente deseo recoger algunos cabos sueltos que 
tal vez puedan quedar luego de las exposiciones que hemos 
escuchado o, por lo menos, de algunas de ellas y precisar 
algunos elementos de juicio que en nuestra opinión no 
han sido manejados con objetividad. 


En primer lugar, no debemos olvidar nunca las con- 
diciones en que se ha estado actuando, porque, obviamen- 
te, como ya expresé, la fórmula inequívoca en la elabo- 
ración de fórmulas matemáticas períectas, cuando se trata 
de salir de un régimen como el que padecimos todos, 
hubiera constituido una solución sutil, propicia para ex- 
quisitos, pero que no habría permitido que disfrutáramos 
de la libertad que hoy disfrutamos. 


En Jas conversaciones del Parque Hotel, se aplicaron 
determinados criterios políticos, También se intentó sa- 
lir de la dictadura juntando firmas que nuestros compa- 
ñeros del Frente Amplio acompañaron. 


¿Es necesario que me extienda ahora acerca de los 
resultados que de qué pasó «con la dictadura y con 
la libertad después de las conversaciones del Parque 
Hotel o después de la recolección de firmas para el men- 
tado plebiscito? ¿Es necesario decirlo? ¿Es necesario vol. 
ver sobre las consecuencias de las conversaciones que se 
desarrollaron en el Club Naval y los términos que ellas 
incluyeron? Es cierto que el enfrentamiento fue duro; de 
un lado estaba la libertad, el derecho, la opinión del país 
y, del otro, nada menos que la fuerza de las armas. Que 
cada uno extraiga sus conclusiones. También es cierto que, 
a pesar de nuestros esfuerzos y de nuestra lucha, no pu- 
dimos llegar a las elecciones sin proscriptos. ¿Quién nos 
lo puede explicar a nosotros, los frenteamplistas, que lle- 
gamos a las elecciones con miles de presos, con partidos 
enteros proscriptos, con una cantidad de dirigentes fun- 
damentales impedidos de ser incluidos en nuestras hojas 
de votación? El hecho es que hay libertad, democracia, 
que los partidos funcionan, los sindicatos se expresan, la 
prensa critica y no es clausurada por elio, y que hay una 
justicia libre. Cada uno es dueño de otorgar a estas con- 
quistas la dimensión que desee; cada uno es dueño de 
refocilarse . leyendo en la soledad de su escritorio los 
discursos que pudo escribir o escribió, las declaraciones 
que aun hoy continuarían haciendo para que el General 
Alvarez u otro como él abandonara el poder. Cada uno 
es dueño de imaginar y de filosofar “ad infinitum” sobre 
este tema; pero mientras tanto tenemos el Parlamento, 
estamos discutiendo, nos estamos enfrentando, y hasta 
cuando nos enojamos ¡que hermoso es! De esto se trata. 
Cada uno lo valora y lo mide como le place. 


Respetamos la evaluación que haga de ello cada par- 
tido y cada ciudadano. Tenemos la nuestra. Miramos hacia 
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atrás. Cuando las Fuerzas Armadas intentaron que el 
Acto Institucional N% 19 fuera firmado conjuntamente 
por sus representantes y los de los partidos po!íticos, los 


_ representantes de estos últimos dijimos que no. Cuando 


se incluyeron reformas a la Constitución —no es privile- 
gio exclusivo de quienes tienen títulos profesionales o son 
juristas especializados el saber que se necesita el apoyo 
popular para que Ja Constitución sea modificada; hasta 
los ignaros sabemos que es así— ¿qué dijimos nosotros? 
Dijimos que aprobábamos el acuerdo como base del trán- 
sito institucional del gobierno de facto al democrático, y 
a nadie se le pudo ocurrir nunca que este era el deside- 
ratum ni un dechado de perfecciones: todos sabíamos que 
no lo era porque estábamos negociando y discutiendo con 
los representantes de una dictadura. Si los elementos le- 
gales muchas veces son imperfectos o no nos satisfacen 
plenamente, pero los acompañamos porque representan 
una resultante de las opiniones de las diversas fuerzas 
políticas, libremente expresadas en el Parlamento, ¿que 
decir de algo que aunque imperfecto, objetable y limita- 
do, representaba el tránsito de la tiranía hacia la libertad, 
y lo representó guste a quien guste y duela a quien due- 
la?: estamos acá y eso vale más —y no golpeo la mesa— 
Que todos los discursos que en contra de- esta realidad . 
incontrovertible se nos quieran decir. 


Digo también, señor Presidente, que seguimos sin te- 
ner contestación a algunos hechos fundamentales para el 
tema que hemos planteado. Se ha reconocido, inclusive, 
por los más ardorosos y documentados impugnadores que 
el Acto Institucional N* 19, en sus reformas instituciona- 
les,nunca fue aplicado, porque no podía ni debía aplicar- 
se, En octubre de 1984 le dijimos al país: si gobernamos, 
no lo aplicaremos; si no gobernamos, lucharemos para que 
no se ap:ique, y en la Asamblea Constituyente y poste- 
riormente en el plebiscito, contribuiremos a anular sus 
efectos. Ahora nos encontramos sin la Asamblea Consti- 
tuyente y sin el plebiscito, buscando fórmulas supletorias 
para anular este Acto, que en definitiva nunca quisimos 
que se aplicara y venimos a plantearlo en el mes de julio. 
El Plenario del Frente Amplio tomó decisión formal a 
este respecto el día 30 de junio. ¿Cuánto nos demoramos? 
Lo mismo que los impugnadores. Si chocaba tanto a su 
conciencia, estremecía tanto a su emoción, interrumpía, 
sus sueños, enloquecía sus reflexiones que se hubiera 
hecho esta enormidad, entonces, ¿por qué no vinieron a 
plantearlo el 1% de marzo? ¿Por qué esperaron hasta el 
19 de julia? 


SEÑOR PEREYRA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Con mucho 
gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador 


SEÑOR PEREYRA. — Realmente, muchas veces a 
uno le cuesta entender las cosas, quizá porque son difíci- 
ref y no por las limitaciones naturales que uno sabe que : 
iene, 


Aquí se dice que ya en octubre del año pasado se 
manifestó que no se iba a cumplir el pacto. Entonces, 
¿por qué se celebró el acuerdo? En consecuencia, se ce- 
lebró un acuerdo que no se estaba dispuesto a cumplir. 
¿Y estos son los representantes que vienen a detir que 
otros partidos río tienen autoridad? Podemos estar equi. 
vocados; dijimos que ese no era el camino y esta vez no 
estoy golpeando la mesa... 


si SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Yo tampoco lo 
1C€. 


SEÑOR FAU. — Si desean pueden golpearla, para 
que no se sientan limitados. 


SEÑOR PEREYRA. — Quiero señalar, simplemente, 
que la desesperación que el señor legislador Rodríguez 
Camusso cree encontrar en nosotros, es sagrada y apunta 
a la recuperación plena de la vigencia de la Constitución 
de la República; nada menos que a eso. Si eso es desespe- 
ración, queda claro que estamos desesperados porque aquí 
no rija otro instrumento que el que debe regir en un 
país civilizado, que es la Constitución democrática. 
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Reitero que es incomprensible que se haya dicho hace 
pocos días que se quería derogar este Acto rápidamente 
y hoy que venimos a hacerlo, encontramos reparos en 
quienes parecían tener la misma posición. Señalo una -vez 
más que si en octubre de 1984 ya se decía que no se iba 
a cumplir con el Acto Institucional N* 19, ¿qué razón 
hay para que casi un año después no se vote su anulación 
y se deja que rija, simplemente, la Constitución de la 
República. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Evidentemente, 
no nos entendemos; estamos hablando de cosas diferen- 
- tes. El punto de partida es lo distinto. Hemos indicado 
claramente ja continuidad de nuestro pensamiento y de 
nuestra participación. En fin; no sé como decirlo más 
claro; acháquesele a ello nuestra dificultad para trasmi- 
tir nuestro pensamiento. Estamos diciendo que con nues” 
tra participación, en la medida de nuestras fuerzas, se 
elaboró un procedimiento que permitió pasar de la dic- 
tadura a la democracia. Podemos decir que siempre lu- 
chamos en contra de la dictadura; no somos los únicos 
que lo podemos decir, pero podemos hacerlo. Y podemos 
_ decir, también, menguada diferencia en todo caso, que 

fuimos eficaces, al igual que otros, para salir de la bar- 
barie que padecíamos y retornar a la forma natural de 
convivencia entre los uruguayos que es la de democracia 
y libertad. Fuimos eficaces; pero además de que todo el 
país sabe que lo fuimos, decimos que no abandonamos 
ningún principio. Cuando se nos explica, con un trespe” 
table y valioso respaldo jurídico, que esto de reformar 
la Constitución sin consultar la decisión popular, no se 
puede hacer, debemos decir que nunca acpetamos que 
esa se realizara. Lo dijimos el 6 de agosto y el 4 de 
octubre. Lo dijimos cuando se tomó la resolución, tam- 
bién cuando iniciamos la campaña electoral. Posterior” 
mente, expresamos que íbamos a concurrir a la Asam- 
blea Constituyente para anular sus efectos y, también, 
al plebiscito para votar y confirmar esa anulación; y lo 
decimos ahora al enterarnos de que no habrá Asamblea 
Constituyente, la que solos no podemos hacer funcionar. 
Planteamos, además, que las reformas constitucionales 
sólo se pueden hacer por la vía que establece el artículo 
331. Si hubiera habido Asamblea Constituyente, esta vez, 
al amparo de esta determinación, no hubiéramos acom- 
pañado en ella a ningún proyecto de reforma constitu- 
cional, porque eso también sería separarse del orden cons” 
tituido. 


Hemos manifestado que ratificamos nuestras decisio- 
ne,s que sostenemos la neresidad de reclarar sin efecto 
de manera expresa, total e inmediata al Acto Institu- 


cional N? 19, que, además, entendemos adecuado que este - 


propósito se consagre por vía de la ley y para ello pro- 
moveremos consultas con todas las fuerzas políticas -—que 
es lo que hemos hecho— para concertar su contenido. 
¿Por qué? Porque la reciente decisión del partido de Go- 
bierno ha limitado la viabilidad de otros procedimientos 
también idóneos. Esto es lo que hemos dicho. 


Lo que subrayo es que nosotros somos consecuentes 
con nuestro modo de definirnos y lo hemos documentado 
pero lo que no entendemos, en cambio, es porqué razón, 
para quienes entienden que todo esto es inexistente, que 
la Constituyente y el plebiscita también lo eran, había 
que esperar hasta el mes de julio. Nosotros habíamos 
anunciado que lo íbamos a derogar por la Asamblea Cons- 
tituyente. > 


SEÑOR MARTINEZ. — ¿Me permite una interrup” 
ción, señor legislador? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Sí, con mucho 
gusto. Ñ 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. : 


$ SEÑOR MARTINEZ. — El señor legislador Rodríguez 
Camusso insiste nuevamente een un relato —que he es 
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cuchado con suma atención— pormenorizado, por cierto 
de las conversaciones mantenidas en el Club Naval, del 
contenido del pacto, del, significado político del mismo y 
de las razones en virtud de las cuales la coalición polí- 
tica a la que él pertenece participó en dicho acuerdo. 


E Entre las varias reflexiones que desearía realizar, la 
primera es que esto nos está llevando, de todas maneras, 
demasiado lejos del centro de la cuestión que vinimos a 
debatir esta noche. Esto es, a tener certeza y seguridad 
en torno a cuál es el orden jurídico constitucional vigente 
de la Repúolica. 


_. Pero, en todo caso —y sin querer intervenir en la 
hilación del razonamiento del señor legislador— la alu- 
sión reiterada a lo que habría sido nuestra actitud de 
omisión o pasividad durante el largo período transcu- 
rrido desde la instalación de los Cuerpos legislativos has- 
ta ahora, tiene una muy "sencilla y simple explicación. 


Es muy claro que, con excepción del Partido Nacio- 
nal —Que ha sostenido consecuentemente la inexistencia 
de este engendro en el orden jurídico nacional, de esta 
especie de “tercium llenus” que no es, como hace un mo- 
mento lo señalaba el señor legislador Aguirre, ni un acto 
legislativo, ni propiamente un acto administrativo por su 
contenido —bien que lo es por su forma— ni mucho me- 
nos constitucional— las demás fuerzas políticas habían 
sustentado hasta ahora una posición diferente. Tan así 
es, que lo habían defendido; y si no insistimos más pole- 
mizando en torno a la conveniencia o inconveniencia, al 
acierto o desacierto, o a la legitimidad o ilegitimidad 
—esta última, para nosotros, manifiesta— fue precisamen- 
te porque creíamos que era un tema ya debatido en el 
país y que en julio iba a haber una instancia en la que, 
forzosamente, esto sería discutido. 


De alguna manera, más de una vez en la Asamblea 
General todos estuvimos tácitamente de acuerdo —ya 
que se ha puesto de moda volver a hablar de los consen- 
timientos tácitos— en que acá íbamos a discutir, en el 
mes de julio, este problema. 


El señor legislador Rodríguez Camusso dice que la 
coalición a la que pertenece exteriorizó su voluntad de 
no aplicar jamás esto, si su partido era gobierno, y que 
bregaría por su desaparición del mundo jurídico en Cual- 
quier caso. Pero él mismo debe reconocer —porque la 
declaración emitida por el Plenario del Frente Amplio asi 
lo expresa, imputándole al Partido Colorado la imposi- 
bilidad de verificar otras fórmulas, que quizá dicha coa” 
lición tenía previstas— que el Frente Amplio pensaba 
comparecer el 1% de julio a la Asamblea Constituyente, 
que era en ese ámbito donde iba a discutir y, por lo que 
señala, a bregar —naturalmente— por la abrogación de 
las disposiciones contenidas en esta norma tan especial 
y particular, por llamarla de alguna manera. 


El Partido Nacional se hallaba en franca minoría, 
imposibilitado por razones prácticas y políticas inexcu- 
sables, de obtener éxito alguno en una iniciativa de im- 
pugnación en el ámbito de la Asamblea General, cuando 
las demás fuerzas políticas, ostensiblemente, iban a sos- 
tener una posición contraria. Fue esa sorpresa, el resol- 
verse a último momento, que se reputaba que había: una 
voluntad tácita por la cual era menester cumplir algunas 
cláusulas del pacto del Club Naval, no obstante lo cual 
otras seguían vigentes hasta un plazo difusamente deter- 
minado, mientras otros sostenían que, de todas formas, 
había que cumplirlo, aunque en Jo esencial ya se había 
consumado, etcétera, etcétera— lo que nos obligó a ha- 
cerlo ahora y no antes, cuando este debate habríá sido 
infructífero, imposible y cuando nadie estaba em condi- 
ciones de suponer que era la oportunidad de plantearlo. 


No sé si he sido suficientemente explícito o si mi 
pensamiento surge con toda claridad, porque dado lo 
avanzado de la hora puede ocurrir que no haya tenido 
posibilidad de hacerme entender. No hemos tenido la real 
y concreta oportunidad política de que hoy disponemos, 
señor legislador Rodríguez Camusso, porque hay aquí un 
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del pasado y futuro imposibles, mientras a su lado trans” 
curren el presente dramático y el porvenir tedavía in" 
cierto de la República. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor le- 
gislador Paz Aguirre. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Señor Presidente: varios 
señores legisladores me han solicitado interrupciones. Con 
toda cordialidad les pido que me perdonen porque no 
las voy a conceder ya que los legisladores que me las han 
solicitado ya han hecho uso de la palabra en repetidas 
oportunidades, contrastando con mi calma paciencia de 
no interrumpir a nadie durante todo ese largo lapso, Si 
ahora concedo las interrupciónes que se me han pedido, 
los señores legisladores seguramente van a aludir a otros 
que, a su vez, van a solicitar nuevas interrupciones y, 
tal vez a las nueve de la mañana, con algún poco de 
suerte, pueda pronunciar las palabras que quiero expre- 
sar. Por lo tanto ruego a los señores legisladores sepan 
disculparme ya que. por lo menos durante un momento, 
quiero empezar a hilvanar algunos pensamientos en tor- 
no a este tema. 


Prácticamente es medianoche. Hace aproximadamen- 
te seis horas que en la Asamblea General se está hacien- 
do una revisión histórica y pormenorizada de los hechos 
políticos que todos los legisladores aquí presentes cono” 
cen de memoria. Los hemos vivido; los hemos repetido; 
los hemos enunciado y los hemos eontradicho una y cien 
veces. Ahora, repetimos una vez más esos enfrentamien- 
tos. Menos mal que el legislador que comenzó hablando 
en la tarde de hoy empezó su exposición con una frase 
que tengo anotada: “No se trata de reavivar una polé- 
mica en torno a hechos del pasado”. ¿Qué sucedería si 
ése hubiera sido el propósito? En realidad, no hemos 
hecho otra cosa que reavivar una polémica que, como 
bien señalaba el señor legislador Pasquet, da un tono de 
irrealidad a esta situación y da la impresión de que los 
legisladores vivimos en un mundo totalmente despegado 
de la realidad. . , 


El pacto del Club Naval, el Acto Institucional N9 19, 
(Interrupción del señor legislador García Costa) 


—Ahora voy a hablar yo acerca de ese punto; los 
señores legisladores del Partido Nacional tiraron la pri- 
mera piedra y ahora tienen que cargar con las conse- 
cuencias de ello, 


Como estamos hablando de hechos irreales —de los 
tantos que el señor legislador García Costa plantea a 
menudo— citaría la frase de aquel famoso juez que decía: 
“Por desahogados con García Costa”. 


(Hilaridad) 


—Si me lo permite el señor legislador, ahora voy a 
decir algo sobre este tema. 


Todos los que aquí estamos estuvimos en contra del 
golpe de estado de 1973. De lo contrario, no estaríamos 
acá. Por fortuna, en este Parlamento no queda práctica” 
mente nadie que sea un resabio de quienes desgraciada- 
mente lo ocuparon durante ese período. Estoy viendo que 
todos los que aquí estamos, estuvimos en contra... 


(Interrupciones) 


—... del golpe de Estado y luchamos contra él. Lo hi- 
cimos ardorosamente. No se trata de una competencia 
como la que he percibido se realiza aquí para ver quién 
estuvo más tiempo preso o quién fue más perseguido. 


Creo que la oposición al régimen no se mide con esos 
parámetros, sino por medio de una conducta firme, inal- 
terable, de dignidad y de consecuencia con un principio 
y consigo mismo. En ese sentido, hora más o menos pre- 
so, ereo que nadie puede ceder la derecha ya que todos 
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tenemos la misma dignidad en cuanto a la defensa de 
nuestros ideales. 


Desde que se: inició el régimen de facto para desgra- 
cia de este país, pasaron largos años en los que la so” 
berbia de la dictadura hacía imposible toda clase de acer- 
camiento, de diálogo y alejaba toda posibilidad de aper- 
tura. Recordamos muy bien aquellas frases increíbles de 
que a los victoriosos no se le ponen condiciones. En aquel 
entonces, uno reflexionaba, ¿victorioso de qué, o frente 
a quién? La soberbia era tal que nos impedía ubicar ca- 
minos que ardorosamente deseábamos encontrar a fin de 


restituirle al país la libertad perdida. 


¿Cuál era el objetivo de todos los partidos demo- 
cráticos del Uruguay? ¿Poner bombas? ¿Tomar las me- 
tralletas? ¿Volcarse a la revolución violenta? Nunca na” 
die pensó en eso. Somos gente civilizada. Justamente, 
nuestra actitud era contraria a las bombas, a la metra- 
lieta y a la violencia, y favorable al imperio de la razón 
que tratábamos de restituir. Siempre buscamos el diálogo. 
Tal vez esa fue la nota más sobresaliente de todos los 
partidos democráticos que estuvieron empeñados en en- 
contrar caminos de diálogo con los militares que deten- 
taban el poder. De ese modo, por vías pacíficas, conjun- 
tamente con las movilizaciones populares que se iban rea- 


«lizando —y que crecían a medida que aumentaba el des” 


crédito de quienes ocupaban el gobierno— el país podría 
reencontrarse consigo mismo sin agregar una mayor cuo- 
ta de odio, de dolor o de sangre. 


Buscamos ese camino hasta que apareció el primer 
hito histórico: el proyecto de Constitución de 1980. Todos 
los que anteriormente habíamos sido legisladores estába- 
mos proscriptos y cuando podíamos tratábamos de reu- 
nirnos a escondidas, clandestinamente donde fuera posi- 
ble para hablar de este tema. Los que no estaban pros- 
criptos lo hicieron con brillantez, con energía y con coraje 
defendiendo los principios constitucionales que la proyec" 
tada Constitución hería profundamente. Ahí apareció por 
primera vez este COSENA, como órgano co-gobernante, 
no simplemente como asesor. Diría que, más aún, se tra- 
taba de un COSENA gobernante en donde el Presidente 
de la República vendría a ser nada más que un títere. 


Nosotros nos opusimos tenazmente a eso, como también 
a aquel tristemente célebre tribunal constitucional y otras 
barbaridades que aquel proyecto de Constitución proponía 
a la opinión pública. Con ella, silenciosamente —por el 
grado de madurez cívica que tiene el pueblo— concurrien- 
do a las urnas se derrotó a este malhadado intento. No 
prosperó la imposición de una Constitución que hubiera 
aherrojado —quien sabe por cuanto tiempo— la salida 


" constitucional auténtica de la República. 


Después de esa derrota, seguimos buscando los ca-. 
minos del diálogo, una y otra vez, hasta que sobrevino 
el fracasado diálogo del Parque Hotel. 


En aquel momento el Frente Amplio, como organiza- 
ción política, estaba proscripto y no podía tomar parte en 
las negociaciones del Parque Hotel. Entonces lo hicimos 
el Partido Nacional, la Unión Cívica y el Partido Colo- 
rado. El General Seregni estaba preso; estaba en prisión 
desde hacía ya muchos años; estaba en una inicua e in- 
justificable prisión. Y, sin embargo, las conversaciones del 
Parque Hotel se llevaron adelante. ¿Fue porque estába- 
mos de acuerdo con eso? ¿Acaso de alguna manera está- 
bamos convalidando la prisión de un ciudadano cuando 
no había ninguna razón para ello? ¿Fue porque estába- 
mos de acuerdo en que todo un sector de la opinión pú- 
blica estuviera proscripto y con sus dirigentes alejados 
de la actividad política? ¿Era aquello una convalidación 
de semejante actitud? ¡Jamás! Era todo lo contrario; era 
el esfuerzo por terminar con tanta iniquidad; era el es- 
fuerzo por sobreponerse a aquello que constituía una, pre- 
sión infame y, por las vías de la razón, salir adelante, 
derrotando a quienes eran los responsables de tal actitud; 
porque por la vía de las armas no hubiera sido posiblé, 
y si lo era, habría sido a un costo tremendo, que hubiera 
hipotecado quien sabe a cuántas generaciones de la ¡Re- 
pública en el odio. Y fuimos. Y estaba Seregni preso, 
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Fuimos colorados, blancos y cívicos, movidos por el áni- 
mo de terminar con eso por la vía pacífica. Y esas con- 
versaciones fracasaron, porque ninguno fue a entregarse; 
ninguno fue con ánimo indigno, ni con la espalda do- 
blada, ni con espíritu medicante; fuimos con altivez ciu- 
dadana a defender nuestros principios democráticos. Y 
cuando chocamos una y Otra vez —y digo “chocamos”, co- 
mo partido, porque quienes tuvieron que hacerlo fueron 
nuestros delegados, que nos representaban a todos, cada 
uno a su colectividad política— contra la obstinación de 
quienes querían revivir por la vía del acuerdo lo que ha- 
bía sido derrotado por el pueblo en la proyectada y fra- 
casada Constitución de 1980, supimos también dar un 
portazo y retirarnos. Y nos fuimos de allí, porque no es: 
tábamos para entregar nada; estábamos para negociar, 
para salvar la dignidad nacional, no para otra cosa. Y 
luego siguieron muchas conversaciones, algunas más y 
otras menos públicas; algunas con más conocimiento por 
parte de la opinión pública y otras que se hacían en tono 
reservado, porque también es justo decir que muchos mi.- 
litares ¡buscaron la forma de entablar contactos por al- 
gunas vías indirectas, con distintos hombres públicos, con 
ex legisladores o con dirigentes partidarios para tratar 
de restablecer de alguna forma aquel diálogo que se ha- 
bía cortado abruptamente y, al parecer, en forma irre- 
versible, Y todos teníamos conciencia, nosotros, los polí- 
ticos los que estábamos luchando, y también los militares, 
que veían decrecer rápidamente la opinión pública en tor- 
no a ellos, si es que alguna vez la tuvieron — porque es- 
taba bajando ya a niveles sumamente peligrosos para su 
permanencia en el gobierno— de su desgaste, provocado 
por la complicidad del silencio, que es lo peor que le pue- 
de pasar a un gobierno, porque es la incitación a la comi- 
sión de todos los actos que no están librados al juicio 
de la opinión pública, y ese silencio es muy mal conse- 
jero y trae siempre muy malas consecuencias. Los mili- 
tares, entonces, comenzaron también a buscar vías de 
entendimiento, caminos de acercamiento, diálogos, que 
se frustraron una y otra vez; hubo también diálogos en 
el Club Naval a principios de 1984, que murieron prác- 
ticamente en el momento de nacer, poraue los delegados 
de los partidos que allí fueron volvieron a plantear otra 
vez con altivez los mismos puntos de vista que habían 
sostenido con dignidad cuando fracasaron las conversa- 
ciones del Parque Hotel. Y debo. decir que allí los dele- 
gados de mi partido, el Partido Colorado —-y al decir esto 
no resto, por cierto, ningún mérito a los de los demás 
partidos— entre los que siempre estaba presente, desig- 
nado por nuestro Comité Ejecutivo Nacional, el actual 
Vicepresidente de la República y Presidente de la Asam- 
blea General, doctor Tarigo, pasaron largo tiempo de las 
conversaciones que se iniciaron en enero de 1984, recla- 
mando la desproscripción de Wilson Ferreira Aldunate, 
así como la desproscripción de todos los ciudadanos, es- 
trellándose una y otra vez contra una terca y cerrada 
negativa de las fuerzas militares, que no querían acce- 
der a ello. Reclamábamos que Wilson Ferreira Aldunate 
pudiera volver al país y que no, pesara sobre él proscrip- 
ción ni cárcel, y defendimos eso hasta el fin, como de- 
fendimos la libertad de Seregni, como defendimos la des- 
proscripción de todos los partidos políticos, como defen- 
dimos siempre, sin ninguna claudicación, la vigencia de 
estos principios cardinales a los cuales, felizmente, lle- 
gamos después. Y llegamos, también, por la vía de la 
negociación porque vamos a no equivocarnos: todos aquí 
sabemos que la opción era o la negociación o la revolu- 
ción. Pero, así como el señor legislador Aguirre atribuía 
aureolas angelicales a nuestro estimado compañero el se- 
ñor legislador Daverede, yo veía flotar sobre su cabeza 
un halo brillante cuando decía que los militares se hu- 
bieran ido porque sí, o porque haciamos un plebiscito. 
Porque, yo pregunto: ¿desde cuándo una dictadura se 
saca con plebiscitos Si fuera así, habríamos perdido la- 
mentablemente el tiempo, porque debíamos haber inicia- 
do el plebiscito el 28 de junio de 1973, y de esa manera, 
con una simple recolección de firmas, en seis meses ha- 
briíamos terminado con la dictadura militar. Decir eso es 
no creer, no conocer, o no querer conocer lo que es una 
dictadura, a la que no se saca ni con flores ni con ple- 
biscitos —aunque los plebiscitos constituyan un arma 
muy apreciada por todos nosotros para luchar en la de- 
mocracia— se la saca con la revolución o con la nego- 
ciación. Y todos nosotros optamos por la vía de la nego- 
ciación, que €s la única vía civilizada que el país conoce 
y a través de la cual, por fortuna, hemos encontrado el 
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camino. A esa negociación no concurrió el Partido Nacio- 
nal, no porque no se fueran a plebiscitar después las con- 
clusiones, porque antes de iniciarse las conversaciones no 
se sabía cómo iba a ser el final de ellas ni cuál sería 
la decisión que se iba a adoptar, salvo que se tuviera 
clarividencia como para poder predecir el futuro, El Par: 
tido Nacional no concurrió —ceomo fue aclarado explíci- 
tamente— porque Wilson Ferreira Aldunate, su principal 
dirigente, estaba preso, posición que respetamos, aunque 
no compartimos, porque para nosotros, por encima de 
toda posición individual estaba la situación de los tres 
millones de uruguayos proscriptos, porque todos lo está.- 
bamos, en la medida en que no podíamos ejereer nues- 
tros derechos cívicos. 


Esa respetable posición en relación a la prisión de 
Wilson Ferreira Aldunate —prisión que lamentamos pro- 
fundamente y por la cual censuramos al gobierno a tra- 
vés de todos los medios que tuvimos a nuestro alcance— 
fue la que motivó que el Partido Nacional no estuviera 
presente en las conversaciones del Club Naval. Nosotros 
estuvimos en ellas, lamentando la prisión de Wilson Fe- 
rreira Aldunate, y también estuvimos en el Parque Ho- 
tei, lamentando la prisión de Seregni, pues para nosotros 
era tan censurable una como la otra, como la de cual. 
quier ciudadano de este país que no hubiera sido decre- 
tada por las vías legales del justo proceso. De manera 
tque nuestra posición fue clara, permanente y absoluta- 
mente coherente en cada uno de sus aspectos. Y fuimos 
a negociar —sí, a negociar— y lo hicimos con honradez 
y con dignidad cívicas, de lo cual estamos profunda- 
mente orgullosos. Y en esta negociación del Club Naval 
por primera vez las fuerzas militares abdicaron de las 
posiciones que antes tenían en forma absolutamente in- 
tolerante. Hubo, sí, un borrador, presentado el 1% de ma. 
yo de 1984 —todos lo recordamos; pero no voy a entrar 


«ahora en la discusión sobre el plebiscito, sobre si se co- 


municó o no se comunicó, porque eso significaría enzar- 
zarnos en una discusión que creo que no viene al caso 
a estas horas de la noche— pero ese borrador era, total. 
mente negativo, plagado también de imposiciones inacep- 
tables. En cambio, las conversaciones del Club Naval tu- 
vieron, claramente, otro signo. Y yo digo que en este 
acuerdo del Club Naval que, en sus efectos, se trans- 
formó en el Acto Institucional N% 19, no hay ninguna 
disposición que sea antidemocrática. El COSENA -—que 
no existe, que no se ha aplicado, que no se ha creado— 
es un instituto integrado según el literal a) del artículo 
6% del Acto Institucional N% 19 que tiene pura y exclu- 
sivamente, carácter de asesor. El titular del Poder Eje. 
cutivo es el Presidente de la República, en el uso de sus 
atribuciones constitucionales. El COSENA, en el caso de 
haber existido o de haberse creado, aunque fuera transi. 
toriamente, tendría funciones exclusivamente asesoras. 
Quiere decir que el Presidente de la República podía con- 
vocar al COSENA, si lo estimara conveniente para solici. 
tarle asesoramiento de algún tipo, tal como lo establece 
el propio Acto 19, pero el Presidente de la República re- 
tiene para sí la totalidad de sus prerrogativas constitu- 
cionales y decide por sí mismo en- función de su criterio 
y sin estar condicionado en absoluto al asesoramiento 
del órgano llamado COSENA. 


Otro punto que se agregaba como enmienda transi. 
toria de la Constitución era el llamado estado de insu- 
rrección, establecido en el apartado B) del mismo artícu- 
lo 6%. En primer lugar debo establecer la siguiente pre- 
cisión. En el caso de haberse aplicado el llamado estado 
de insurrección no habría sido el Presidente de la Repú- 
blica, el titular del Poder Ejecutivo el que por sí y ante 
sí lo aplicara, en detrimento de las garantías constitu- 
cionales otorgadas a los ciudadanos del país, cercenando 
derechos. Debía elevar el petitorio a la Asamblea Gene. 
ral y ésta siempre sería la dueña de las medidas; en el 
mismo caso que en el de las medidas extraordinarias pre- 
vistas constitucionalmente, la Asamblea General es la 
que debe decir sí o no, en función de su apreciación so- 
bre cuáles son las circunstancias de insurrección, sedi. 
ción, revolución o movimiento de violencia contra la so- 
beranía. Pero es la Asamblea General la que decide y 
no el Presidente de la República. 


Por otra parte, dentro de este estado de insurrección 
el Presidente de la República puede solicitar a la Asam- 
blea General —reitero: solicitar— la aplicación de la jus- 
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fuera imposible por ley realizar coaliciones políticas co- 


mo es la que formamos en nuestro Frente Amplio. En 
noviembre de 1982 hubó elecciones internas de tres par- 
tidos políticos que tuvieron oportunidad de hacer una 
campaña pública —por supuesto que con limitaciones; 
por supuesto que con muchos de sus derechos cercena- 
dos— mientras que la fuerza excluida —solamente el 
Frente Amplio— debió recurrir a aquella histórica jor- 
nada del voto en blanco, juntando ladrillo a ladrillo, sin 
ninguna posibilidad de expresión pública, detenida la 
Comisión de ciudadanos que se integró en aquel momen- 
to para promover el voto en blanco, ochenta mil volun- 
tades que demostraban que en el país no había sólo blan- 
cos, colorados y Cívicos sino que el país real se integraba 
también “con un volumen muy importante de gente que 
ya en 1971 había nacido a la realidad política, realidad 
que no le iba a poder evitar los decretos, como no la 
iba a poder evitar lo que en aquel momento —y esto lo 
digo con mucha responsabilidad— fue, por lo menos, el 
silencio de las tres fuerzas políticas intervinientes en las 
elecciones internas de 1982. Podríamos traer ——no lo he- 


mos traído hoy— .volantes de los dos partidos tradiciona- . 


les que recogimos en la calle en su momento exhortando 
a la ciudadanía a depositar su voto por ellos, aduciendo 
que el voto en blanco era un voto inútil. 


Después existió el Parque Hotel cuando, como recor- 
daba muy bien el señor senador Paz Aguirre, el General 
Seregni se encontraba preso, y a nosotros no nos pareció 
mal que los partidos políticos concurrieran al Parque Ho- 
tel. Más aún: el Frente Amplio, a través de los dirigen- 
tes que podían actuar en ese momento, transmitió su 
aval para comenzar por ahí un camino de diálogo po- 
lítico, 


Digo que esto no fue —obviamente— iniciativa del 
Frente Amplio y señalamos en esta Asamblea que nin- 
gún dirigente político que traspasó las puertas del Parque 
Hotel consultó a otros dirigentes frentistas que estaban 
en el país sobre el contenido de las cosas que allí se 
iban a negociar. Nosotros nos alegramos de que fueran, 
pero también, de que en esa primera instancia se inte- 
rrumpiera el diálogo. No tenemos tiempo de leer las actas 
del Parque Hotel, pero sentimos que estaba saliendo un 
olor bastante feo por debajo de las puertas del mismo. 
Sobre la necesidad de un acuerdo político, estuvieron con- 
testes todas las fuerzas, 


Permítaseme leer un artículo bastante extenso del 
ahora senador Gonzalo Aguirre Ramírez aparecido en el 
semanario “La Democracia” del 4 de marzo de 1983 en 
el que, entre otros conceptos señalaba: 


...“No presumiré de original —por ser un valor en- 
tendido entre muchos dirigentes políticos—- al afirmar 
que la Constitución de 1967, perfectible como toda obra 
humana, habilita sin problemas a un funcionamiento de- 
mocrático. De donde resulta, en principio, la innecesarie- 
dad de su reforma. Si hoy ella está planteada y se la 
admite como posible es porque sería el mecanismo apto 
para traducir, como tantas veces en la historia de nues- 
tro país y de otros países, un acuerdo político entre el 
. gobierno y la oposición. Acuerdo para poner punto final 
a la desdichada situación de facto en que vivimos desde 
el 27 de junio de 1973 y restablecer de una buena vez el 
régimen constitucional”... Y escribía más adelante el 
señor senador Aguirre que naturalmente era necesario 
. . “resolver en común, por ambas partes, los tres o cua- 
tro grandes y reales problemas políticos que tiene el 
país”... “y recién procedería embarcarse en la tarea de 
redactar enmiendas a nuestra Lex Magna”... Y conti. 
nuaba: “A los Partidos no les gusta que los militares no 
estén resignados a retornar a su antiguo papel de meros 
moradores de los cuarteles. Pero es un hecho que” —Jos 
.Partidos Políticos— “no podrán desconocer”. Todas las 
Cartas Fundamentales “posteriores a la Carta Funda- 
mental de 1830, surgieron de acuerdos entre las fuerzas 
políticas mayoritarias”. ...“el gobierno militar y los par- 
tidos políticos respaldados por la opinión pública estamos 
todos ante una grave encrucijada política. Y de estas en- 
crucijadas sólo se sale con criterio y con realismo polí- 
tico. Uno y Otro obligan a apelar a la sabiduría de Ma- 
caulay cuando enseñaba que en política la lógica no está 
en las palabras sino en los actos; que la lógica no admi- 
te compromisos y que los compromisos son la esencia 
de la política; que tratándose de actos vinculados esen- 
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cialmente a la política, si conducen al fin propuesto, son 
lógicos aunque parezcan absurdos; sí, en cambio, no con- 
ducen a ese fin, son absurdos aunque se demuestren 
por sí mismos”. 


Y si al fin compartido de entregar el poder el 19 
de marzo de 1985 a un gobierno constitucional y electo 
por el pueblo no puede llegarse” —escribía el senador 
Aguirre— “sin un auténtico pacto político entre los que 
se irán y los que vendrán, no se puede entender ni acep- 
tar por ser políticamente ilógico, que uno de los futuros 
pactantes se arrogue la potestad exclusiva de indicar el 
tema del acuerdo”, cosa con la que estamos enteramente 
de acuerdo. 


Diría que esta página, y que este artículo del senador 
Aguirre podríamos suscribirlo enteramente todos los del 
Frente Amplio que hicimos en 1984 el mismo razonamien- 
to político que aquél hacía en 1983 y el mismo razona- 
miento político que hicimos cuando se fue al Parque Ho- 
tel en momentos que el país también vivía horas dra- 
máticas y había problemas acuciantes que resolver, a pe- 
sar de que para ello tuviéramos que dejar algunas cosas 
por el camino. ! 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me perimite una interrupción? 
SEÑOR LESCANO. — En seguida se la concedo. 


Escuchaba la trasmisión radial de la sesión del Se- 
nado -—porque no tuve oportunidad de participar direc- 
tamente— en ocasión de las denuncias sobre violaciones 
de derechos humanos formuladas por el compañero se- 
nador Araújo que el señor senador Aguirre reconocía que 
simultáneamente, en el mismo tiempo político del Par- 
que Hotel, se estaban produciendo algunas de las más 
espantosas violaciones a detenidas en los cuarteles de la 
dictadura, lo que con tanta claridad y coraje planteó el 
senador Araújo; y en ese rechazo, naturalmente, coinci. 
den todos los partidos políticos ayuí representados. Ese 
era el momento político y parte de los graves problemas 
que estaba viviendo el país. 

En todo el tiempo en que hemos participado de esta 
negociación lo hemos hecho acompañados de otros dos 
elementos que para el Frente Amplio constituían una es- 
pecie de trípode inseparable: la concertación, porque de- 
bíamos agotar los esfuerzos para salir todos juntos, y la 
permanente movilización organizada y pacífica del pue- 
blo en la calle. No es cierto, señor senador García Costa 
que nosotros digamos que sólo por el Pacto del Club Na- 
val estamos aquí sentados. Decimos que el Pacto del Club 
Naval fue también la consecuencia y su contenido muy 
distinto de las pretensiones totalitarias que los delega- 
dos militares llevaron, gracias a la firmeza de las posi- 
ciones políticas y porque el Frente Amplio planteó —y 
lo hizo con mucha fuerza— que había que poner condi. 
ciones previas antes de ir a una negociación, que había 
que crear en el país un clima de pacificación porque es- 
tábamos viviendo momentos de atentados fascistas. Sa- 
bíamos que era imposible en términos de réalismo con- 
seguir la libertad de todos los presos políticos, aunque 
era importante conseguir la de algunos. Decía el sena- 
dor Batalla que una hora de libertad de un preso poli 
tico vale mucho. Hablamos también, obviamente, de la 
libertad del señor Wilson Ferreira Aldunate en favor de 
la que estuvimos siempre, desde el mismo día 16 de ju- 
nio, cuando en condiciones dramáticas desde el punto de 
vista de la represión el Partido Nacional, por primera 
vez —y lo digo con respeto-— decide movilizar a su pue- 
blo en la calle, ocasión en la que a su lado estuvo el 
Frente Amplio, sin consultar a las otras fuerzas políti- 
cas. AMí el Frente Amplio estuvo con su gente, exhortó 
a la militancia, a su pueblo, a concurrir con las banderas 
nacionales y con las de nuestro Frente porque aquella 
era una jornada de lucha contra la dictadura, ya que 
volvía al país un exiliado y nosotros luchábamos por el 
desexilio de todos. La dictadura habia anunciado la pri- 
sión de Wilson Ferreira y el Frente Amplio luchaba por 
la liberación de todos los presos políticos. 


Habíamos dicho que la movilización del pueblo era 
algp absolutamente imprescindible para la salida pacífica. 
Fuimos a negociar con el respaldo de fuerzas políticas 
y sociales movilizadas en histórica jornada de resistencia 
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a la dictadura, lo que también estuvo fundamentalmen- 
te entre las cosas que nos permitieron estar sentados hoy 
aquí. Hicimos una valoración política del problema y di- 
jimos: “vamos a ver qué sacrificio debemos realizar pa- 
ra encontrar la salida pacífica del país”. Nosotros es- 
tábamos de acuerdo con la tesis total que aquí sostiene 
el senador Aguirre, hasta el párrafo final, donde él dice: 
“Puesto el punto final a lo que antecede —lunes al ano- 
checer-—— la televisión difunde una orden de captura con- 
tra el señor Wilson Ferreira Aldunate. Tentados nos sen- 
timos de tirar al canasto las cuartillas escritas, amenaza- 
das de perder toda .su actualidad, pues en estas condicio- 
nes muy difícilmente habrá diálogo. Con el Partido Na- 
cional al menos”. 


Nosotros, respetuosamente como siempre hemos ac- 
tuado, respetamos esa decisión política del Partido Na- 
cional. En toda la exposición anterior se expresan las ra- 
zones por las cuales es necesario una negociación políti- 
ca, pero decretada una orden de” captura contra el prin- 
cipal dirigente del Partido Nacional, indudablemente que 
este Partido estaba en todo el derecho de hacer lo que 
el señor senador Aguirre establece al final. 


El Frente Amplio, en todo esto, tuvo otra valoración 
política. También teníamos nuestros presos, nuestros par- 
tidos proscriptos y nuestro líder y candidato a la Pre- 
sidencia inhabilitado para poder aspirar a ella. Y tenien- 
do en cuenta.lo que estaba en juego en la República va- 
“loramos que valía la pena hacer ese sacrificio, pensando 
en que no había nada más grande en el país que el país 
mismo," pero respetando, naturalmente, la decisión polí- 
tica del Partido Nacional, de solidaridad «con su líder, so- 
lidaridad que también nosotros expresamos a través de 
distintas muestras. Ñ 


Mantuvimos, entonces, esas condiciones de moviliza- 
ción permanente, Muchas veces vinieron algunas de las 
fuerzas políticas a decir al Frente Amplio que algunas 
de las movilizaciones previstas podían no estar encami- 
nadas en el sentido de favorecer la salida pacífica del 
país. 


Haciendo una pequeña digresión quiero decir que 
días pasados, en la Comisión que estudia la unificación 
de los proyectos para otorgar facultades a las Comisio- 
nes Investigadoras hacíamos un paralelismo. Hay quie- 
nes sostienen que investigar el pasado del país puede sig- 
nificar un peligro para la institucionalización democrá- 
tica. Pero nosotros decimos que investigar el pasado con 
responsabilidad, en la búsqueda de la verdad y de la 
justicia es también, entre otras cosas, una garantía para 
la estabilidad democrática. y 


Y a los que nos decían que la movilización desesta- 
bilizaba, el Frente Amplio, desde una posición indepen- 
diente como fuerza movilizada y movilizadora les respon- 
día —y creo que los hechos nos dieron la razón— que 
la movilización pacífica y organizada del pueblo era jus” 
tamente la garantía de una salida y la fuerza para una 
negociación a los efectos de tratar de obtener lo máximo 
posible. Por lo tanto, señor Presidente, podríamos hacer 
—tenemos aquí abundante material, algunos que tienen 
que ver con fechas posteriores al Club Naval, de agosto 
de 1984, así como algunos borradores escritos por algu- 
nos de los señores legisladores de los partidos políticos— 
aleuna reflexión sobre lo que podría ser un proyecto de 
Acto Institucional que en aquel entonces llevaría el N9 15. 
El mismo hablaba, también, de las disposiciones que re” 
girían con carácter transitorio, no por un año precisa- 
mente, sino hasta febrero de 1990. 


Por hacer economía oratoria —porque estamos todos 
agotados y tenemos que mirar hacia adelante— no va- 
mos a repasar estos episodios. Pero sí asistimos con mu- 
cha tranquilidad, pero tambin con mucha firmeza, 2 
cuál fue la posición independiente y pensando en el bien 
del país —así como pensaban los otros partidos aunque 
por otros caminos— concretamos entonces el acuerdo po” 
lítico del Club Naval. Y tenga seguridad el señor legis” 
lador Pereyra que el Frente Amplio es consecuente con 
sus decisiones. En esto también hemos marcado una po" 
sición independiente cuando lo creíamos conveniente ha- 
cerlo. Sostenemos en esa declaración que el señor legis” 
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lador ha leído, que proponemos el mecanismo legislativo 
porque éste, el Parlamento nacional, es el ámbito donde 
debemos responder definitivamente a las preguntas que 
aguí se han formulado. Debemos responder al fondo de 
los problemas que no se agotan con una declaración de 
nulidad o de derogación del Acto Institucional N9 19, 
sino a los distintos institutos que como todos sabemos 
debemos estudiar para no provocar situaciones de vacío 
legal. Por lo tanto, el problema no se reduce exclusiva- 
mente a derogar el Acto Institucional N* 19 y punto. 
Decimos entonces, que esto debe hacerse por ley y ésto 
es lo que vamos a votar. Y decimos una vez más que 
debe hacerse en forma concertada y eso es lo que anun” 
ció en nombre de nuestra bancada el señor legislador 
Rodríguez Camusso. Se debe formar una Comisión inte- 
grada por todas las fuerzas políticas representadas en 
este Parlamento para estudiar esto, con responsabilidad, 
sin mirar atrás y sin reclamar privilegios hegemónicos 
en la lucha contra la dictadura. Debemos mirar hacia 
adelante, buscar los caminos más eficaces para la inme- 
diata vigencia de la Constitución de 1967, y nombrar una 
Comisión que a la brevedad pueda resolver en forma de- 
finitiva este problema. 


Por lo tanto, al mantener esta moción que va a ser 
la que va a votar el Frente Amplio, nuestra agrupación 
está siendo absolutamente consecuente con la posición 
adoptada,' pensando siempre en el bien del país. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite -una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR LESCANO. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: y0, que he 
sido siempre muy amplio en conceder interrupciones, no 
tuve la fortuna de que me la concediera el. señor legis- 
lador Lescano, luego de aludirme en forma rieterada, no 
sólo en las opiniones que he vertido esta noche sino con 
relación a algún artículo mío más o menos lejano. No 
tema la Asamblea General, ni la Barra ni nadie que vaya 
a entrar otra vez en el tema de fondo ni que vaya a con- 
testar las apreciaciones de carácter político que ha rea- 


"lizado el señor legislador en virtud de ese artículo que 


leyó, y sobre todo no tema el señor legislador Fau a quien 
hace contados minutos le prometí que no iban a haber 
nuevas alusiones políticas pues aclaro que por mi parte 
no las van a haber. Simplemente, debo decir que me re- 
sulta grato comprobar —y me alegro mucho de verlo— 
que el señor legislador Lescano guarda entre sus papeles 
los artículos que he escrito tiempo atrás. Me felicito 
porque creo que va por buen camino leyendo lo que yo 
escribí y quizás, no dentro de mucho tiempo lo veamos 
en el Partido Nacional. 


Nada más. 
(Hilaridad. Aplausos en la Barra) 


SEÑOR LESCANO. — Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 


SEÑOR LESCANO. — Señor Presidente: es para agra- 
decer las palabras del señor legislador Aguirre, Natural 
mente que guardamos estas cosas. Fíjense si será útil 
guardarlas, porque a veces ayudan a refrescar la memo- 
ria, puesto que no tenemos la suerte de memorizar todos 
los artículos como seguramente la tiene el señor legis" 
lador Aguirre. Lo único que le puedo decir es que la even- 
tualidad que plantea no tiene ninguna posibilidad de 
existir, porque guardo sus artículos como también lo ha- 
go —en primer lugar— con los del Frente Amplio, al 
que me siento muy orgulloso de.seguir integrando. 


(Aplausos en la Barra). 
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SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: creo que na- 
die que tenga respeto por el derecho puede dejar de guar- 
dar bien cerca suyo ninguno de los artículos del señor 
legislador Aguirre. Los guardo y los veo muy a menudo. 
Pero pido disculpas a los compañeros legisladores —y 10 
hago casi con rubor a esta altura de la madrugada— 
pero voy a decir algunas palabras tratando de precissr 
en su exacta dimensión el problema jurídico. 


Había traído estos textos -—son estos libros que ten- 
go aquí aunque no tengan temor, porque no le voy a dar 
lectura— pensando que en algún momento el tema iba 
a ser planteado, digamos, en términos estrictamente jur 
rídicos. No fue así y le concedí a la Asamblea General, 
el regalo de mi inteligente silencio. Pero Creo que antes 
de pasar a votar esta moción, es imprescindible precisar 
el tema porque creo que, en algún aspecto, hemos sido 
víctimas de una analogía que hemos aplicado hoy en la 
Asamblea. General, en función de un procedimiento simi- 
lar cuando luego de las largas deliberaciones referidas a 
la designación de los integrantes de la Suprema Corte 
de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administra. 
tivo también acompañamos una declaración de este Cuer- 
po que proclamaba nulas y sin ningún valor las desig- 
naclones de los Ministros de esos dos órganos las que 
se habían realizado a través del Consejo de la Nación. 


Pero todos tenemos que ser conscientes de que no 
vivimos en un régimen de una exquisita pureza demo- 
crática, porque todos sabemos que en este país ha habido 
una dictadura dura durante doce años y hoy vivimos to- 
dos una normativa que en líneas generales se rige por 
la Constitución de 1967, pero que también tiene resabios 
normativos residuales de la dictadura. Esta se ha incrus- 
tado en nuestro orden jurídico y he dejado una serie de 
disposiciones legales —aún formalmente inválidos— que 
han producido y producen eficacia en nuestro orden ju- 
rídico. Entiendo que nosotros tenemos que precisar en dos 
niveles la sustancia de esas normas, lo que es válido de 
ellas y lo que es la eficacia de esas disposiciones jurí- 
dicas. En general todos esos actos surgieron de la dicta- 
dura, actos formalmente inválidos, sustancialmente ilegí- 
timos, pero que han producido eficacia en nuestro orden 
jurídico. 


Eso tenemos que sentirlo y tenemos que saberlo, y 
dentro de esos resabios de la dictadura, de esa norma- 
tividad producto de la dictadura, está el Acto 19. Ese Ac- 
to 19 es, naturalmente, una norma de facto, producto 
de la dictadura y contiene, además, pretendidamente, 
normas de jerarquía .constitucional que naturalmente le 
fueron aplicadas en violación de las normas previstas 
para la modificación de nuestra Carta máxima en su 
artículo 331. Es en esa realidad que tenemos que mane- 
jarnos. El Acto 19 es mupchas cosas; regula, aun desde 
un punto de vista formalmente inválido, nuestro sistema 
Jurídico en diversos ámbitos. En esos ámbitos ha produ- 
cido eficacia y ha sido y es una norma eficaz. Entonces 
tenemos que determinar a través de qué mecanismos es 
posible quitarle validez, quitarle eficacia a esas normas 
jurídicas contenidas en dicho Acto. Entendemos que no 
es fácil y que el mecanismo apto no es la declaración de 
la Asamblea General; creemos que no tiene absolutamen- 
te ninguna legitimidad o viabilidad desde el punto de 
vista forma] ni altera, en lo sustancial, el orden jurídico. 


_En el caso concreto que habíamos planteado —la de- 
claración que apoyamos y fundamos de la designación 
de miembros de la Suprema Corte de Justicia y del Tri- 
“bunal de lo Contencioso [Administrativo — no estábamos 
ante án acto legislativo, no estábamos ante un acto re- 
gla, sino que estábamos ante un acto administrativo, de 
designación de competencia de la Asamblea General, ac- 
tuando'en reunión de ambas Cámaras. Entonces, allí sí 
_nosotros invalidábamos el acto de designación, allí sí es” 
tábamos actuando en ejercicio de nuestras facultades 
constitucionales. Pero cuando se trata de modificar un 
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orden jurídico que está contenido en el acto regla, cuya 
validez y legitimidad cuestionamos pero cuya eficacia se 
da, nosotros, que somos democracia, que no somos die- 
tadura, tenemos que ajustarnos a un Orden jurídico pre 
establecido, a una limitación y a un precondicionamiento 
que está dado en la Carta constitucional que debemos 
respetar. Y esa Carta constitucional exige y estab'ece 
determinados mecanismos para interpretar la Constitu" 
ción: la ley ordinaria. Eso es clarísimo, señor Presidente. 


SEÑOR FERREIRA. — ¿Me permite una interrup* 


- ción? 


5 


SEÑOR BATALLA. — En seguida, señor legislador. 


El artículo 85 de la Constitución en su inciso 20) 
otorga a la Asamblea General la facultad de interpretar 
la Constitución. Nosotros, a través de toda esta discusión 
—y, por Dios, que no quiero de ninguna manera entrar 
en el terreno político, porque declaro con absoluta hones- 
tidad que jamás le haría el cargo a nadie de los que es- 
tán presentes aquí, como fuerza política, aunque pueden 
existir problemas individuales, de que no ha usado todas 
sus fuerzas y todas sus armas para luchar contra la dic- 
tadura— queremos, naturalmente, en la medida en que 
integramos un Cuerpo sometido a una regulación prevista 
en la Constitución de la República... 


SEÑOR FERREIRA. 
ción? 


— ¿Me permite una interrup- 


SEÑOR BATALLA. —— Antes de terminar la frase, le 
concedo la interrupción al señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: he pedido 
esta interrupción a los solos efectos de hacer una con" 
sulta al señor legislador Batalla, para ver si IOBIBmOs 
ir despejando el camino. 


Aunque hemos perdido alguna oportunidad, tengo es” 
peranzas de que finalmente se apruebe la moción que 
está en la Mesa. Como el señor legislador Batalla insiste 
en la necesidad de la vía de la ley, quiero saber si en 
el caso de que la moción del Partido Nacional obtuviera 
un resultado negativo, podríamos obtener un compromi- 
so político del Frente Amplio en el sentido de presentar 


el proyecto de ley en el día de mañana. 


SEÑOR FAU. — ¡Es una impertinencia! 


SEÑOR PRESIDENTE. 
legislador Batalla. 


— Puede continuar el señor 


SEÑOR BATALLA. — Hemos expresádo muy clara: 
mente nuestra opinión a través de la resolución de] Ple- 
nario Nacional del Frente Amplio, que en reiteradas Oppr- 
tunidades se ha leído en Sala por parte de diversos se” 
ñores legisladores. Le digo al señor legislador Ferreira 
—ustedes me conocen y saben que no soy afecto a las 
travesuras políticas— que nosotros planteamos una deter- 
minada solución, que consiste en la designación de una 
Comisión que examine concertadamente una solución y 
los caminos que nos van a conducir a la seguridad jurí- 
dica, plenamente democrática que todos deseamos. 


Repito, señor Presidente: la Constitución de la Re-. 
pública establece para su interpretación —acá estaríamos 
dándole una interpretación ilegítima, formante inválida, 


“pero eficaz— a través del mecanismo previsto en el in- 


ciso 20) del artículo 85, la facultad de la Asamblea Ge- 
neral de interpretarla a través de la ley. La parte final 
de dicho inciso señala que eso será sin perjuicio de la 
facultad de declarar la inconstitucionalidad de las leyes 
por la Suprema Corte de Justicia, establece acabada y 
claramente, terminante e incuestionablemente que el pro- 
cedimiento de interpretación de la Constitución será a 
través de la ley. No es este un caso de interpretación 
auténtica, como podría entenderse, porque la interpreta“ 
ción auténtica es cuando la norma que interpreta es de 
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igual jerarquía que la interpretada. En este caso esta- 
ríamos ante una interpretación obligatoria, naturalmente 
sujeta al contralor de jurisdicidad y constitucionalidad 
que la Suprema Corte pueda realizar. Pero el mecanismo 
cabal que realmente nos coloca a nosotros, hombres inte- 
grantes de un Cuerpo democrático, en el pleno cumpli- 
miento de nuestra función de legisladores, es a través 
del procedimiento de la ley ordinaria. 


Nosotros, señor Presidente, tenemos claramente defi. 
nida nuestra posición; la tenemos en esa declaración que 
se ha leído. Entendemos que debe concertarse a través 
de todas las fuerzas políticas una solución que le dé al 
país la seguridad jurídica que éste quiere y todos noso- 
tros también deseamos. Pero vamos a dársela a través 
de mecanismos constitucionalmente correctos. 


Hoy tenemos limitaciones que la dictadura no tenía; 
tenemos una Carta máxima a la cual debemos respetar. 
A ella debemos someternos. Por eso, entendemos —rei- 
tero— que el mecanismo correcto de interpretación cons- 
titucional es la ley ordinaria. . 


SEÑOR FERREIRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: tengo el 
temor de que mi intervención —que vi que fue tomada 
con ironía por parte de algunos señores legisladores del 
Frente Amplic— haya sido mal interpretada: aunque no 
por parte del señor legislador Batalla. 


Quiero ver cómo podemos ir despejando el camino. 
Naturalmente que ningún partido está en condiciones de 
fijar plazos a otro partido para presentar un proyecto. 


Tenemos una moción a consideración de la Asam- 
blea General y esperamos que se vote afirmativamente, 
aunque cada vez con menor optimismo, porque ahora 
parecería que el Frente Amplio, categóricamente, asegura 
que votaría la creación de esta Comisión porque entien- 
de que la vía pertinente es la de la ley, de una ley con- 
certada. Considero que es sano que esto se dilucide a 
efectos de saber cómo lo vamos a encarrilar. 


Si no hubiese acuerdo entre todas las fuerzas polí- 
ticas —vamos a suponer que se vote la moción del Par- 
tido Nacional y el resultado sea negativo, ojalá que no 
sea asií— entonces se busca el consenso para que una 


ley derogue el Acto 19. Pero no se lograría porque el . 


Partido Colorado no acompaña. Entonces, el Frente Am. 
plio estaría en condiciones en un plazo prudencial, en 
corto tiempo, de concertar. con otras fuerzas políticas 
—e€s decir, no esperar a la unanimidad-— con aquéllas 
que estén dispuestas a acompañar el proyecto de ley. No 
estamos comprometiendo el apoyo de la bancada del Par- 
tido Nacional, que se tendrá que reunir, pero tenemos 
que saber cuál es la propuesta, 


Es decir, si no sale la moción declarando nulo el 
Acto N* 19, si se vota y sale negativa, el Frente Amplio 
propone una Comisión en la que todos los partidos con- 
cierten. Si todos los partidos no están de acuerdo, ¿el 
Frente Amplio lo estaría en presentar el proyecto de ley 
conjuntamente con el Partido Nacional? ¿Cuáles serían 
los plazos? 


SEÑOR JAURENA, — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR FERREIRA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR JAURENA. — El hecho de que el Frente Am- 
plio desee concertar con todas las fuerzas políticas no 
quiere decir que necesariamente tenga que existir una- 
nimidad, Si hay fuerzas que desean marginarse de esta 
tramitación en procura de la ley, allá ellas. Lo que no 
queremos es excluir a nadie de entrada. Ese es el alcance 
de la moción. ; 
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SEÑOR FERREIRA. — No se trata de excluir de en- 
trada. Creo que el Partido Colorado, a lo largo de toda 
la noche, ha estado diciendo que no va a acompañar esta 
ley. No se trata de una 'exclusión a priori, sino de una 
exclusión después de haber escuchádo a las partes. Pero 
a mi me complace que, no acompañándonos el Partido 


* Colorado —posición que respetamos— en el caso de que 


nuestra moción fuera derrotada, el Frente Amplio pre- 
sentaría un proyecto, o acompañaría al Partido Nacio- 
nal, en un plazo breve de tiempo —probablemente la 
semana próxima— derogando el Acto Institucional N* 19, 


(Interrupciones). 


—Veo que el señor legislador Cardoso se exalta y de 
esa manera no nos vamos a entender. Pero se trata de 
una consulta y creo-que tenemos derecho a saber qué 
es lo que vamos a votar. Si se acaloran los ánimos va 
a ser muy difícil que nos entendamos. 


Yo digo lo siguiente: nuestra moción es muy clara 
en el sentido de declarar que el Acto N? 19 no tiene va- 
lidez; se entiende que no se ajusta a derecho. Por su- 
puesto que es mucho más difícil derogar el Acto N9% 19 
que instaurarlo, Se entiende —repito— que no se ajusta 
a derecho; por lo que hay que buscar otro camino. Creo 
que si van a pedir nuestro voto para que salga la mo. - 
ción, tenemos derecho a que se nos explique cuál es 
ese camino. 


_ Se habla de la creación de una Comisión. ¿Cuáles se- 
rían sus facultades? ¿Cuál es su objetivo? ¿Dentro de qué 
plazos se va a mover? Creo que ese es un derecho que te- 
nemos los legisladores del Partido Nacional. El señor le- 
gislador Cardoso me dice que esa es una opinión que ten- 
drá el Frente Amplio, pero si requiere de los votos del 
Partido Nacional para su aprobación, creo que nosotros 
también tenemos derecho a saber de qué se trata. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Considero que a esta altura 
es útil que se dé lectura a las dos mociones y de ese mo- 
do se acaban las consultas. 


Léanse por su orden. 


(Se lee:) 


“MOCION 


VISTO: I -— Los términos del Acto Institucional N? 19 
de 15 de agosto de 1984, que dispuso en su'Art. 6% que 
a partir del 15 de febrero y del 1% de marzo de 1985, 
según corresponda, regirá la Constitución de la Repca., 
plebiscitada el 27 de noviembre de 1966, con las disposi- 
ciones siguientes, que tendrán carácter transitorio, hasta 
tanto entren en vigor las normas que emanen del plebis- 
cito a cumplirse el 24 de noviemíbre de 1985”; 


II — Que tales disposiciones importan la institucio- 
nalización del COSENA, la declaración de estado de in- 
surreción como poder de emergencia y el sometimiento 
de civiles a la Justicia Militar durante su vigencia, as- 
censos militares (comandantes en Jefe y Oficiales Gene” 
rales), suspensión de la aplicación del art. 195 y de la 
Disposición Especial Letra M. de la Constitución, etc. 


III — Estas modificaciones constitucionales, como se 
desprende del texto reseñado, son permanentes. Rigen 
hasta tanto sean derogadas por el procedimiento plebis- 
citario previsto. No tienen pues, prefijado un plazo de- 
terminado que califique su transitoriedad. 


CONSIDERANDO: 1 — Que las recientes declaracio- 
nes de los Partidos Políticos que intervinieron en el Pac- 
to, reiteran la pretendida vigencia del Acto Institucio- 
nal N? 19, como parte de las normas constitucionales de 
la República. + 


IT — Que todo lo relacionado apareja una situación 
grave de inestabilidad institucional, que exige afirmar el 
carácter privativo del Poder Constituyente en la Nación 
(arts. 42 y 82 de la Constitución). 


246—A.G. 


Por lo que, 
LA ASAMBLEA GENERAL 
1 
DECLARA: a 


La inexistencia, a todos los efectos, del llamado Acto 
Institucional N* 19 y reafirma la vigencia, única y ex 
clusiva, de la Constitución de 1967, - 


G. García Costa, Uruguay Tourné, Alem García, Ro- 
dríguez - Labruna, Alfonso Requiterena Vogt, Juan Raúl 
Ferreira, Luis A. Heber, Carlos Pita, Rubens Francolino, 
Luis José Martínez, Carminillo Mederos, Edison Zunini, 
Luis A. Lacalle Herrera, Ricardo Rocha Imaz, Juan Mar- 
tín Posadas, Mariano Irazoqui, Gonzalo Aguirre Ramírez, 
Héctor Sturla, Juan León Morelli, Carlos Julio Pereyra, 
Elías Porras Larralde, Carlos Garat, Héctor L. Ríos, Juan 
José Fuentes, J. A. Oxacelhay, Numa Aguirre, C. M. Fre- 
sia, Luis Alberto Espinosa, Gustavo Varela, Oscar López 
Balestra, Legisladores”. h 


“MOCION 


La Asamblea General, luego de deliberar sobre los 
problemas de orden institucional y legal planteados en 
Sala 

RESUELVE 

Designar una Comisión Especial de siete (7) miem- 

bros (un diputado y un senador por el PC, PN y FA y un 


diputado por la UC), a fin de estudiar y proponer las 
soluciones pertientes. 


Sala de sesiones, 9 de julio de 1985. 


A. Francisco Rodríguez Camusso, Yamandú Fau, Héc- 
tor Lescano, Nelson Lorenzo Rovira, José Díaz, Eduardo 
Jaurena, Juan P. Ciganda. Legisladores”. 


ASAMBLEA GENERAL 


eo + ooo... po.o 


9 y 10 de Julio de 1985 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, por 
su orden, las dos mociones. . 


En primer lugar, se va a votar la. moción presentada 
por legisladores del Partido Nacional. 


(Se vota:) 
—43 en 109. Negativa. 


En segundo término, se va a votar la moción sus- 
cripta por legisladores del Frente Amplio. 


(Se vota:) 


—27 en 109. Negativa. 


8) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se levanta la sesión. 


ed la hora 1 y 12 minutos del día 10 de julio de 


Dr. ENRIQUE TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dr. Héctor S. Clavijo 
Secretarios 


: Dn. Roberto J. Zamora 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 
de la Cámara de Representantes 
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